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(Asiste una delegación de autoridades de la Corte Electoral) 
SEÑOR PRESIDENTE (Gamou).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 11 y 37) 


——_Nuestra Comisión tiene mucho gusto en recibir a esta delegación de autoridades de la Corte Electoral, 
integrada por el doctor José Arocena, Presidente en ejercicio; el doctor Wilfredo Penco, Vicepresidente; el 
doctor Gustavo Silveira, Ministro; el señor Walter Pesqueira, Ministro; el doctor Washington Salvo, Ministro; 
el señor Pablo Klappenbach, Ministro; el contador Daniel Pereyra, Técnico Contador, y el contador Marcelo 
Rubio, Subdirector de Dirección de Contaduría. 


SEÑOR AROCENA.- Evidentemente, como Presidente en ejercicio, no he estado presente en todas las 
sesiones; el doctor Herbert se encuentra de licencia y por eso ocupo la Presidencia. Por ello, voy a ceder 
el uso de la palabra al Vicepresidente, doctor Penco, a los efectos de que realice la presentación. 


SEÑOR PENCO.- El proyecto de Rendición de Cuentas que la Corte electoral ha remitido al Poder 
Ejecutivo y al Parlamento es muy breve e incluye solo cinco artículos. 


El artículo 1” es una reiteración de uno que no prosperó en anteriores proyectos de Rendiciones de Cuentas, 
vinculado con los servicios de vigilancia y custodia de los archivos de la Corte Electoral. Este tema ya fue 
examinado por esta Comisión en cada una de esas oportunidades; en esta instancia hemos hecho un gran 
esfuerzo para reducir los costos pero entendemos que, por la importancia de los archivos que la Corte 
custodia, debemos reiterar un proyecto de norma como la establecida en el artículo 1%. Como cada una de las 
normas proyectadas, este artículo tiene su fundamento correspondiente en el que se explica de forma 
detallada las razones por las cuales se vuelve a presentar. 


El artículo 2” se relaciona directamente con el próximo proceso electoral. El pasado 23 de junio, en ocasión 
del acto de adhesión a un referéndum que finalmente no prosperó, la Corte Electoral aplicó un plan piloto, 
fundamentalmente, a los efectos de que desde las Comisiones Receptoras de Adhesiones pudieran transmitir 
directamente los resultados y de manera informática. Basados en una norma presupuestal que habilita al Plan 
Ceibal a apoyar a la Corte Electoral en instancias como esta y a partir del éxito del plan piloto aplicado, se 
plantea generalizar a un cien por cien de las mesas electorales las diversas instancias del proceso electoral de 
los años 2014-2015. Esto supone, necesariamente, la compra de impresoras porque el Plan Ceibal solo nos 
aporta los equipos informáticos. Hay que agregar las impresoras porque si bien directamente los datos se 
transfieren de manera informática a un servidor que procesa la sumatoria de los resultados, antes de que ello 
se produzca, los procedimientos -sobre todo, los establecidos en la ley- obligan a contar con un acta impresa 
de tal modo que pueda ser firmada por los miembros de las Comisiones Receptoras y, especialmente, por los 
miembros delegados de los partidos políticos, lo cual constituye una de las garantías fundamentales del acto 
electoral. Además, en la medida en que se está innovando en la transmisión informática de resultados, la 
Corte ha querido agregar otra garantía a este procedimiento: escanear estas actas impresas, de tal modo que 


mediante este procedimiento de escaneo queden publicadas las actas como documento en una pantalla 
virtual, que permita acceder a esa documentación que respalda los resultados que se transfieren, no solo para 
los partidos políticos, sino también para los medios de comunicación y para la ciudadanía en general. De 
modo que estas máquinas impresoras son imprescindibles a los efectos de poder completar el procedimiento 
que la Corte Electoral ha concebido en esta materia. 


Estamos planteando esta norma en este proyecto de Rendición de Cuentas porque se trata del rubro de 
inversiones. Como saben los señores Diputados, para financiar el proceso electoral, la Corte solicitará al 
Poder Ejecutivo el refuerzo de los rubros correspondientes, pero este alcanza, exclusivamente, para las 
remuneraciones y los gastos de funcionamiento no, en cambio, para las inversiones. Entonces, tratándose de 
esta norma que refiere específicamente al rubro de inversiones es que estamos obligados a plantearlo en esta 
instancia. 


El artículo 3” tiene la misma naturaleza y está relacionado, en parte, directamente con estas innovaciones que 
la Corte Electoral está introduciendo a los procedimientos electorales, con la autorización legal 
correspondiente. Por un lado, se trata de la compra de lo que llamamos la "maleta electoral". El hecho de que 
ahora se incorpore un equipo informático con una máquina, hace que sea necesario comprar una maleta 
electoral especial que, efectivamente, preserve estos equipos. Ya no es posible introducir todos los materiales 
electorales -como se hacía tradicionalmente- en la urna de lata. Esto es insuficiente porque, además, no hay 
que perder de vista que en aquellos departamentos en los cuales hemos logrado terminar con el escaneo de las 
hojas electorales, en el equipo informático, cuando se presente un elector, se va a recurrir a la línea del 
padrón que está informatizado y también a la hoja electoral que está informatizada, de manera tal que no será 
necesario apelar a los recursos materiales en papel, de acuerdo con lo tradicional. Por lo menos, ya hay ocho 
departamentos escaneados. Ya pudimos hacer esta prueba el pasado 23 de junio en forma total en los 
departamentos de Lavalleja y Rocha. Hay otros seis departamentos que se encuentran en las mismas 
condiciones pero, es imprescindible llevar el legajo tradicional también por eventuales contingencias. Eso 
ocurre en todos los actos en los que hay procedimientos informatizados pero que pueden eventualmente fallar 
y el acto electoral hay que realizarlo de todas maneras, de forma que el legajo de hojas electorales también 
tendrá que ser incorporado a la maleta electoral. Entonces, esta maleta electoral es imprescindible, porque 
han cambiado las formas y los elementos a trasladar a cada uno de los circuitos. 


En este artículo también estamos incorporando la compra de cabinas plegables o mamparas. Como se sabe, 
los señores legisladores han establecido con fecha 1* de junio las elecciones internas de los partidos, que es el 
próximo acto electoral importante. El pasado 23 de junio se realizó el acto de adhesión, también en una fecha 
similar, en invierno, como lo estaremos el año próximo en la fecha citada. Tradicionalmente se usan escuelas 
públicas como locales de funcionamiento de las Comisiones Receptoras de Votos. Las Comisiones 
Receptoras se ubicaban en los patios, debajo de los aleros, y reservaban las aulas como cuarto secreto, pero 
esto no va a poder ser, entre otras cosas, porque es necesario montar estos equipos informáticos que obligan a 
tener conexiones eléctricas, que se encuentran dentro del aula. Pero, además, hay una razón de carácter 
humanitario, que es que no se puede exigir tanto a funcionarios públicos que están trabajando desde la hora 7 
hasta la hora 19 y 30, durante toda una jornada de invierno, en los patios de las escuelas, sufriendo las 
inclemencias del tiempo. Además de estas razones humanitarias, están las otras, las razones prácticas. En la 
medida en que haya equipos informáticos, estos van a tener que ser instalados en el aula. Entonces, el aula 
tendrá que tener un espacio suficiente para acondicionar el cuarto secreto. Este cuarto secreto será 
acondicionado mediante estas mamparas o cabinas plegables. 


Pudimos hacer esta experiencia el pasado 23 de junio con una pequeña mampara de cartón, que fue muy fácil 
de transportar, porque solo había una hoja de adhesión pero, como saben los señores Diputados, en las 
próximas elecciones internas de los partidos, proliferarán las Hojas de Votación. Entonces, evidentemente 
esta mampara no será suficiente. Por esa razón, la Corte Electoral está previendo la compra de cabinas 
plegables, a los efectos de preservar el secreto del voto en esas instancias. 


En el artículo 4” se solicita un incremento de la asignación presupuestal anual en $ 2:500.000 para servicios 
no personales, hasta tanto se restablezca la franquicia postal establecida en el artículo 197, literal D) de la 
Ley N? 13.640, de 26 de diciembre de 1967, que fue derogado por el artículo 40 de la Ley N* 19.009, de 22 
de noviembre de 2012. 


La Corte Electoral no tiene previsto en su presupuesto este rubro y lo necesita, entre otras cosas, para enviar 
los expedientes inscripcionales, que deben ser remitidos desde las oficinas electorales e inscriptoras a la 
Oficina Nacional de Procesos Electorales. Entonces, a partir de noviembre de 2012 la Corte Electoral perdió 
la franquicia legal para asumir esos costos legales, por lo que habría que restituirlos o, eventualmente, 
restablecer la franquicia de la que gozaba. 


Finalmente, el artículo 5” -el único sin costo- refiere a una norma presupuestal, al inciso primero del 

artículo 848 de la Ley de Presupuesto, N” 18.719. En aquella oportunidad, se estableció la autorización para 
que el centro Ceibal colaborara con el equipo informático, entre otras cosas, para realizar elecciones 
nacionales y departamentales, pero esa norma no incorporó las elecciones internas de los partidos y otras que 
son competencia de la Corte Electoral. 


Como queremos empezar el trabajo el próximo año, precisamente, con las elecciones internas de los partidos, 
y aunque sabemos que vamos a contar con el apoyo del Plan Ceibal, estimamos pertinente -porque 
corresponde- que lo establezca la ley. 


Por eso, simplemente agregamos a las elecciones nacionales y departamentales previstas en la Ley de 
Presupuesto, las elecciones internas de los partidos políticos y otros actos electorales, cuya organización sea 
competencia de la Corte Electoral. 


Digo esto porque el plan piloto que desarrollamos el pasado 23 de junio, con la amplitud a que hice 
referencia, también lo aplicamos en elecciones universitarias. No olvidemos que otras elecciones muy 
importantes también están a cargo de la Corte Electoral, por ejemplo, las de las autoridades del Banco de 
Previsión Social. En todas esas instancias es necesario informatizar la transmisión de resultados para ir 
modernizando e incorporando tecnología, en el marco de las garantías correspondientes que requiere un acto 
electoral. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SANDER.- Siempre es un placer recibir a la Corte Electoral. 


Quiero dejar un par de constancias. 


Desde 2010 venimos reclamando aportes presupuestales para la Corte Electoral, teniendo en cuenta que su 
nueva integración podría ser buena para lograr los medios y obtener el dinero para mejorar, 
fundamentalmente, la parte edilicia. 


Lo que solicita la Corte Electoral es absolutamente razonable, porque mejoraría su gestión, y todos lo 
comprobamos en la última instancia electoral, por la rapidez con que se transmitió la información, lo que 
servirá a todos los partidos, porque les ahorrará costos, sin desmedro de la seguridad que nos da a todos. 


En la última Rendición de Cuentas decíamos que, lamentablemente, la Corte Electoral era el único Inciso de 
todo el Presupuesto Nacional que había bajado un 5% en valores constantes en relación con lo asignado en 
2004, ya no en el último Gobierno del Frente Amplio. En esta oportunidad, si analizamos la página 307 del 
Mensaje del Poder Ejecutivo, notamos que eso se profundizó, ya que en el período 2004-2012, la asignación 
de la Corte Electoral, a valores constantes, se redujo en un 13% y, en el período 2011-2012, un 9%. 
Evidentemente, hubo una pérdida presupuestal -quizá, haya aumentado el cuadro de lo no ejecutado- y, 
reitero, que es el único Inciso de los treinta y uno que componen el Presupuesto que tiene un avance 
negativo, pues su asignación se ha reducido a valores constantes. 


Por lo tanto, debería hacerse el esfuerzo, habida cuenta que es el organismo que da garantías a todos los 
partidos y, en definitiva, a todos los ciudadanos, para buscar una solución, fundamentalmente, para cubrir 
necesidades tecnológicas, como votamos en la Rendición de Cuentas de 2012. Las mejoras para instalar el 
voto electrónico, las votamos todos los partidos en esta Comisión, en el año 2012. 


Por otra parte, quiero conocer la opinión de los señores Ministros acerca de la propuesta la Asociación de 
Funcionarios Electorales de cambiar el sistema de pago de horas extras por una compensación permanente 
por estar a la orden. 


SEÑOR GROBA.- En materia de esfuerzos, seguramente todas las bancadas estaremos de acuerdo con 
atender la solicitud de la Corte Electoral, expresada en su Mensaje. 


Además, sabemos que en el país funciona, por suerte, el instituto de la negociación colectiva, y sabemos 
perfectamente bien que este funciona en todos los ámbitos, y también en la Corte Electoral. En ese sentido, el 
señor Diputado preopinante realizó una pregunta sobre un proyecto sustitutivo que fue planteado en ese 
ámbito de negociación colectiva. Sé que el clima es proclive al razonamiento que los trabajadores tienen con 
respecto a dicho proyecto sustitutivo que no está en el planteamiento de la Corte Electoral. Pero al tener 
nosotros conocimiento de lo que señalan los trabajadores -también preguntó al respecto el Diputado 
preopinante- y como vamos a recibirlos, tal vez, en esta comparecencia de la Corte Electoral, podamos 
conocer un adelanto de su opinión acerca del proyecto sustitutivo del sistema de pago de horas extras por un 
complemento por permanencia a la orden. Inclusive, nosotros tenemos un comparativo -según ese proyecto 
que han estudiado los empleados y cómo ha funcionado la Corte Electoral- en el que figuran los costos 
proyectados para el año 2014 con respecto al actual sistema de pago por horas extras y el sistema de 
complemento de permanencia a la orden que, reitero, es la propuesta que están haciendo los trabajadores. Y 
en este comparativo, según expresan los trabajadores, hay un ahorro; es decir, este planteo no tiene costo. La 
importancia que tiene planteo de los trabajadores organizados en la Corte Electoral, en COFE y en el Pit-Cnt 
es que no solo no tiene costo -si en las condiciones técnicas de la Corte este planteo tiene cabida; los 
trabajadores dicen que sí-, sino que además habría una diferencia entre el sistema actual y el sistema 
propuesto, favorable a los costos. Eso es muy importante. Personalmente, voy a estudiarlo 
pormenorizadamente, pero, al igual que el señor Diputado preopinante, quería conocer la opinión de la Corte 
con respecto al planteo de los trabajadores. Esa era mi inquietud. 


SEÑOR ABDALA.- Me sumo a la bienvenida de la Corte Electoral y a todos los que hoy la están 
representando. 


Quiero hacer dos preguntas con relación a la propuesta presupuestal que ha remitido la Corte Electoral, que 
acaba de ser expuesta por el señor Vicepresidente, pero antes voy a hacer una consideración de carácter 
general y estrictamente objetivo. Quiero dejar claro que en la valoración que voy a hacer ahora no hay 
ninguna connotación de tipo político partidario, porque creo que no es conducente en este momento ingresar 
en un debate de esas características. Objetivamente, entiendo que sería una pena no poder avanzar en la 
contemplación de por lo menos una parte de los requerimientos presupuestales que están solicitados, 
fundamentalmente las partidas correspondientes a los artículos 2 y 3, que se vinculan directamente con el 
proceso de informatización, porque entiendo -seguramente todos lo vamos a valorar de la misma manera- que 
esos planteos se vinculan con el objetivo de modernizar los procesos electorales en el Uruguay. Ha quedado 
claro que la Corte Electoral -creo que todos hemos tenido noticia de esa realidad- ha trabajado con mucho 
profesionalismo. Como se ha dicho, hay ocho departamentos que ya están en condiciones desde el punto de 
vista del escaneo -no sé si la palabra es correcta- de las fichas o fojas electorales de avanzar en ese camino de 
informatización. Creo que sería muy bueno que lo que se probó con éxito en dos departamentos, en más de 
treinta circuitos de Montevideo y en la localidad de Vichadero, en la jornada del pasado 23 de junio, se 
hiciera en otros lugares. Considero que sería muy bueno para la democracia que el próximo año, en función 
del proceso electoral que está previsto de acuerdo con el calendario vigente, pudiéramos generalizar esta 
realidad y sistematizar lo que hasta ahora es un proyecto que ya ha sido probado y confirmada su viabilidad 
por la Corte Electoral. 


Entre las dos disposiciones, estamos hablando en números redondos, de US$ 4:000.000, US$ 2:000.000 el 
artículo 2”, US$ 2:000.000 el artículo 3”. Realmente, creo que sería una oportunidad perdida no acceder 
aunque se podrá fundamentar en el sentido contrario; de todas maneras considero que no es difícil coincidir 
en que valdrá la pena realizar un esfuerzo a los efectos de dar una respuesta afirmativa a este planteo. 


En función de lo que aquí se ha planteado, no sabemos cuál va a ser el escenario en esta Comisión. Por lo 
tanto, en primer lugar, quisiera saber en qué medida las dos solicitudes contenidas en ambos artículos son 
complementarias o excluyentes, es decir, en qué medida es indispensable que una vaya acollarada de la otra 
o, eventualmente, si pudiéramos hacer una esfuerzo económico y presupuestal parcial, de acuerdo a lo que se 
haya solicitado, alcanzara con aprobar la partida solicitada en el artículo 2”, por lo menos para avanzar en el 
camino que se ha propuesto, y si la Corte Electoral podría en ese escenario suplir la carencia de la inversión 
en mobiliario o en qué medida la inversión en mobiliario y en equipamiento es también indispensable a los 


efectos de dar soporte a los rubros que serían invertidos en el área informática. Es decir, quiero saber en qué 
medida estamos ante un planteo que es del todo o nada, que es maximalista o, eventualmente, puede 
contemplarse parcialmente. 


La segunda inquietud, que es de similar tenor, tiene que ver con el artículo 5*, que está claro que no tiene 
costo. Me consta que el equipamiento del Plan Ceibal fue utilizado en la prueba piloto del pasado domingo 
23 de junio. Quisiera saber si tiene algún sentido aprobar en solitario -que sería obviamente la hipótesis más 
pesimista- esta disposición que no tiene costo, en la medida en que no se aprobaran las anteriores, si de algo 
sirve o algún sentido tiene. Esperamos que esa no sea la circunstancia a las que nos veamos enfrentados, pero 
me parece que cabe la pregunta para saber dónde estamos ubicados. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Antes que nada, quiero saludar a la delegación. 


Nuestras inquietudes son complementarias a las que ya han planteado los legisladores. 


En primer lugar, en torno a la propuesta que hace la asociación de funcionarios electorales, precisaría mi 
pregunta no tanto en los aspectos económicos sino en los funcionales, es decir, de qué manera, tal como se 
fundamenta en la propuesta, esto es concordante con el sistema de reestructura que ha habilitado el 
organismo. Con la implementación de ese sistema de reestructura, la propuesta salarial y de compensaciones 
permitiría seguir cumpliendo con los cometidos que hoy la Corte Electoral implementa y lleva adelante 
mediante el sistema de horas extra. 


La segunda inquietud que quiero plantear se vincula con lo que acaba de manifestar el señor Diputado 
Abdala. Sin ir a una hipótesis de todo o nada, quisiera saber si hay posibilidad de que podamos tener una 
jerarquización del articulado, esto es, jerarquización que nos permita identificar claramente en cuáles cosas 
sería más importante hacer el esfuerzo para llegar a instituir recursos, y no solamente para los artículos 2” y 
3” que referenciaba el señor Diputado Abdala, sino para todos los que requieren recursos adicionales. 


SEÑOR ABT.- Antes que nada, quiero dar la bienvenida a la Corte Electoral. 


Comparto totalmente lo dicho aquí acerca de lo importante que es el ingreso de mayor tecnología a la Corte 
Electoral. Conozco el plan que se aplicó en los departamentos de Rocha, Lavalleja y en los circuitos de 
Montevideo, con la incorporación de nuevas herramientas que facilitaron mucho el trabajo electoral. 
Comparto que esto es una prioridad para la Corte Electoral, al igual que la implementación de la llamada 
"maleta electoral". Hoy es imposible pensar que un funcionario electoral vaya con la urna de metal, adentro 
la impresora, la computadora, más todas las hojas que los partidos les ponemos para que lleven los días de las 
elecciones. Creo que ambas prioridades van unidas. No obstante, considero que se debería analizar el 
articulado para ver cuáles son las prioridades, a fin de enriquecer el funcionamiento de la Corte Electoral en 
las instancias electorales futuras. 


En cuanto al artículo 2”, en el que se habla de la importancia de la seguridad y de que existan bomberos, 
quisiera saber si la Corte Electoral cuenta con la habilitación de bomberos al día de hoy, ya que a veces 
distintos organismos del Estado informan que no la tienen. 


En cuanto al artículo 4”, que tiene que ver con la suspensión de la franquicia para el envío de correspondencia 
-que entiendo es muy importante para la Corte Electoral-, me gustaría saber si habría alguna posibilidad de 
dejar sin efecto esa suspensión para que pueda mandar nuevamente ese material a través de los organismos 
estatales. 


Por otro lado, quisiera hacer otra consulta referida a la cantidad de jóvenes que va a votar por primera vez en 


las próximas elecciones. Quisiera saber si la Corte Electoral sabe cuántos jóvenes faltan inscribirse a la fecha 
antes de que culmine el plazo. 


SEÑOR IBARRA.- Voy a ser breve porque la mayor parte de las preguntas fueron realizadas. 


Saludo a la delegación que nos acompaña nuevamente en esta Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda. 


En primer lugar, quisiera saber respecto a las negociaciones o conocimiento que tuvo o no el Poder Ejecutivo 
en cuanto a estos artículos. Se trata de cinco artículos que considero muy importantes; ojalá se puedan 
encontrar los recursos suficientes para atenderlos. Debemos tener conocimiento -en su oportunidad 
hablaremos con el Poder Ejecutivo- de por qué no se incluye este Inciso así como otros que todos 
conocemos. 


En segundo término, la Comisión de Presupuestos integrada con la de Asuntos Internos resolvió dar trámite a 
la posibilidad de que esta Cámara de Representantes adquiera parte del edificio de ex tiendas Soler que, de 
alguna manera, soluciona un problema. Esto fue votado por unanimidad de la Comisión. Si bien soluciona la 
problemática de la Cámara de Representantes, que precisa espacio, también soluciona, en gran medida, las 
necesidades de la Corte Electoral en cuanto a tener recursos para ampliar, fundamentalmente, todo lo que 
tiene que ver con archivos, depósitos, etcétera. 


En tercer lugar, sería bueno conocer el resultado de esa provechosa experiencia del domingo 23 sobre el tema 
de informatización de algunos circuitos. Nosotros tuvimos la oportunidad de estar presentes en la República 
Bolivariana de Venezuela cuando las elecciones departamentales regionales. En esa instancia pudimos 
comprobar lo eficaz que es contar con un equipamiento informático, no solo por la rapidez sino por la 
garantía -más allá de lo que se diga desde el punto de vista de propaganda o polémica política- que significa 
la conformidad de la mayoría de los ciudadanos con esta votación que se hizo en la República Bolivariana de 
Venezuela. Luego se repitió en las elecciones a nivel presidencial, pero no tuvimos la oportunidad de estar 
presentes. 


A este respecto, me gustaría conocer cuál fue el resultado, la experiencia porque gran parte de estos cinco 
artículos tienen que ver, justamente, con el avance desde el punto de vista de la informatización para que los 
ciudadanos procedan a la votación. 


SEÑOR BERNINI.- Quisiera dar la bienvenida a la delegación. 


Creo que todos hicimos un esfuerzo importante para que la Corte Electoral comenzara con la experiencia del 
registro móvil al padrón electoral. Mi hijo de diecisiete años se registró acá, en el Palacio Legislativo, y vi 
que el mecanismo era muy fluido. Me gustaría conocer sus opiniones en cuanto a cómo valoran hasta ahora 
el proceso y cómo continuará. 


Quiero decir que el rol de los partidos en cuanto al estímulo para el registro en el padrón electoral, sobre todo 
de la muchachada, es muy importante. Quisiera saber si han pensado, como institución, tener algún tipo de 
diálogo más formal en cuanto al compromiso que los partidos democráticos de nuestro país tienen que asumir 
para colaborar con las herramientas que la Corte Electoral está utilizando, lo cual perfectamente puede 
hacerse. Además, me interesa saber cómo podemos colaborar a futuro. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera destacar, así como lo han hecho otros señores Legisladores, la 
importancia de encontrar los recursos necesarios para los aspectos vinculados a la incorporación de 
tecnologías a todo el proceso electoral como es la informatización del proceso. Creo que es importante 
no quedar rezagados en ese aspecto, más allá de mantener las virtudes de nuestro sistema electoral tal 
cual lo conocemos. 


Además, quisiera mencionar que algunos aspectos que ya están puestos en marcha a veces no funcionan muy 
bien. De hecho, en la última consulta electoral, la del 23 pasado, vinculada a la eventual convocatoria a 
referéndum, que era una elección voluntaria, la difusión de un aspecto muy importante fue restringida y 
diferente a las elecciones nacionales. Me refiero, concretamente, a la difusión del plan circuital, es decir, a 
dónde deben votar las personas. La gente está acostumbrada a votar en un lugar, pero en este caso se 
modificó y para algunos se modificó mucho, con distancias importantes. El lugar para realizar la consulta era 
la página web -la propia Corte Electoral telefónicamente así lo informaba- y estuvo todo el día caída. 
Nosotros, que trabajamos en eso, teníamos que ir al papel que la Corte Electoral contrató en los diarios de 
circulación nacional. Pero nos llamaban de otros departamentos, porque se había difundido recurrir a la 
página web, ya que era la información más a mano; la propia Corte Electoral cuando alguien llamaba por 
teléfono en esa misma jornada recomendaba consultarla, pero de hecho no funcionó. Esos son aspectos 
importantes a tener en cuenta en la instrumentación del proceso electoral para los ciudadanos, más allá de 


otros aspectos que la Corte Electoral va incorporando en estos planes piloto, por lo menos, a la hora del 
escrutinio. 


Quisiera referirme al artículo 4” que solicita una partida de dos millones y medio de pesos para poder sustituir 
o compensar una situación que se generó a partir de la ley postal que nada tiene que ver con la Corte 
Electoral pero que la perjudicó en tanto quedó fuera de la franquicia postal. 


Entiendo que esto se puede resolver de dos maneras: encontrando esa partida o incluyendo en la ley original - 
lo que se puede hacer en la Rendición de Cuentas- a la Corte Electoral dentro de los organismos que gozan de 
la franquicia postal. Quisiera consultar si esto es así. En los hechos la Corte Electoral ha estado funcionando 
sin franquicia y, por lo tanto, ha tenido que contratar servicios. Me gustaría conocer cómo lo ha hecho, si ha 
tenido que sacar recursos de algún otro lado y cuánto afectará el envío al interior y la comunicación por este 
medio en tiempos electorales, particularmente para el año que viene que está tan lleno de procesos 
electorales, al menos dos, probablemente tres. Desearía conocer un poco más este asunto para ver qué 
opciones tenemos desde el Parlamento porque, como decía, una tiene costo, la otra no tiene costo 
presupuestal, pero probablemente tenga costo para el organismo postal que tendrá que absorber esa franquicia 
y dejará de percibir algún ingreso. 


SEÑOR ASTI.- Las preguntas sobre el articulado ya fueron realizadas. 


Voy a formular una consulta sobre un aspecto que si bien no está en el articulado, puede tener importancia 
para el resto del período presupuestal o para el próximo. Quiero saber si los señores Ministros de la Corte 
Electoral tienen conocimiento del proyecto de ley del Estatuto del Funcionario Público, que fue aprobado por 
la Cámara de Representantes luego de haber sido estudiado por esta Comisión integrada; ahora está a 
consideración del Senado. De acuerdo con los artículos 59 y 61 de la Constitución de la República -según el 
asesoramiento que recibimos de los distintos constitucionalistas-, lo que estaba previsto originalmente para la 
Administración Central también debía aplicarse al resto de los organismos que están fuera de la 
Administración Central, por lo que se estableció un plazo de dos años para incorporarlos. Quiero saber si 
tienen alguna opinión sobre la inclusión de estos aspectos que regulan, de forma muy especial -el artículo 59 
establece que la Corte Electoral tendrá diferencias por la competencia que tiene y por la forma de 
relacionarse con sus funcionarios desde el punto de vista de las declaraciones políticas que estos deben 
hacer-, el ingreso de los funcionarios, el derecho a la carrera, la permanencia en el cargo, los ascensos, los 
descansos, etcétera. Ese proyecto también prevé la negociación colectiva con los funcionarios antes de que 
pueda entrar en vigencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Previo a dar la palabra a los representantes de la Corte Electoral, voy a hacer 
un resumen porque han sido muchas las preguntas planteadas. 


El señor Diputado Sander consultó y reflexionó sobre la disminución, en términos reales, del presupuesto de 
la Corte Electoral e hizo una pregunta referente a la opinión de la Corte sobre una propuesta que hizo la 
Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay en cuanto al cambio del régimen de horas extra. 


El señor Diputado Groba hizo énfasis en el ámbito de la negociación colectiva y preguntó en qué medida esta 
propuesta surgió de ese ámbito. 


El señor Diputado Abdala, refiriéndose concretamente a los artículos 2* y 3%, preguntó en qué medida ambos 
artículos son complementarios y deben ir juntos, y qué sentido podría tener el artículo 5%, en caso de que los 
artículos 2* y 3* no resultaran aprobados. 


El señor Diputado Pardiñas, en el mismo sentido -quizás de forma diferente-, habló de la jerarquización del 
articulado que envía la Corte Electoral, consultando cuál es el más importante. 


El señor Diputado Abt formuló tres preguntas concretas. En primer lugar, preguntó si hay habilitación de 
Bomberos. En segundo término, se preocupó por la franquicia de correo. En tercer lugar, preguntó cómo se 
viene dando la inscripción de los jóvenes votantes, cuál es el camino a seguir y cuál es la meta. 


El señor Diputado Ibarra preguntó cómo fue la conversación de la Corte Electoral con el Poder Ejecutivo, si 
es que hubo comunicación porque no aparece nada; hizo énfasis en el edificio Soler y se refirió al plan piloto 


que se puso en práctica en las últimas elecciones. 


El señor Diputado Bernini preguntó acerca del registro móvil -con la anécdota de que su hijo de diecisiete 
años se inscribió aquí, en el Parlamento Nacional-, consultando cómo está avanzando esa experiencia y qué 
planes hay de continuarla. 


El señor Diputado Gandini hizo alguna reflexión sobre ciertas deficiencias en la difusión del plan circuital de 
este último evento que se desarrolló hace tres domingos y preguntó, concretamente con relación al 

artículo 4*, si la Corte ha valorado que, quizás, en lugar de poner un artículo con costo, pueda reimplantar la 
franquicia para este organismo en la Rendición de Cuentas. 


Por último, el señor Diputado Asti hizo una pregunta bien importante sobre el proyecto de Estatuto del 

Funcionario Público que aprobamos hace poco, aunque no está incluido en la Rendición de Cuentas, en 
cuanto a la reacción de la Corte Electoral por el establecimiento de un plazo de dos años para ajustar el 
régimen de trabajo de los funcionarios de la Corte Electoral al nuevo Estatuto. 


SEÑOR AROCENA.- Queremos agradecer a los señores Diputados las expresiones con las que se han 
dirigido a la Corte Electoral y a su trabajo, y al Presidente por el resumen casi perfecto que a hecho. 


Me voy a referir a un solo punto, sin perjuicio de que los demás Ministros abunden tanto en él como en el 
resto de los que se han planteado. Voy a hablar del planteo que hizo la Asociación de Funcionarios 
Electorales del Uruguay sobre las horas extra. Cuando se trató este tema, yo estaba ejerciendo la Presidencia, 
por lo que estoy informado de este asunto. 


Analizamos detenidamente las dos propuestas, evaluando las ventajas y los inconvenientes de mantener la 
propuesta actual de las horas extra o de adoptar la otra propuesta. 


Más allá de que este asunto se discutió ampliamente, la decisión final fue que volviera al ámbito de la 
negociación colectiva para dejar más claros algunos aspectos de la fórmula alternativa que no lo estaban, 
sobre todo, en materia de costos; no era muy claro que los costos fueran bastante menores en un planteo que 
en el otro. 


Entonces, la resolución de la Corte Electoral, por ahora, fue trasladar este tema al ámbito de la negociación 
colectiva. 


SEÑOR PENCO.- Con respecto a la propuesta de la Asociación de Funcionarios Electorales del 
Uruguay, que a los Ministros de la Corte Electoral llegó con un texto concreto muy pocos días antes del 
vencimiento del plazo para la presentación del proyecto de ley de Rendición de Cuentas, como bien 
dijo el señor Ministro Arocena, fue estudiada, pero con un margen muy escaso para poder profundizar 
respecto a un cambio sustancial en los modos de trabajo de la Corte Electoral. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


Si bien con carácter general, desde el punto de vista teórico, pueda ser compartible que los funcionarios 
ganen mejor a lo largo de todo el período y que no tengan que sacrificarse en tantas horas extra, sobre todo en 
los llamados períodos de zafra -eso es compartible, en términos generales-, lo cierto es que la obligación de la 
Corte Electoral es, en primer lugar, que la elección se realice, y en las vísperas de todo proceso electoral 
resulta imprescindible realizar horas extra, porque hay tareas que se pueden hacer si se les dedica más tiempo 
de trabajo. Y entre otras cosas el proyecto en consideración establecía un tope de carácter mensual por 
funcionario, en cuanto a las horas extra a realizar, además de la percepción de esa permanencia a la orden. 


Menciono simplemente un aspecto de un asunto que es muy complejo, que requiere un estudio mucho más 
profundo, por lo que la Corte -como anunciaba el señor Presidente en ejercicio- decidió seguir estudiando el 
tema. La Corte no está cerrada a dialogar sobre esto, pero necesitamos tiempo, profundización y aportes 
técnicos. Inclusive, el señor Ministro Silveira sugirió en esa instancia que el ámbito de negociación pudiera 
ser el propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para que este colaborara desde el punto de vista 
técnico con aportes para el estudio de este tema, y la Corte estuvo de acuerdo en este aspecto. Por lo tanto, la 
Corte está abierta a seguir estudiando el tema, pero resulta evidente que esta instancia no es la adecuada para 


definir una fórmula que nos asegure, fundamentalmente, que las elecciones puedan ser realizadas en las 
condiciones adecuadas con el nuevo régimen propuesto. 


Con relación a otras de las preguntas que han sido formuladas, de modo muy telegráfico -porque 
seguramente los señores Ministros que nos acompañan van a poder profundizar y responder mejor que yo-, 
quiero decir que los artículos 2* y 3% van de la mano. Como expliqué, es necesario usar máquinas impresoras 
y necesariamente las tenemos que comprar, porque si no lo hacemos no completamos el ciclo de garantías 
que un cambio de esta índole requiere. No alcanza con trasmitir los resultados desde la ceibalita de la 
Comisión Receptora al servidor que programe la sumatoria de ellos. Es necesario imprimir el acta; la tienen 
que firmar los miembros de mesa y los delegados partidarios y la debemos colgar en una página virtual como 
garantía y respaldo de la certeza en los resultados que se trasmiten. Las máquinas impresoras no nos la aporta 
el Plan Ceibal. Este nos aporta el equipo pero no la máquina impresora, que la debemos comprar y es un 
complemento fundamental. Pero para que las impresoras y las máquinas electrónicas funcionen necesitamos 
conectarlas y no las vamos a conectar en los patios de las escuelas. Debemos hacerlo en las aulas. Por lo 
tanto, tenemos que acondicionar de un modo diferente las aulas para asegurar el espacio que preserve el 
secreto del voto. Para eso necesitamos estos elementos que estamos pidiendo y, por supuesto, para trasladar 
todos estos equipos con todas las garantías, necesitamos la maleta electoral. Ya no podemos seguir usando las 
urnas de lata a estos efectos. Además de que los espacios son insuficientes para hacer este traslado, sería una 
contradicción y una paradoja seguir usando como medio de transporte -como se hacía tradicionalmente- las 
urnas de lata para llevar equipos informáticos. Entonces, los dos artículos van de la mano y diría que son los 
fundamentales del proyecto cuando se pide una jerarquización. 


Se preguntó acerca de si conversamos o no con el Poder Ejecutivo. Como los señores Diputados saben, la 
Corte Electoral estuvo abocada a la preparación del acto de adhesión del pasado 23 de junio, por lo que tuvo 
un margen bastante escaso para la preparación de este proyecto de Rendición de Cuentas que remitió al Poder 
Ejecutivo en las vísperas del vencimiento del plazo. Por lo tanto, en esta instancia, concretamente, no hemos 
mantenido un diálogo con el Poder Ejecutivo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gamou) 


Sin embargo, a principios de año, tuvimos una entrevista con el Secretario de la Presidencia en la que le 
anunciamos todos estos cambios e incluso le dijimos que como consecuencia de ellos seguramente íbamos a 
tener que pedir un adelanto de la partida o del refuerzo de rubros que habitualmente se realiza por parte de la 
Corte Electoral el año de la elección, porque estos cambios suponen, entre otras cosas, capacitación. Y no 
podemos capacitar como se hacía habitualmente, una semana o diez días antes de una elección; tenemos que 
hacerlo con una gran anticipación. Por eso adelantamos que todos estos cambios iban a requerir no solo un 
incremento de naturaleza presupuestal sino también un adelanto. El acto de adhesión del 23 de junio fue, en 
cierto modo, ese adelanto y contamos con recursos para su preparación, que nos sirvió como plan piloto de 
este proyecto. Y en esa instancia encontramos en el Poder Ejecutivo y en particular en el Secretario de la 
Presidencia, una gran receptividad. 


Finalmente, en cuanto a la informatización de los circuitos, creo que en la exposición inicial he dado cuenta 
de la valoración positiva que hemos hecho respecto a la aplicación del plan piloto, que no solo ha sido 
exitoso en la transferencia de los resultados, sino también en aquellos departamentos y circuitos donde están 
informatizadas las hojas electorales. La apelación directa en el equipo a la línea del padrón, a la foto de la 
hoja electoral sin necesidad de establecer una lista ordinal de votantes en forma manual, como se hacía hasta 
ahora, facilitó el trabajo de los miembros de la Comisión Receptora de Votos y también el propio desarrollo 
de la votación o de la comparecencia y adhesión, en el caso del pasado 23 de junio. Las ventajas fueron muy 
exitosas, pero eso además nos facilita el trabajo en el escrutinio departamental, porque como todos sabemos, 
hay un escrutinio primario la noche del acto, pero después la Corte Electoral o las Juntas Electorales están 
obligadas a hacer un escrutinio departamental. En ese sentido, también apreciamos una gran influencia y los 
plazos de realización de ese escrutinio departamental también se han reducido, lo que redunda en la 
reducción de los costos que supone el desarrollo de un escrutinio departamental y facilita mucho lo que se 
relaciona con la elaboración de la nómina de no votantes. Contar con una nómina de no votantes 
informatizada y poder exhibirla en los plazos que establece la ley también facilita muchísimo el trabajo y 
reduce sensiblemente los costos de toda esta labor, porque se evita dedicar muchas horas de trabajo -con los 
costos correspondientes- a la verificación, cuaderneta por cuaderneta, de quiénes votaron y quiénes no. En la 
medida en que el padrón está informatizado, esto queda perfectamente hecho en términos digitales. 


Es cierto que la página web tuvo deficiencias el día del acto de adhesión. Y ese es un elemento que 
subsanaremos para los próximos procesos electorales. Las consultas fueron tantas que hicieron colapsar la 
página. Eso nos obliga a tomar medidas complementarias, como ya las tomamos en su momento cuando la 
página colapsó en oportunidad de la publicidad de los resultados electorales. Hicimos una página espejo a 
través de un servidor complementario y, seguramente, también tendremos que adoptar esta medida en 
relación con la publicidad de los planes circuitales de manera digital. 


Se nos preguntó si preferimos franquicia o incremento presupuestal en materia de envíos postales. El artículo 
está redactado de manera tal que deja esa opción al legislador. Se pide un incremento presupuestal hasta que 
se restablezca la franquicia postal, pero eso queda en manos del legislador. En la Corte hubo dudas en cuanto 
a si el organismo tenía iniciativa en materia de exoneración, como puede ser interpretada esta franquicia, y 
por eso redactamos el artículo de esta manera. 


¿Cómo hemos atendido este año los problemas derivados de la derogación de la franquicia postal? Con un 
planteo al Poder Ejecutivo, que nos ha dado los rubros necesarios para atender los envíos postales. Pero 
entendemos que esta norma debe ser presupuestal, para no depender todos los años de un pedido de refuerzo 
de rubros al Poder Ejecutivo. 


Se formularon otras preguntas que tal vez sería conveniente que respondieran otros Ministros, ya que me 
acompaña el señor Ministro Salvo, que preside la Comisión de Informática, el señor Ministro Silveira, que 
preside la Comisión de Asuntos Inscripcionales, y también los señores Ministros Klappenbach y Pesqueira 
que, además, conocen muy bien todo el tema inscripcional. La Corte como tal no ha estudiado la Ley de 
Estatuto del Funcionario Público y, por lo tanto, no tiene una posición al respecto. 


SEÑOR SILVEIRA.- Voy a hacer uso de la palabra telegráficamente, porque creo que la exposición del 
Ministro Penco ha sido muy esclarecedora. 


Compartiendo totalmente lo que ha planteado el Ministro Penco, quería agregar algo respecto a la evaluación 
de la puesta en práctica del nuevo sistema. 


El nuevo sistema dotó de una enorme comodidad a los miembros de las comisiones receptoras de votos, que 
son funcionarios públicos que colaboran al efecto y que son designados por la ley. El sistema de designación 
de los funcionarios viene presentando la fatiga ante los tiempos modernos. Es difícil hacer ir a trabajar a los 
funcionarios públicos a la zona norte y noroeste de Montevideo; es difícil encontrar gente en el interior de la 
campaña, cuando el maestro presenta un certificado médico. Nosotros no le podemos remunerar al maestro, 
cuando el Codicen decide no pagarle los cinco días de licencia, sino que se los tome y en vacaciones. Eso ha 
determinado que hayamos visto menguada la asistencia y la colaboración de los maestros, porque les dan 
cinco días de licencia que se los pueden tomar en vacaciones. 


Tradicionalmente, esto era solucionado con una resolución del Codicen que disponía abonarles los cinco días 
a los maestros. Ellos juegan un rol importantísimo en el proyecto piloto que está llevando adelante la Corte 
Electoral, particularmente en las escuelas rurales de todo el país. Son quienes en esos lugares están más 
familiarizados con la herramienta. ¿Quién va a manejar la Magallanes o la Ceibalita en una comisión de una 
escuela rural? Ahí tenemos una dificultad. No sé, porque no lo hemos estudiado, si el Estatuto del 
Funcionario Público ha innovado en la materia respecto a cómo han de designarse, de integrarse o sobre las 
obligaciones que corresponde cumplir a los funcionarios públicos con relación a colaborar y prestar su 
asistencia en los actos electorales. La Corte no ha tenido tiempo de analizarlo. 


Esperamos hacer algún aporte al respecto, porque en el factor humano nosotros estamos sintiendo cierto 
desgaste. La Corte ha pretendido darle algún tipo de comodidad; con este mecanismo el trabajo ha resultado 
absolutamente cómodo, fácil y amigable. 


El día del llamado de adhesión, el 23 de junio, recorrí los circuitos rurales de José Pedro Varela, de Lascano, 
de Velázquez, de Parallé, de Rocha, y de la ciudad de Minas. En todos los lugares entré a conversar con la 
comisión receptora de votos, que es el factor fundamental sin el cual lo demás no funciona. Todos estaban 
encantados con el sistema. Gente que hacía veinte años que estaba trabajando ha manifestado su absoluta 
adhesión a este sistema 


Además, quisiera darles algún elemento objetivo. A la hora 19 y 30 se cerraron los circuitos, terminó el 
horario de votación. A la hora 20 eran pocos los votos -lo eran donde estábamos con el plan piloto y donde 
trabajábamos en forma tradicional-, pero en Lavalleja y en Rocha estaban por encima del 70% de circuitos 
totalmente escrutados y con la información del escrutinio trasmitida. Se puede pensar que los votos eran 
pocos y es cierto, pero con esos mismos pocos votos en el resto del país donde se trabajó con el mecanismo 
tradicional, a la hora 20 no habíamos superado el 2%. O sea que fue 70% con un sistema y 2% con el otro. 
Los técnicos de los partidos políticos representados en la Corte, en el Parlamento, y de los partidos políticos 
que no tienen representación parlamentaria, pero sí reconocimiento legal, estuvieron presentes y 
acompañaron el sistema. Para nosotros fue una tranquilidad que pudieran auditar, ver, consultar y medir todos 
los aspectos del sistema. Por eso quería darles estos elementos como aspectos subjetivos y objetivos de 
valoración de lo que fue el proceso. 


Respecto a la cantidad de jóvenes que faltarían inscribirse, la Corte por unanimidad consulta al Ministro 
Walter Pesqueira, quien sabe del tema y les va a contar cómo estamos en la evolución. 


Quiero decirles algo respecto al sistema de inscripción móvil. Antes podíamos hacer las inscripciones 
móviles los fines de semana, porque teníamos que apagar los servidores, bloquear todas las series y llevar 
una máquina en la que hacíamos todos los trámites; luego, llegábamos el lunes, cargábamos todos esos 
trámites al sistema y después recién comenzábamos a trabajar Ahora, la Corte Electoral ha introducido una 
innovación tecnológica que nos fue sugerida por los servicios y buscada por los diferentes técnicos de la 
Corte y por la Comisión de Asuntos Inscripcionales, que tengo el honor de integrar conjuntamente con el 
Ministro Pesqueira. Le agregamos un componente que permite que se esté inscribiendo en cualquier lugar del 
país a la misma hora que están funcionando las oficinas electorales, de lunes a viernes, y que estén 
ingresando los expedientes que se están haciendo en un liceo del interior o de la capital, a la vez, 
intercalándose en simultáneo con los que se van haciendo en las oficinas centrales. Es decir que se puede 
trabajar en línea desde cualquier punto del país. Esto nos ha permitido, en las diferentes pruebas que hemos 
hecho este año, instalarnos en un liceo del interior del país, o en el liceo del Cerro, donde encontramos 
profesores que se entusiasmaron con la idea y fueron capaces de juntar trescientas partidas de nacimiento de 
los muchachos. Hemos tenido profesores que se han destacado en eso, preocupados por generar un ambiente 
donde sus muchachos se puedan munir de la documentación. Han colaborado enormemente con nuestros 
servicios. Allí mandamos la máquina y pudimos hacer todos esos expedientes in situ, sin distraer el tiempo de 
los muchachos los fines de semana, cuando es difícil juntarlos. Entonces, vamos al liceo y como allí les 
permiten salir de clase para hacer el trámite, van todos encantados de la vida. Eso nos va a permitir, con una 
innovación técnica y con una enorme facilidad, llegar a los gurises que están en el sistema formal educativo y 
público. El señor Ministro Salvo sabe cuánto dinero insumió esta inversión en tecnología, pero no fue una 
cifra que pueda superar los US$ 15.000 en total para todo el país. Reitero: el Ministro Pesqueira es quien 
lleva la cifra de los que faltan inscribirse. 


SEÑOR PESQUEIRA.- Aún quedan por inscribirse unos 90.000 jóvenes y tenemos por delante nueve 
meses de trabajo. Esperamos que se llegue en forma, aunque normalmente los jóvenes esperan al final 
para inscribirse. El hecho de que en el mes de abril haya colas es algo natural en el ciudadano 
uruguayo y será inevitable. 


SEÑOR KLAPPENBACH.- Solo quiero hacer una aclaración para no insistir en el tema de la 
inscripción. 


Este sistema, que se hace a través de una VPN, o sea, de una red privada, para tener las garantías que ya se 
explicaron, también lo aplicamos en otros lugares que no son centros de enseñanza, para llegar a otro tipo de 
público. En Montevideo, tuvimos la experiencia de hacerlo en la Intendencia, en el mismo lugar donde se 
saca la partida de nacimiento, y fue un éxito. 


Apoyando los números que planteó el Ministro Pesqueira, quiero decir que, entre el 30 de diciembre del año 
pasado y el 30 de junio de este año, se inscribieron 30.000 jóvenes, y esto también es gracias a esa 
herramienta. De todas maneras, más allá de lo que sabemos todos respecto a la inscripción sobre la fecha, es 
importante que los legisladores y los integrantes de los partidos políticos sepan que el fin del período 
inscripcional del año que viene, el día que vence la inscripción, cae en plena Semana de Turismo, con lo que 
eso significa. Digo esto porque a nivel de la Corte y de los Ministros partidarios que hemos sido encargados 
por el organismo de comunicarlo a nuestros partidos creemos que el papel que histórica y tradicionalmente 


jugaron los partidos políticos en la inscripción, en este período, no se está notando de la misma manera; no 
hay un involucramiento directo que corresponda a los números. Igualmente, es importante que en estos 
primeros seis meses del año se hayan hecho 30.000 inscripciones, lo cual da para pensar que esta herramienta 
nos está ayudando. 


SEÑOR SALVO.- Me voy a referir a la propuesta de AFEU. En lo personal, tengo la convicción de que 
ninguno de los Ministros que integran la corporación tiene una actitud de obstaculizar esta propuesta, 
porque nadie puede estar en contra de un proyecto que mejora la forma de distribuir las 
remuneraciones de los funcionarios electorales. El tema es -como dijo el Ministro Penco y también 
esbozó el doctor Arocena- que este proyecto fue presentado en forma un tanto intempestiva, sin 
perjuicio de que prevé límites que son difíciles de implementar. Seguramente, esto va a requerir de una 
reglamentación. Por ejemplo, los límites establecidos en cuanto a la extensión horaria no pueden 
exceder las veinte horas mensuales, entonces, ¿cuál va a ser el régimen de esta extensión horaria con 
ese límite? ¿La rotación de los funcionarios? ¿Cuándo, en qué circunstancias, de qué forma? Lo mismo 
sucede respecto a las diez horas diarias de trabajo por funcionario. 


En consecuencia -insisto-, están abiertas las puertas para que, a través de la vía de la negociación en el 
ámbito en el cual hoy está radicada la cuestión y a través de la reglamentación, se llegue a un punto medio 
que dé satisfacción tanto a los funcionarios de la Corte agremiados en AFEU, como a la propia corporación. 


Hay algunas preguntas que, seguramente, no han quedado respondidas, porque no han sido pocas. Por 
ejemplo, el señor Diputado Abdala preguntó sobre la interrelación de los artículos. Evidentemente, si en los 
próximos comicios no hay Ceibalitas o Magallanes -así se llama la infraestructura que el Centro Ceibal presta 
a la Corte a través del Poder Ejecutivo-, no necesitaremos la maleta, ya que esta es necesaria para trasladar 
dichos enceres. 


Con respecto a si la corporación cuenta con la habilitación de Bomberos, debo decir que sí, y es un esfuerzo 
permanente de la Dirección del Departamento de Servicios Generales "aggiornar" periódicamente dichas 
habilitaciones, en la medida en que son concedidas por un año. 


En cuanto a las mesas móviles, está claro que ha sido una experiencia muy satisfactoria para la Corte y que se 
va a incrementar. De esto podrían dar mejor cuenta que yo los integrantes de la Comisión de Asuntos 
Inscripcionales. 


Por último, en lo que refiere a los resultados de la experiencia denominada "plan piloto" por la corporación, a 
mi juicio, ha sido plenamente satisfactoria. Naturalmente que hay algún déficit que va a necesitar de nuestro 
esfuerzo y de los técnicos para su correspondiente superación, pero no olvidemos que es un plan piloto y, 
como tal, está sujeto a modificaciones que lo mejoren. 


SEÑOR KLAPPENBACH.- Quiero agregar que, junto con el Ministro Silveira y la Ministra Reyes -a 
quien excusamos porque está enferma-, integramos la delegación de la Corte en la negociación 
colectiva con el sindicato. Algunas de las particularidades del proyecto presentado por el sindicato nos 
hicieron considerar que para que la Corte apoyara el artículo que se presentó -o con alguna eventual 
modificación-, este necesariamente tenía que ir de la mano de una reglamentación acordada en esa 
instancia de negociación colectiva, porque implicaba determinados detalles -en los que no voy a entrar 
para no aburrir- y por sí solo no era garantía suficiente. Eso está en el ámbito de la negociación 
colectiva. Asimismo, el día lunes, se entregó una nota informando del tema a la Dirección Nacional de 
Trabajo, al señor Romero, para tener una reunión y que se nos pueda dirigir o colaborar en cómo 
encarar esa negociación con el sindicato sobre el nuevo planteo, que tal vez pueda ser un proyecto para 
el Presupuesto Quinquenal y no algo que se resuelva ahora, para el próximo proceso electoral. 


Sobre el plan piloto, el 23 de junio hicimos una instancia y la Corte, por unanimidad, está remitiendo una 
Rendición de Cuentas para presentarla en todo el país. Creo que esto es muy representativo de cómo 
valoramos esa instancia. 


Respecto a las necesidades de los artículos, hay que tener en cuenta que si, por ejemplo, tuviéramos las 
impresoras -y pudiéramos hacer ese trabajo- y no contáramos con lo que se llama maleta electoral -término 
que recogemos del resto de América-, igualmente tendríamos el costo, porque deberíamos pensar en cómo 


pagar los traslados para que el material llegue correctamente y en condiciones. Entonces, quizás no es lo que 
ideamos como perfecto, pero después, en el costo del acto electoral, vamos a tener que pedir apoyo al Poder 
Ejecutivo, porque como tenemos que trasladar impresoras, ceibalitas y demás, ya no bastará simplemente con 
entregar a las Fuerzas Armadas los materiales para que lleguen a cada Comisión Receptora en todo el país, 
sino que tendremos que pensar de qué forma, y el costo va a estar igual. Creo que es importante tomar en 
cuenta ese detalle, porque si no es como lo pensamos, igualmente vamos a tener que recurrir a un parche que 
va a costar dinero en la elección. 


SEÑOR POSADA.- Voy a hacer un par de comentarios. 


Coincido con aquellas apreciaciones que se han realizado en el sentido de que un cambio de caballo mientras 
estamos cruzando el río parece absolutamente inadecuado. Cambiar el sistema de remuneraciones cuando la 
Corte Electoral tiene por delante desafíos muy importantes no me parece oportuno; en todo caso, es algo que 
debe plantearse al comienzo del período, después de la actividad electoral, como recién señalaba el Ministro 
Klappenbach, en la instancia presupuestal. Ese parece el momento más oportuno para hacer una valoración 
adecuada del cambio del sistema de remuneraciones, sobre todo porque el que se utiliza en la actualidad 
opera como un incentivo para el cumplimiento de las tareas que la Corte tiene la obligación de cumplir como 
sea. 


Por eso hago acuerdo con las expresiones de algunos integrantes de la Corte —en particular, su Presidente y 
su Vicepresidente- en el sentido de que lo adecuado y razonable es mantener el sistema actual y, en todo caso, 
estudiar esto para el período que viene. 


Coincido en la idea de que los artículos 2” y 3” están notoriamente atados, pero me deja alguna duda el tema 
de las mamparas, que pienso que puede tener algún otro tipo de solución. La maleta electoral me parece 
absolutamente necesaria, no solo por los argumentos que han planteado los Ministros de la Corte, sino porque 
no hay que olvidar que desde la ley de financiamiento de los partidos políticos estos le hacen llegar a la Corte 
Electoral las listas de votación, y es esa Corporación la que tiene la obligación legal de transportarlas, lo que 
supone un engrosamiento de la cantidad de material que debe trasladarse a cada circuito. Por lo tanto, una 
solución como la que se plantea me parece adecuada y, como se dijo, hay que tener en cuenta que recoge 
experiencias favorables que se han hecho en otros lugares de América Latina. 


Desde este punto de vista, debemos ver cómo podemos financiar estas cuestiones, a efectos de dar 
cumplimiento a lo que el Parlamento estimó en la Rendición de Cuentas pasada como un paso trascendente. 
En esa instancia se viabilizó la posibilidad de la informatización y estos pasos están directamente 
relacionados con esa decisión que fue apoyada en forma unánime en este ámbito. Por ende, sinceramente, 
descuento que se encontrará la manera para que estos incrementos del gasto, que son mínimos dentro del 
Presupuesto Nacional, tengan la financiación correspondiente y puedan llevarse a cabo. 


SEÑOR SILVEIRA.- Voy a referirme a una pregunta muy interesante, oportuna y pertinente, 
formulada por el señor Diputado Ibarra, con respecto a la entidad y oportunidad de los contactos con 
el Poder Ejecutivo. 


Quiero transmitir al Diputado Ibarra y al resto de la Comisión la tranquilidad de que con esto la Corte 
Electoral no le está saltando desde atrás de la puerta al Poder Ejecutivo. Oportunamente, cuando todavía 
estábamos lejos de los plazos perentorios e improrrogables que nos impone la legislación para comenzar a 
realizar las tareas relativas al llamado de adhesión -que nos tuvo noventa días al trote-, solicitamos una 
reunión con la Presidencia de la República. Los Ministros de la Corporación concurrieron a esa reunión 
cuando ya teníamos diseñada la puesta en práctica de este plan piloto; no sabíamos cómo iba a salir per sí que 
íbamos a poner el bote en el agua. 


Como dije, enteramos oportunamente al Poder Ejecutivo de nuestra intención a través de los Ministros de la 
Corporación. Recibimos el beneplácito del Secretario de la Presidencia y su compromiso de transmitir la 
información que la trasladamos y quedamos en que estaríamos a las resultancias del proceso. Este proceso, 
que fue exitoso, culminó el 23 de junio, y nosotros teníamos hasta el 30 de ese mes para presentar el 
proyecto. Por eso, desde el lunes 24 de junio hasta la finalización del plazo nos dedicamos a hacer las 
estimaciones presupuestales pertinentes, que nos permitieran construir el mensaje presupuestal de la Corte, 


pero más allá de que este le llegó al Poder Ejecutivo sobre el vencimiento de los plazos —porque no tuvimos 
más remedio que hacerlo así-, sí estaba enterado del tema y sabemos que esperaba las resultancias del 
proceso. Por lo tanto, podrá ser consultado con absoluta tranquilidad en el momento en que comparezca en la 
Comisión. 


SEÑOR PENCO.- Voy a hacer algún comentario sobre la duda del señor Representante Posada con 
respecto a la propuesta de las mamparas o cabinas plegables. 


Como ya dije, el nuevo sistema obliga a cambiar el concepto tradicional de cuarto secreto. Las aulas ya no 
podrán ser exclusivamente cuartos secretos; deberemos hacer las adaptaciones pertinentes dentro de ellas 
para asegurar un espacio que preserve el secreto del voto, y para eso necesitamos estos elementos que nos 
permitan habilitar y acondicionar los locales correspondientes. Seguramente en el total de más de seis mil 
circuitos, serán ubicados en unos dos mil locales. Eso obliga al conjunto de funcionarios electorales que se 
dedican a esta tarea a contar con los elementos necesarios para habilitar una situación adecuada, que permita 
que el acto se desarrolle en forma normal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos mucho la clara exposición de nuestros distinguidos 
invitados de la Corte Electoral. Simplemente me resta agradecer vuestra presencia. 


En nombre de la Comisión quiero felicitarlos por el resultado de la puesta en marcha del plan piloto, que fue 
de setenta a dos; parece un resultado de rugby. Honestamente, los felicitamos. 


Quedamos a la espera de las novedades que puedan surgir. 
La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 14. 
(Es la hora 13 y 13) 


(Ingresa a Sala la delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece la visita de la delegación del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, constituida por el señor Ministro, 
arquitecto Francisco Beltrame; por el Director General de Secretaría, doctor Carlos Martínez; por la 
Directora Nacional de Vivienda, licenciada Lucía Etcheverry; por el Director Nacional de Ordenamiento 
Territorial, ingeniero agrónomo Manuel Chabalgoity; por el Director Nacional de Medio Ambiente, 
arquitecto Jorge Rucks; por el Director Nacional de Agua, ingeniero Daniel González; por el asesor, doctor 
Diego Traversa, y por el Presidente de Mevir, escribano Ariel Díaz. 


Es un gusto recibirlos en la tarde de hoy. Cedemos el uso de la palabra al señor Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para hacer, si lo desea, una exposición sobre políticas en general 
y para referirse, concretamente, al articulado. Luego daremos paso a distintas reflexiones, preguntas o 
comentarios de los señores legisladores. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En primer lugar, queremos excusar a la señora Subsecretaria, quien tenía agenda prevista y no 
quisimos alterar el orden del día de la Comisión, que sabemos está trabajando contrarreloj. 


Nuestra idea es hacer una pequeña introducción y que luego cada uno de los Directores haga una síntesis del 
detalle de lo que ha sido la Rendición de Cuentas de 2012. A posteriori nos abocaremos a las propuestas del 
articulado que ya fue entregado vía Mensaje del Poder Ejecutivo. 


Durante el año 2012, el Sistema Público de Vivienda, encabezado por el Ministerio, amplió la cobertura a 
nivel nacional de todos los programas existentes. Esta política permitió alcanzar un porcentaje de ejecución 
del 97,7%, lo que significó la culminación de 12.338 soluciones habitacionales y tener en gestión otras 
23.686, priorizando los programas de cooperativas, autoconstrucción y demás proyectos que incluyen 
sectores sociales de pobreza y exclusión en línea con la reforma social. A esto se suma la puesta en ejecución 
de obra de los primeros proyectos promovidos en el marco de la ley de promoción de la inversión privada en 


vivienda de interés social que al 31 de diciembre contaba con 91 proyectos promovidos por dicha ley, 
comprendiendo 2.521. 


Sin duda, todos estos números han sido más que ampliados llegando, a la fecha, prácticamente a las seis mil 
viviendas puestas a consideración del Ministerio. Ellas están dirigidas a generar oferta privada habitacional 
para sectores sociales que no califican para las líneas del Ministerio y cuya cobertura es importante en la 
implementación de una política de vivienda y de hábitat con vocación de universalidad. 


En cuanto a ambiente, territorio y agua, para la actual Administración, fortalecer la institucionalidad 
ambiental es el instrumento clave de impulso para una gestión integrada e interactiva que fomente el 
desarrollo con responsabilidad intergeneracional. En ese sentido, durante 2012 se trabajó sobre una nueva 
organización institucional del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
definiendo una estructura organizativa para sus cinco Unidades Ejecutoras con nuevas funciones que faciliten 
los procesos transversales entre las mismas, con el dimensionamiento y la profesionalización de cargos 
interdisciplinarios necesarios para abordar las competencias ampliadas que han asignado a este Ministerio en 
los últimos años. Asimismo, en la Administración se han realizado esfuerzos y se ha cumplido con objetivos 
de gestión para mejorar las capacidades de respuesta a las demandas de autorizaciones ambientales, en un 
país con crecimiento económico sostenido tanto en los proyectos tradicionales enmarcados en la ley de 
evaluación de impacto ambiental como otros importantes proyectos para el país. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En orden a dar cumplimiento a la rendición de cuentas que por mandato 
constitucional debemos realizar, se formó parte del proyecto piloto de fortalecimiento institucional en 
el marco de la reforma del Estado y a la Dirección General de Secretaría en base a lineamientos de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina Nacional del Servicio Civil y con la 
participación del Ministerio de Economía y Finanzas, y culminó el proceso de definición de la 
estructura organizativa del Inciso y de sus puestos de trabajo, comprendiendo a sus cinco Unidades 
Ejecutoras. 


Los principales resultados obtenidos fueron los siguientes 


Primero, la adecuación de la estructura organizacional para optimizar los procesos del Ministerio a la 
planificación estratégica. En este sentido, se integran los procesos principales de las unidades ambientales del 
Ministerio en el marco del Sistema Nacional Ambiental mediante la coordinación, a través del Gabinete 
Ambiental y definiendo funciones de coordinación de gerencias especializadas. Se consolidaron acciones del 
Sistema Público de Vivienda y se fortalece la presencia del Ministerio en todo el territorio nacional a través 
de regionales de la Dirección Nacional de Vivienda y de la Dirección Nacional de Aguas. 


Segundo, hubo una mejora de capacidad institucional a través de la creación de nuevos cargos y funciones de 
conducción que permiten mejorar y estabilizar las capacidades. 


Tercero, se logró la optimización de los créditos disponibles en el Inciso para integrar recursos humanos 
especializados. A partir de esta fase culminada, el desafío es avanzar en la implementación de la nueva 
estructura organizativa, inmediatamente luego de aprobada por el Poder Ejecutivo y por el Poder Legislativo. 
Para ello se ha tenido en cuenta la nueva carrera administrativa y la necesaria migración de los cargos y 
adecuación de la escala remunerativa. 


Es cometido de la DGS realizar el control legal de la información sometida a consideración del Ministro así 
como la elaboración de proyectos de resoluciones ministeriales, oficios, notas, etcétera. Se suscribieron en el 
período un total de 1.546 resoluciones ministeriales; 364 resoluciones en ejercicio de atribuciones delegadas; 
1.983 oficios; 98 resoluciones del Poder Ejecutivo; 20 resoluciones de Dirección General de Secretaría y 68 
atribuciones delegadas. Se presentaron proyectos que fueron plasmados en las Leyes N* 19.044, N* 18.994 y 
en artículos de la Rendición de Cuentas pasada. 


En 2012 el Ministerio llevó a cabo un proceso general de ascensos en todos los escalafones para los cargos 
vacantes del Inciso a través de concursos de antecedentes, méritos, oposición y evaluación psicotécnica. Se 
conformaron de esa forma 71 tribunales para 98 cargos de ascenso de los escalafones A, B, C, D y E, y se 
concretó el ascenso de 56 funcionarios, quedando el resto de los cargos desiertos, para lo cual este año se 
inició el llamado a 16 cargos presupuestados y en provisoriato. Asimismo, se continuó con la transformación 


de los escalafones de los funcionarios amparados en el artículo 39 de la Ley N* 18.719. Se efectuaron más de 
130 llamados para contratos temporales de Derecho Público y se capacitó a más de 200 funcionarios en 
diferentes temas, en cursos privados y de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Se han mantenido y mejorado los resultados de las sentencias judiciales favorables al Ministerio en los cuales 
se dictaron, por ejemplo, ocho sentencias firmes que evitaron el desembolso millonario para el Ministerio con 
un monto global reclamado de más de US$ 35:000.000. 


Se ha continuado con los planes de gobierno electrónico y mejora de las tecnologías de la información. 


En definitiva, entiendo que en el período, la Dirección General de Secretaría ha cumplido con su misión de 
asesorar y apoyar en la toma de decisiones del Ministro, optimizando los recursos humanos, financieros, 
jurídicos y materiales del Inciso, facilitando el cumplimiento eficaz y eficiente de los cometidos de las demás 
Unidades Ejecutoras y sirviendo de nexo entre éstas y el Ministro y demás organismos del Estado. 


Muchas gracias. 


SEÑORA ECHEVERRY.- Para el año 2012 la Dirección Nacional de Vivienda tuvo un crédito 
presupuestal de $ 3:814.000, de los cuales invertimos efectivamente $ 3:671.000, lo que representa 
haber ejecutado el 96.25% del total del presupuesto del año 2012 en las seis líneas que componen el 
Plan quinquenal Uruguay Entre Todos. Estos recursos se tradujeron en la construcción de 2.207 
viviendas adjudicadas; 2.320 intervenciones en reformas, refacciones y ampliaciones sobre viviendas 
existentes —lo que comúnmente denominamos programas de acciones sobre el stock-; 2.461 contratos 
de alquiler garantizados por el Ministerio, totalizando por todo 6.988 soluciones habitacionales nuevas 
en el presente año. A esto debemos agregar lo que se ha iniciado, lo que se puso en ejecución en el 
transcurso del año 2012. Esto significa en términos cuantitativos 8.102 nuevas viviendas en obras; 
2.213 procedimientos para reformas, refacciones y ampliaciones sobre viviendas existentes. 


Es decir que la ejecución presupuestal del Ministerio en el año 2012 significa la culminación y la puesta en 
marcha de 17.303 soluciones habitacionales para familias en todo el territorio nacional. 


Si desagregáramos estos números por cada uno de los seis lineamientos del Plan Quinquenal, tendríamos que 
las viviendas nuevas —en todos los programas que voy a detallar y que están destinados a la generación de 
nuevas viviendas- representaron el 78% del crédito presupuestal. Estas nuevas viviendas se generan a través 
de los siguientes programas: cooperativas, tanto de ayuda mutua como de ahorro previo, que han tenido un 
crecimiento relevante desde el año 2010 en adelante; complejos construidos a través de licitaciones públicas 
en las que participaron diversas empresas en todo el territorio nacional; complejos construidos a través de 
licitaciones públicas tanto para población activa como para jubilados y pensionistas del Banco de Previsión 
Social; y autoconstrucción en terreno propio. Me parece importante señalar que dicho terreno no 
necesariamente debe ser de propiedad de la familia o de la persona que se inscribe, sino que puede ser de un 
familiar hasta el segundo grado de consanguinidad. 


Además, se han generado nuevas viviendas por la gestión asociada a través de diferentes convenios con todos 
los Gobiernos Departamentales. Desde el año 2010 a la fecha tenemos 32 convenios en gestión con los 
Gobiernos Departamentales, a través de los cuales se construyen nuevas viviendas, en llamados públicos, en 
el que la modalidad es la autoconstrucción en terreno de propiedad de los Gobiernos Departamentales. 


Asimismo, hemos resuelto la situación de realojo de familias asentadas en zonas inundables o contaminadas. 


Durante el año 2012 se finalizaron 542 viviendas dentro del programa cooperativo, 358 viviendas destinadas 
a la población activa en estos complejos, 282 viviendas fueron adjudicadas a jubilados y pensionistas del 
Banco de Previsión Social, 259 viviendas fueron construidas y terminadas en el marco de los convenios que 
mencionaba anteriormente, y 766 viviendas nuevas fueron a través de Mevir, en el marco del financiamiento 
que aporta el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Las inversiones que se destinaron a la refacción, ampliación, reforma, adecuación y recuperación de valor - 
por lo tanto, de mejora sustantiva de las condiciones de habitabilidad de las familias-, se operativizaron a 
través de 22 oficinas de rehabilitación urbana que facilitan el préstamo, la asistencia técnica y el subsidio 


para tal fin en 11 departamentos del país. Es de destacar que las estas no solo cubren las capitales 
departamentales, sino también las localidades de mediano porte en los propios departamentos; podemos 
mencionar algunos ejemplos como Sarandí Grande, Juan Lacaze, Conchillas y Carmelo. Esto implicó el 19% 
del crédito presupuestal destinado a todas las líneas de trabajo sobre el stock de viviendas existentes. El 3% 
restante estuvo destinado a la inversión con respecto a la política de alquileres, que también tiene una 
cobertura a nivel nacional por el convenio que tenemos con la Contaduría General de la Nación y la Agencia 
Nacional de Vivienda. 


Estos aspectos cuantitativos necesariamente deben ser considerados a la luz de algunas fortalezas de gestión 
que se vienen consolidando, que son de corte cualitativo. Por ejemplo, la puesta en marcha de la Cartera de 
inmuebles para viviendas de interés social del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. Esto ha significado que en el año 2012 se hayan adjudicado más de 9 hectáreas a distintos 
proyectos habitacionales destinados a distintos sectores de población -ingresos bajos, ingresos medios-, 
logrando así la heterogeneidad que entendemos aporta la cohesión y a mejorar los niveles de integración 
social. En este marco, se han adjudicado tierras en los departamentos de Montevideo, Canelones, Durazno y 
Río Negro. 


Los procedimientos que instrumenta este Ministerio para viabilizar la utilización de predios de otros 
organismos públicos en esta Cartera de inmuebles ha significado el estudio de más de 250 hectáreas, y la 
mayoría también requiere también inversión en infraestructura, es decir, dotarlos de saneamiento, agua 
potable y energía eléctrica, lo cual también facilita e invierte el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente a través de convenios que concretó el año pasado con los organismos 
competentes en la materia. 


Además, se han profundizado e incrementado los escenarios de articulación y de complementación de 
recursos humanos, materiales y económicos con otros organismos del Estado, apuntando a consolidar el 
trabajo interinstitucional, que requiere una política habitacional que efectivamente transforme las condiciones 
de vida de la gente. En este marco -para mencionar algunos ejemplos- tenemos los programas de 
relocalización, en los que los convenios alcanzados con los Gobiernos Departamentales que involucran al 
Ministerio de Desarrollo Social, al INAU, al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, han permitido, entre 
otras cosas, la conformación de cooperativas sociales, lo que hace que también podamos intervenir en la 
dimensión trabajo para que estos sectores de población, que tienen un situación compleja de desafiliación, 
realmente logren transitar caminos de mayor oportunidad e inclusión. 


Otro de los ejemplos que hacen al incremento de la articulación de la política habitacional en términos de 
priorizar a los sectores más vulnerables tiene que ver con la participación del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en el despliegue de todos los programas durante el año 2012 
para atender la situación de las familias involucradas en los programas prioritarios que lideran el Mides y la 
OPP. 


Para citar algunos ejemplos, los tres prioritarios son: "Uruguay Crece Contigo", que atiende a las familias que 
tienen niños entre 0 y 3 años; "Cercanías", que atiende a familias que lamentablemente conviven con muchas 
problemáticas vinculadas a violencia doméstica, adicciones, exclusión de los sistemas educativos por parte de 
los jóvenes y trabajo infantil; y "Jóvenes en Red". En este marco el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente no solo ha puesto recursos materiales facilitando canastas o incluyéndolos en 
los distintos programas mediante la atención primaria habitacional, sino también recursos técnicos, que 
garantizan un acompañamiento integral para la transformación de las condiciones de vida. 


Por otro lado, hemos consolidado intervenciones en áreas centrales de la ciudad que, además tienen potencial 
para que sectores de ingresos bajos puedan volver o permanecer en ellos. Hay un ejemplo muy reciente que 
hemos visto en los medios de comunicación, como ha sido la zona de Goes y la revitalización del Mercado 
Agrícola de Montevideo. También allí, durante el año 2012, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente financió cooperativas de vivienda por ayuda mutua, cooperativas de vivienda 
por ahorro previo, y también la ampliación de servicios educativos como guarderías, la construcción de 
espacios públicos, la adecuación de las plazas de deportes, y la generación de actividades de organizaciones 
comunitarias de la zona para mejorar los niveles de convivencia 


Entendemos que esto es un acierto y una línea de trabajo a continuar por lo que significa desde el punto de 
vista de mantener a la población en las áreas centrales pero, sobre todo, por lo que significa en cuanto a las 


oportunidades de acceso a la ciudad. 


Otros ejemplos de coordinación interinstitucional -que hacen a facilitar la gestión de los diferentes programas 
que tiene el Ministerio- tienen que ver con los acuerdos vinculados a la Sociedad de Arquitectos del Uruguay 
y a las Facultad de Ingeniería, Ciencias Sociales y Arquitectura. Vamos transitando caminos de 
implementación y de diseño de los programas cercanos a la Academia para que los recursos humanos que se 
van formando estén en sintonía con una política habitacional que se integra al resto de las políticas sociales. 


En el año 2012 también hemos desplegado el fortalecimiento de las Comisiones integradas en el Ministerio 
con otros actores de la sociedad civil, actores organizados y preponderantes en la industria de la construcción, 
como son la Cámara y la Liga de la Construcción del Uruguay, vinculados a la certificación de sistemas 
constructivos no tradicionales. Esto nos permite disminuir plazos de ejecución de obra, generar puestos de 
trabajo y, sobre todo, acompañar las iniciativas vinculadas a la ley de inversiones con la incorporación de 
innovación tecnológica que permita realmente cubrir las demandas de la población en menor tiempo. 


Esta es la síntesis del trabajo que ha realizado la Dirección Nacional de Vivienda en el año 2012. 


SEÑOR CHABALGOIT Y.- En aras de ser breves, vamos a dar cuenta de las principales actividades en 
consonancia con la programación que ya conocían los señores Diputados durante el año 2012. 


La actividad de nuestra Dirección continuó su ritmo desplegado en todas las escalas de planificación 
nacional, regional y departamental, en el marco de los cometidos que derivan de la Ley de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible que, causalmente, este año está cumpliendo su primer quinquenio de vida. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


En lo que respecta al funcionamiento del órgano rector de la política territorial, que es el Comité 
Nacional de Ordenamiento Territorial -que preside el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y lo integran Ministros de varios Carteras, el Director de Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y el Congreso de Intendentes-, se mantuvieron las tres reuniones ordinarias que se prevén, más 
una extraordinaria, y culminó el año con la aprobación de las Directrices Nacionales de Ordenamiento 
Territorial, proyecto que fue remitido al Parlamento a comienzos de este año por parte del Poder Ejecutivo. 
La ley crea este instrumento sustantivo, que es el que fija la política general pública en materia de 
ordenamiento; el país cuenta por primera vez con este instrumento. 


A nivel regional, también se culminó con un proceso que habíamos dado cuenta el año anterior, ya que 
comenzó en 2011, de elaboración de las estrategias regionales de ordenamiento territorial sostenible para la 
región este del país. Como seguramente recordarán, este instrumento -de enorme relevancia para una región 
sobre la que se está proyectando un conjunto de intervenciones públicas y privadas, del que derivarán 
transformaciones territoriales importantes en temas portuarios, y en actividades productivas, mineras, 
forestales, logísticas, etcétera- forma parte de una decisión adoptada por los cinco Gobiernos 
Departamentales de Lavalleja, Cerro Largo, Treinta y Tres, Rocha y Maldonado, y del Poder Ejecutivo, cuyo 
objetivo es anticiparse a este tipo de actuaciones en el territorio a través de procesos de planificación tratando 
de generar las medidas necesarias para que dichas intervenciones no deriven, en el futuro, en efectos no 
deseados, pero sí en un desarrollo social y económico a partir de las distintas políticas públicas. 


El año pasado se culminó con la aprobación de esas estrategias regionales del este por de los cinco 
Intendentes y del señor Ministro, tal como lo mandata la ley. 


Aclaro que en el período de puesta de manifiesto, que se extendió a más del doble de lo que pauta la ley, se 
promovieron actividades de difusión y comunicación con la sociedad, particularmente con el sector político, 
a través de algunos eventos. Simplemente me permito nombrar el que se celebró en Minas el 30 de agosto, 
donde el señor Ministro, el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y los cinco Intendentes 
convocaron a los ciento cincuenta y cinco Ediles y a los doce Diputados de la región a participar de una 
jornada que nos resultó de enorme relevancia por el intercambio que se generó. Estas actividades continuaron 
con todos los estamentos de la sociedad civil y distintas agrupaciones. 


Actualmente, estas estrategias regionales cuentan con la aprobación de tres Juntas Departamentales, y 
faltarían dos para culminar el proceso de aprobación definitiva y legal. 


A nivel de planificación a escala departamental, cumpliendo el cometido que nos encarga la ley de 
fortalecimiento institucional y cooperación con los Gobiernos Departamentales, a efectos de elaborar de los 
instrumentos, se renovaron convenios con todas las Intendencias. Se ajustaron más de diecinueve convenios y 
se trabajó en un total de veintinueve instrumentos de ordenamiento territorial, cumpliéndose distintas 
instancias, por ejemplo, puesta de manifiesto y audiencias públicas. Varios de ellos ya cuentan con la 
aprobación de la Junta Departamental y otros están a su estudio. Como se sabe, nosotros llegamos hasta los 
Ejecutivos departamentales para que remitan a la Junta Departamental; a partir de ese momento, la 
aprobación entra en un proceso legislativo que, obviamente, no está en el marco de nuestra actividad con las 
Intendencias, más allá de los procesos naturales de negociación que tratamos de promover en todos los 
departamentos para su pronta aprobación. 


En el marco de todos estos instrumentos se cumplió con todos los procedimientos previstos en la ley de 
respecto a los trabajos de evaluación ambiental estratégica y del informe de correspondencias, donde se 
analizaron más de cincuenta y tres proyectos de instrumento del ámbito regional y departamental 


Quiero dar cuenta de algo que para nosotros es una novedad. En mayo del año pasado se inició un proceso de 
cooperación técnica con la FAO -es la primera vez que el Ministerio tiene un Convenio con este organismo- 
para generar capacidad y, fundamentalmente, conocimiento sobre el ordenamiento territorial de suelos 
rurales, donde se generan relaciones particulares y distintas a las urbanas, que son de más larga data y 
acumulación de experiencia y conocimiento. 


En ese contexto, la FAO firmó dicho convenio con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que se ejecuta 
a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en particular, con la Dinot, 
en conjunto con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a través de la Dirección de Desarrollo Rural, 
de la Dirección Forestal y de la Dirección Nacional de Recursos Naturales. Los dos pilotos que se comienzan 
a implementar a partir de este año se localizan en la región este para seguir acumulando conocimiento, 
trabajando a nivel de las cuencas hidrográficas. 


Además, se mantuvieron las labores permanentes como la manutención actualizada del sistema de 
información territorial, que cada vez tiene un uso más amigable en el sentido de que ahora se puede ingresar 
no solo desde el Ministerio, sino de cualquier terminal a través de internet, que consta con toda la 
información territorial y el Inventario Nacional de Instrumentos de Ordenamiento Territorial. Es decir que en 
tiempo real uno puede indagar y saber qué instrumentos están aprobados, su contenido y qué normas rigen en 
distintas partes del territorio nacional. 


Lo que me gustaría tratar aparte de este esfuerzo del sistema de información es la creación de un nodo 
particular en Ciudad del Plata para llevar adelante las disposiciones del convenio que hemos firmado con el 
gobierno departamental de San José, que involucra a las cuatro Direcciones Nacionales del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en virtud de la complejidad de esta localidad que, 
como se sabe, es bastante particular. Además, nos estamos apoyando con este sistema de información. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gamou) 


SEÑOR RUCKS.- El señor Ministro al inicio de su exposición dejó bien en claro que el gran desafío 
que tuvo la Dinama en el 2012 fue dar respuesta, desde el punto de vista de la gestión ambiental, al 
proceso del desarrollo económico y social del país, que debería acompañarse y acompasarse de 
medidas de fortalecimiento de las capacidades de gestión, sobre todo de mayor eficiencia y eficacia en 
el desempeño institucional. Creo que ese fue el desafío que se compartió, porque el año pasado tuvimos 
un fortalecimiento presupuestal de $ 40:000.000 para contratar personal, objetivo que venimos 
cumpliendo este año, conforme a dicha aprobación parlamentaria. 


Este desafío nos ha permitido acompasar la demanda de solicitudes de autorizaciones ambientales previas en 
el desarrollo de las áreas de control ambiental, en el mejoramiento de los sistemas de calificación de la 
calidad ambiental a través de monitoreos, tanto del agua como del aire, y el desarrollo de nuevos 
instrumentos en el área de la planificación como la evaluación ambiental estratégica, que es un instrumento 


que tiende a desarrollar las capacidades institucionales para analizar los programas y políticas, que está 
establecido como un mandato en la Ley de Ordenamiento Territorial para los programas, planes e 
instrumentos de ordenamiento territorial que define la norma. En ese sentido, hemos venido avanzando en el 
desarrollo de este instrumento y en el fortalecimiento de las capacidades para la elaboración ambiental 
estratégica. 


En relación a algunos números que muestran estos desafíos y a cómo los hemos venido enfrentando, en 2012, 
hemos tenido un desempeño de una aprobación de 179 solicitudes de autorizaciones ambientales previas: 80 
correspondían a autorizaciones de proyectos forestales, 59 a proyectos de minería, 39 a proyectos de 
construcción en la faja de defensa de costa -ya sea desarrollo de urbanizaciones o grupo de viviendas 
localizadas en esa faja-, y 12 a proyectos de energía, particularmente eólica, que tuvieron un fuerte 
incremento en el año 2011, que fueron analizados y evaluados en 2012, y resueltos dentro del período del año 


Adicionalmente, tuvimos 22 aprobaciones de proyectos industriales. 


Esto da la pauta de la dimensión del incremento. Además, si comparamos el nivel de ingresos de 
autorizaciones ambientales previas en las categorías B y C -que son las que requieren estudios de impacto 
ambiental y, por lo tanto, llevan trámites de evaluación y de análisis más largo-, veremos que en el año 2008 
tuvimos 30 y que en el año 2012 fueron 56. 


En cuanto a las autorizaciones ambientales de operación, de 9 aprobaciones en 2008, pasamos a aprobar 40 
en el 2012. 


En este desafío que hemos tenido que enfrentar a nivel de evaluaciones ambientales estratégicas en 2012 -es 
decir, la evaluación ambiental de proyectos de instrumentos de ordenamiento territorial-, tuvimos una 
aprobación de 8 instrumentos. 


En cuanto a sanciones aplicadas, en 2012 tuvimos 65 multas por un total de 11.720 Unidades Reajustables, 6 
apercibimientos a emprendimientos por omisiones al ambiente, y diez suspensiones de actividades de la 
industria o de las actividades que habían sido aprobadas, controladas, pero que no estaban dentro de las 
normas por reiteración de omisión en el cumplimiento de la norma 


Tuvimos 364 Resoluciones de la Dirección Nacional, 75 solicitudes de acceso a la información de acuerdo 
con la ley de acceso a la información pública; en este caso tuvimos que entregar información, que implicó un 
importante trabajo adicional. 


Incrementamos el número de denuncias. Hemos tratado de desarrollar la denuncia como un método de apoyo 
en la gestión ambiental desde la sociedad. En el año 2010 tuvimos 60 denuncias por problemas ambientales; 

en el 2011 hubo 80 denuncias, y en el 2012 cien denuncias por temas ambientales, a las que tuvimos que dar 

atención y respuesta. 


También tuvimos un total de 20.027 movimientos de expedientes a nivel interno de la Dinama. 


En lo que hace a las áreas de control ambiental, en el 2008 tuvimos 500 sujetos de control ambiental y 2.000 
en el año 2012. Es decir, hubo incremento. 


Esto no es solamente un tema de números, sino también de calidad. A partir de 2011 se comenzó a trabajar 
con el Ministerio de Ganadería Agricultura y Pesca en la incorporación de los controles ambientales a silos, 
engordes a corral y tambos. En el 2012 esto se constituyó en la elaboración de manuales y de orientaciones 
para la localización de este tipo de emprendimientos, y se está concretando en términos de desarrollo de la 
normativa a partir de lo que se está trabajando en el acuerdo con tambos, el Inale y el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, en lo que hace a la Dirección de Desarrollo Rural, la Dirección de Servicios 
Agrícolas y la Dirección de Recursos Naturales Renovables. 


En cuanto a la evaluación de la calidad ambiental, en el 2012 se mantuvieron los monitoreos importantes en 
las áreas del río Uruguay en las vecindades de la planta de UPM -actividad que se viene desarrollando desde 
antes del inicio de sus actividades- para la definición de línea de base de la calidad de las aguas en el Río de 
la Plata en el entorno de la planta de Montes del Plata. 


Se continuó con el monitoreo de la cuenca del río Cuareim -cuenca binacional compartida con Brasil- y este 
año se está coordinando un trabajo conjunto con Dinagua en el monitoreo integral de la cuenca del río 
Cuareim. Se trabajó en el monitoreo de la calidad de agua de la cuenca del río Negro, y en la cuenca del Río 
Santa Lucía, continuando con un esfuerzo de hace más de diez años. Quiero destacar que este es un trabajo 
conjunto con las Intendencias de los seis departamentos que componen la cuenca, que a partir de los trabajos 
y estudios permitió llegar a ciertas conclusiones, que luego se concretaron en la preparación de un plan para 
el control de la calidad de agua para el río Santa Lucía, plan que ha sido presentado en las Comisiones de 
ambas Cámaras del Parlamento, y que es de conocimiento público. Consideramos que atiende a una cuenca 
de particular importancia, donde el Ministerio en conjunto -esto no es una actividad especifica de la Dinama, 
sino que surge del ámbito integral de las acciones de Dinagua- ha enfrentado esta situación para dar respuesta 
a la problemática de la calidad del agua en el río Santa Lucía. 


Por otro lado, estamos trabajando con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca en otras cuencas 
prioritarias con relación al desarrollo de la agricultura en términos masivos, como el caso particular de la 
cuenca del río San Salvador. Se elaboró un plan con dicho Ministerio a través de la Renare y de la Dirección 
de Servicios Agrícolas para el control, monitoreo y uso de los agroquímicos, y con OSE para el control de la 
calidad del agua potable de la ciudad de Dolores. En definitiva, se estableció un acuerdo de trabajo para el 
monitoreo del conjunto de la cuenca del río San Salvador de manera integral y para mejorar en una cuenca 
piloto la articulación entre las distintas instituciones del Estado que tienen que ver con los asuntos 
ambientales de las cuencas hidrográficas del país. 


En este sentido, también hemos trabajado en conjunto con la Dinagua en este tema, integrando la capacidad 
del Ministerio en una política de integración de calidad y cantidad de agua. 


En el 2012 hubo una acción concreta como el control de la calidad de agua del arroyo Guayabos, debido a 
denuncias de la población de Guichón respecto a eventuales contaminaciones de los cursos y fuentes de 
abastecimiento de agua potable. Hicimos los monitoreos en forma puntual y no detectamos situaciones 
problemáticas. Esto lo vamos a continuar en un sentido temporal con el Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca y OSE para el control de la calidad de agua de los cursos que abastecen, como el arroyo Guayabos, a 
la ciudad de Guichón. Con respecto a la protección de la biodiversidad, debo decir que esta es un área 
importante en lo que refiere a las actividades de la Dinama. En este sentido, quiero destacar -para sintetizar 
porque las acciones son muy amplias- lo que se ha hecho a través del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, 
el SNAP, que en 2012 integró las áreas de Rincón de Franquía en Bella Unión y de Grutas del Palacio que, 
recientemente, se hizo el acto de integración al Sistema Nacional en el área propia del departamento de 
Flores. Estas dos áreas fueron integradas al sistema. Adicionalmente, se hicieron las audiencias públicas para 
la integración del área de Laguna Garzón, compartida entre Rocha y Maldonado. Además, se hizo la 
audiencia pública del área de Montes del Queguay en Paysandú y se trabajó, y ya está pronto, en el Decreto 
para su firma en el caso del área protegida de Isla de Flores, como un área importante a su integración. 


En este momento, tenemos diez áreas integradas al sistema y áreas en proceso de integración en distintas 
etapas de trabajo. Esto ha sido acompañado con el desarrollo de planes de manejo para las áreas tradicionales 
que fueron Quebrada de los Cuervos y Esteros de Farrapos y estamos trabajando los planes de manejo para la 
Laguna de Rocha, Lunarejo y Cabo Polonio. 


Básicamente, se están trabajando cuatro planes de manejo para la incorporación de las capacidades de 
articulación con las comunidades locales y con las demás instituciones en los objetivos que tiene la 
conservación de estas áreas y en el desafío que significa desarrollar actividades productivas que le den 
sentido a la actividad con los vecinos y propietarios porque prácticamente la mayoría de estas áreas están en 
manos de particulares. 


Con respecto a nuevos instrumentos en desarrollo, planteaba el fortalecimiento en lo que refiere a la 
capacidad para la evaluación ambiental estratégica de lo que son los instrumentos de ordenamiento territorial 
y su aprobación. 


Otro tema importante tiene que ver con el laboratorio de Dinama que se está modernizando y cambiando su 
sede. Actualmente está en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en un laboratorio pequeño frente a la 
Plaza Matriz; se financió durante todo el año pasado, se terminaron las obras y está equipado el nuevo 
laboratorio que es un piso entero de uno de los nuevos edificios del LATU. Esto permitirá una profundización 
de la capacidad de trabajo en laboratorios que ha sido muy importante. Hemos tenido entre 2011 y 2012 un 


7% de incremento de muestras tomadas, y en 2012 hemos hecho 10.499 análisis específicos sobre muestras 
tomadas a nivel de los monitoreos de agua y aire en todo el país. 


En lo que hace a las actividades centrales de la institución, han estado concentrados en estos aspectos. 


En cuanto a la participación en el campo de los temas ambientales internacionales, la Dinama dio soporte 
técnico en todo el proceso de discusión que lideró Uruguay, particularmente, a través del Ministerio de 
Relaciones Exteriores para un acuerdo referido a la gestión segura del mercurio, que fue exitoso y va a ser 
firmado en un acuerdo global. Es el primero que surge, después de los acuerdos de las Cumbres de la Tierra 
en términos ambientales; será firmado en Minamata, Japón, y en el cual Uruguay cumplió un papel de 
liderazgo a través del Ministerio de Relaciones Exteriores y con el aporte técnico del personal de la Dinama. 


Asimismo, se está concretando este año -dependerá de la Resolución del Senado de la República; está 
aprobado por la Cámara de Diputados- la instalación del Instituto Interamericano para el cambio global que 
se instalaría con sede central en Montevideo, a través de una gestión que se hizo por parte de nuestro 
Ministerio. Se estaría instalando en el LATU y traería al país capacidades vinculadas a la investigación 
científica en los temas del cambio global que hacen a cambios en lo social, en lo económico y en lo 
climático. 


El otro aspecto importante fue la aprobación por parte de la Unesco, durante el año 2012, de la propuesta que 
Uruguay elevó para crear un Centro Categoría II de aguas subterráneas que congrega las capacidades de la 
Dinama y de la Dinagua en la concreción de este centro que fortalecería las capacidades de gestión de las 
aguas subterráneas y los acuíferos en el país y que acompañaría los esfuerzos desarrollados sobre el acuífero 
guaraní que requiere un seguimiento y una alimentación para su ajuste. 


Todos estos temas tuvieron que ver con lo que planteaba el señor Ministro y el Director General de Secretaría 
en relación a los esfuerzos hacia un ajuste en la institucionalidad para una mayor eficiencia del trabajo en la 
gestión ambiental del Ministerio que está planteado en el marco de la reforma integral de la Cartera como 
Ministerio piloto en la reforma del Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos agradecer la presencia de las señoras Verónica Canto, economista 
Laura González, licenciada en sociología Victoria Galante de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto; Noemí Dollanarte y Jésika Mosteiro del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- La acción de Dinagua se ha basado en dos cuestiones fundamentales. Una es la 
de rutina, propia de la autoridad de agua, que son las autorizaciones y permisos de otorgamiento de 
agua y, por otro lado, lo que es el planteo de desarrollar un Plan Nacional de Gestión Integrada de 
Recursos Hídricos, también conocido como Plan Agua. Este Plan es un proyecto en desarrollo, con fin 
previsto a setiembre de 2014. En esta ocasión, nos vamos a referir a la parte que corresponde al año 
2012. 


En cuanto a la formulación del Plan Agua, llegó a hacerse en el año 2012 el estado de situación de los 
recursos hídricos y se tomó la decisión de contratar una consultora internacional para que nos asistiera en la 
realización de varios de los productos principales del Plan Nacional de Gestión Integrada de Recursos 
Hídricos. 


Además, también avanzamos en materia de adaptación a la variabilidad y cambio climático. Me refiero a la 
respuesta a problemas emergentes en caso de sequía y estrategia de construcción de articulaciones para la 
gestión del agua y de obtención de información sobre el territorio y aguas subterráneas presentes en él. Se 
concretó un convenio entre los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Industria, Energía y 
Minería, y el nuestro, así como también con las Intendencias; es decir, es un convenio abierto a la firma de 
todas las Intendencias. Hoy por hoy, lo han firmado las Intendencias de Canelones, Florida, Durazno, Flores 
y San José. Se ha ido avanzando en ese sentido. Ya se había hecho un piloto, en ejercicios anteriores, con la 
Intendencia de Canelones y otros actores; en el año 2012, se avanzó en conjunto con la región centro sur, con 
Canelones, Florida, Durazno y Flores. Ese proyecto que se trabajó en esa región, fue finalizado durante el 
año 2012; se ha seguido trabajando en algunos detalles. San José se incorporó el año pasado, en una de las 
iniciativas que se tuvo en el marco de este convenio: el relevamiento de usos del agua en esa región. Se hizo 
el agregado de una hoja de declaración de fuentes de agua a la declaración jurada anual de Dicose, lo que nos 


dio información muy valiosa. Es importante mencionar esto porque en el articulado del proyecto de 
Rendición de Cuentas se encontrarán con un artículo que propone dar carácter de declaración jurada a esa 
declaración de fuentes de agua. En el año 2012, hicimos esa prueba piloto en los cinco departamentos que 
mencionamos y este mes -que es cuando se procesa la declaración de Dicose- se extenderá a todo el país, 
pero el problema es que se hace en forma voluntaria. Si bien la respuesta ha sido muy importante, ya que se 
obtuvo la respuesta del 70% de los involucrados -al presentarla formalmente Dicose, se llegará a un 93%, que 
es el porcentaje que contesta-, queremos llegar a cubrir la totalidad. Por eso, en el artículo 241 del proyecto 
de Rendición de Cuentas proponemos que se establezca una declaración jurada para la declaración de fuentes 
de agua a efectos de contar con la mejor información posible en las manos para realizar la gestión de este 
recurso. 


Asimismo, en el marco del convenio que mencioné, se ha hecho una articulación con el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca para el desarrollo de soluciones de carácter asociativas para dar respuesta a 
las necesidades de desarrollo productivo de forma sostenible y acorde a los problemas de variabilidad 
climática. Me estoy refiriendo, básicamente, a las represas multiprediales. También se incorporó la Dirección 
Nacional de Energía del Ministerio de Industria, Energía y Minería en la iniciativa de incluir 
microgeneración en represas para riego. 


En materia del sistema de monitoreo y de información hídrica, ya se mencionó el piloto de gestión de la 
cuenca del Río San Salvador, con énfasis en la calidad de las aguas, particularmente, porque de allí se 
produce el abastecimiento de la ciudad de Dolores, y en la protección de los suelos. Es una acción conjunta 
de nuestro Ministerio, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y OSE. Durante el año 2012, 
prácticamente, finalizó el estudio del estado de situación del sistema de información hídrica. Era un sistema 
añoso que, de alguna manera, habíamos heredado de la Dirección Nacional de Hidrografía del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, cuando recibimos parte sustancial de sus competencias. En el año 2012, se 
logró un avance de prácticamente el 30% en la reingeniería de los sistemas de gestión de datos. 


En cuanto al fortalecimiento institucional, en el año 2012, se crearon y pusieron en funcionamiento los 
Consejos Regionales de Recursos Hídricos del Río Uruguay, de la Laguna Merín y del Río de la Plata y su 
frente marítimo. También se constituyó un plan de acción primario de cada Consejo Regional, en elaboración 
durante el año 2012. Por otra parte, el decreto del Poder Ejecutivo de creación y conformación de la 
Comisión Cuenca del Río Santa Lucía se encontraba avanzado a fines del año 2012 y ya validado por la 
Comisión Asesora de Agua y Saneamiento, Coasas 


Con respecto al panel hidroclimático, se ha avanzado con la amplia participación de actores involucrados en 
la materia. A fines del año 2012, se encontraba avanzado un convenio que permitirá desarrollar algunas de las 
actividades propuestas con los fondos destinados a Dinagua a esos efectos; próximamente, será culminado y 
quedará operativo. 


En cuanto a la administración de aguas, comenzó el proceso de actualización del Sistema de Gestión de 
Recursos Hídricos, el fortalecimiento de la estructura regional y la mejora de la capacidad de fiscalización. 
Esto implicó compra de vehículos, agregado de personal, capacitación. Cabe aclarar que son ocho las 
regionales que Dinagua tiene en el país. 


Asimismo, comenzó la ejecución del plan de acción convenido en la Comisión de Cuenca de la Laguna del 
Sauce. En cuanto al servicio hidrológico, se realizó el mantenimiento y la ampliación de la red hidrométrica, 
revisión de curvas de aforo, actualización de estadísticas básicas de niveles y caudales. En cuanto a aguas 
subterráneas, se realizó la capacitación del personal de diversas áreas de Dinagua, incluyendo regionales, 
como una forma de aproximación a la comprensión de este asunto, su visibilización y entrada en la agenda, 
porque el tema de las aguas subterráneas ha sido, tradicionalmente, poco atendido. 


Se continuó con la participación en la experiencia piloto de Salto y Concordia, generado a partir del proyecto 
del sistema acuífero guaraní, manteniendo el monitoreo conjunto con Argentina. 


Ya fue mencionado lo relativo a la elaboración de propuesta del Centro Categoría II de la Unesco. 


Por otra parte, en abril del año 2012, se desarrolló un taller regional de proyecto Gestión Sustentable de Agua 
Subterránea, patrocinado por la Unesco, el Banco Mundial, GEF y FAO, que se realizó aquí, en Montevideo. 


En cuanto a obras hidráulicas, se realizaron un par de jornadas de intercambio técnico en el interior del país 
sobre represas en el Uruguay, con la participación de más de cuarenta profesionales en la materia, lo que dio 
lugar a iniciar el registro de incidentes y accidentes de presas en Uruguay; de alguna manera, estamos 
introduciendo la seguridad de presas, tema que nunca se trató demasiado en el país, aunque hay un gran 
número de presas existentes: aproximadamente mil quinientas. 


Con respecto al saneamiento, se estuvo haciendo el relevamiento y la evaluación del sistema descentralizado 
en funcionamiento en Uruguay; esto ya finalizó en el año 2012. Se procuró obtener financiación para la 
instalación de una planta de experimentación de saneamiento alternativo en terrenos cedidos por OSE en 
Canelones, pero no se tuvo éxito todavía, aunque el proyecto está formulado. 


En el año 2012, también se realizaron guías técnicas para humedales de tratamiento; están en edición. 


Se está trabajando en la identificación y en el estudio de nuevas alternativas de saneamiento; en ese sentido, 
está en elaboración un informe sobre sistemas condominiales de uso extendido en Brasilia. Eso también se 
comenzó en el año 2012. 


En cuanto a inundaciones y a drenaje urbano, ha habido avances importantes en mapas de riego de las 
ciudades de alta y muy alta prioridad. Hubo un apoyo al Plan Nacional de Relocalizaciones, que fue 
mencionado por la Directora del Inavi. Asimismo, se dio apoyo para la conformación de la cantera de tierras, 
para el Plan Nacional de Viviendas y se avanzó en los catastros de drenaje pluviales en las ciudades de muy 
alta prioridad. 


Durante el año 2012 también se firmó un convenio para los estudios previos del Plan de Aguas Pluviales 
Urbanas de Paysandú y se empezó a trabajar en el estudio de soluciones integrales para saneamiento, drenaje 
pluvial y vialidad de Ciudad del Plata, en el que la Dinagua lidera una coordinación interinstitucional entre 
nuestro Ministerio, la Intendencia de San José y OSE. 


En cuanto a actividad internacional relevante puedo mencionar la participación en el Foro Mundial del Agua, 
donde Uruguay presidió la Mesa Redonda Ministerial sobre Derecho al Agua Potable y al Saneamiento, 
reafirmando los buenos conceptos con que había quedado nuestro país de la visita de la Relatora Especial de 
las Naciones Unidas en ese tema, que también participó de esa instancia. 


También participamos en la Conferencia de Directores Iberoamericanos del Agua, donde tenemos la 
responsabilidad de realizar dos cursos técnicos para toda la región de Iberoamérica. 


Asimismo, participamos en jornadas y reuniones de la Comisión Binancional de Laguna Merín como 
invitados permanentes, y hay un avance importante en la coordinación con la Agencia Nacional de Aguas de 
Brasil para el monitoreo conjunto de la Laguna Merín y del Río Cuareim. 


Para finalizar, menciono la otra pata que implica, más allá de las novedades, el trabajo que hay que llevar 
adelante día a día. Estamos hablando de aproximadamente mil trámites durante todo el año, ya sea de 
aprobaciones o autorizaciones de pozos, tomas y almacenamientos de agua, en un total de unas cinco mil 
obras que tiene registradas nuestra Dirección. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería bueno hacer una recorrida general por el articulado porque, luego, 
seguramente, los señores legisladores querrán hacer referencia a cada artículo en particular. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Los textos que vamos a presentar a vuestra consideración responden, básicamente, a dotar de 
instrumentos a las distintas Direcciones y organismos que están en la órbita del Ministerio, que 
permitan mejorar la eficacia y la eficiencia de nuestro accionar como Estado en lo que nos corresponde 
en todos los aspectos. También incluye algún ajuste en la normativa que encontramos, que presenta 
ciertas dificultades o niveles de discordancia. 


SEÑOR ABDALA.- Creo haber interpretado la recomendación de la Mesa y no sé si el señor Ministro 
la comprendió cabalmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad no es culpa del señor Ministro sino mía. 


Coincido con algo que me acaba de plantear el señor Diputado Posada en cuanto a que como se trata de 
pocos artículos, quizá, lo mejor sería analizar artículo por artículo y dar intervención a los legisladores para 
que se refieran a ellos. 


SEÑOR ABDALA.- Discúlpeme, señor Presidente. 
También tenemos algunas consultas con respecto a la Rendición de Cuentas 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si estamos de acuerdo, primero podemos hacer reflexiones con 
respecto a la exposición que acaba de hacer el señor Ministro y, luego, analizaríamos artículo por 
artículo. 


Aclaro que hemos comunicado a la señora Ministra de Turismo y Deporte que venga media hora más tarde. 
SEÑOR ABDALA.- Damos la bienvenida al señor Ministro y a todo su equipo. 


Quiero hacer una consulta muy concreta referida a la Dirección Nacional de Vivienda y a las cifras y a la 
información que recibimos en la primera parte de la exposición, con relación a lo que genéricamente se 
denomina como soluciones habitacionales, es decir, los resultados de la ejecución presupuestal en lo que 
tiene que ver, específicamente, con el Plan de Viviendas. Entiendo -porque además coinciden los números- 
que lo que el señor Ministro denominó en la jornada de hoy con el concepto de solución habitacional es lo 
que está señalado en el informe económico-financiero cuando se aborda el capítulo correspondiente a la 
vivienda, en el cuadro que luce en la página 227, donde en verdad más que de soluciones habitacionales se 
habla más genéricamente de intervenciones de programas del Sistema Público de Vivienda. Una cosa no 
descalifica la otra ni la invalida, pero el propósito de mi intervención es definir conceptualmente de qué 
estamos hablando, porque en esta discusión siempre se plantea una disquisición que me parece importante y 
necesaria, que es aquella que separa el concepto de vivienda nueva del más genérico de soluciones 
habitacionales, donde aparecen distintas intervenciones que tienen que ver con acciones sobre el stock de 
viviendas existentes, es decir, refacciones, mejoras, refinanciaciones de adeudos, etcétera. Por lo tanto, 
pediría alguna información adicional sobre eso que nos permitiera distinguir entre vivienda nueva y 
separarla, desglosarla o desbrozarla, del resto del concepto de soluciones habitacionales. 


Y en particular con relación a este cuadro, que me parece muy interesante y, sobre todo, muy estimulante a 
los efectos de trasladar una serie de interrogantes, quisiera hacer dos preguntas. Aquí aparece descrito para 
cada uno de los años del actual período gubernativo, cuál ha sido el resultado final o parcial, según se trate de 
viviendas terminadas o en ejecución, correspondientes a ese Ejercicio. Supongo que de aquí no surge el 
consolidado porque, obviamente, cada año incluye viviendas o soluciones en ejecución que, además, por lo 
general son las más numerosas, que al año siguiente se supone que se repiten o bien como soluciones todavía 
en ejecución o como soluciones terminadas, según sea el caso. Por lo tanto, una primera pregunta es si hay 
alguna posibilidad de obtener un resultado consolidado de este cuadro que comprende, año por año, los tres 
que ya han transcurrido completamente del actual período de Gobierno. 


En segundo lugar, específicamente sobre algunas de las líneas programáticas que aquí aparecen, me 
interesaría saber con relación a tres de ellas, que advierto que son muy representativas desde el punto de vista 
cuantitativo y del impacto que aparentemente generan en la cuenta global, de qué estamos hablando 
conceptualmente. Obviamente, no es de vivienda nueva. Me refiero, concretamente, al Programa de 
Rehabilitación y Consolidación Urbano Habitacional. En el año 2012 allí aparecen 10.683 intervenciones; 
estamos hablando casi de la tercera parte de lo que se define como intervención o como solución 
habitacional. 


Quisiera preguntar también sobre el concepto de reestructura de deudas y regularización, que aparece en el 
Capítulo relacionado con la Agencia Nacional de Vivienda, que tiene que ver con 3.500 soluciones 
habitacionales o intervenciones; esto es aproximadamente un 10% del total y querría saber de qué estamos 
hablando y qué situaciones son las que aparecen comprendidas en esa línea. 


Finalmente, el tercer ítem sobre el que me parece interesante que se nos ilustrara es el relativo a la política de 
incentivo a la inversión en vivienda social, que es significativo porque se trata de 2.500 intervenciones que, 
supuestamente, se empezaron a tramitar a lo largo del año 2012, según lo dice el informe económico- 
financiero del Poder Ejecutivo. 


Por otro lado, trascendió que el resultado, impacto o retorno de la ley de vivienda de interés social que todos 
los partidos políticos votamos, no ha sido hasta ahora el esperado o, por lo menos, los ritmos en cuanto al 
interés privado que se han concretado o verificado hasta el momento no serían los que el Poder Ejecutivo o el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente esperaba. Más allá del concepto, 
quisiera saber, de estas 2.527 intervenciones o, como se dice, soluciones habitacionales referidas a la 
vivienda de interés social, en qué etapa o estado de ejecución están, porque podría ser, simplemente, desde un 
llamado público hasta la construcción específica después de haber hecho uso o beneficio de las 
exoneraciones tributarias correspondientes. Me parece que allí puede haber una casuística, una diversidad 
muy amplia. 


Agrego otra consulta, muy cortita, que tiene que ver con la presentación del Plan Quinquenal que hizo la 
Ministra Muslera en el año 2010, porque recuerdo que se introdujo como una novedad que el Ministerio se 
proponía, en términos de diversificar el concepto o las modalidades de construcción de vivienda, utilizar las 
viviendas prefabricadas. No sé realmente, porque no encontré nada al respecto, si efectivamente eso se llevó 
a cabo o no, en qué medida y con qué resultados. 


SEÑORA PEREYRA.- Quería preguntar acerca de algunas cosas que surgen a partir del informe, que 
me importan sobremanera. 


Primero, quisiera saber sobre el gran logro que mencionaban en cuanto a los convenios con todas las 
Intendencias, que no era algo habitual previo a esto. 


Luego, me gustaría que se hiciera una valoración de la importancia que tiene el tema de los ahorros en las 
intervenciones con respecto a las cooperativas que, tanto el Ministro como la Directora de Vivienda hacían 
especial mención al gran desarrollo que han tenido en esta etapa. 


Asimismo, quisiera saber en cuánto se estima el ahorro con las intervenciones o la metodología de las 
cooperativas, porque con las cooperativas, ya sean de ayuda mutua o de ahorro previo -sobre todo las 
primeras-, se ahorra muchísimo en mano de obra. ¿Tienen estimado en esta etapa qué beneficio se obtendría? 


En cuanto a las intervenciones que se hicieron en el barrio del recién inaugurado Mercado Agrícola, me 
gustaría conocer cuál era la situación previa a los trabajos en esa zona, porque había viviendas en muy mal 
estado, que se puede tomar en cuenta como mejora o reparación para hacerlas más habitables pero me consta 
que a algunas prácticamente hubo que hacerlas de nuevo. 


También me gustaría conocer lo que la intervención representa a nivel social. Me refiero al cambio de 
población de la zona con las intervenciones que se hicieron y lo relativo a lugares para la contención de 
niños. ¿Cuál fue la intervención que redundó en un beneficio social que se hizo desde el Ministerio en esa 
zona? 


Además, quiero reiterar la definición de las intervenciones. Decimos que son soluciones de vivienda y no 
vivienda nueva, porque implican recuperar viviendas en zonas que están pobladas con todos los servicios y 
no hacer viviendas en otros lugares donde hay que llevarlos. 


Estas son cosas importantes que tienen que estar arriba de la mesa a la hora de discutir estos temas. 


SEÑOR BEROJIS.- Quería agregar algo a lo que se refería el señor Diputado Abdala con respecto al 
cuadro que se nos presentó, concretamente en lo que tiene que ver con la reestructura de deuda y 
regularización. Analizando el período 2010, 2011 y 2012 son 10.815, 11.844 y 3.514, en el marco de esos 
convenios que se han hecho con la Agencia Nacional de Vivienda, quería saber si tienen los 
procedimientos que se utilizaron, los criterios que se adoptaron para esto; de no tenerlos a disposición 
pediría que se nos acercaran. La clasificación de los deudores es importante para tener un concepto de 
estos acuerdos realizados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Ministro: en este primer capítulo -luego le daríamos la palabra al 
señor Diputado Iván Posada, que tiene una pregunta concreta- yo diría, básicamente, que hay una 
primera pregunta conceptual del señor Diputado Abdala, en la que plantea el concepto de vivienda 
nueva, solución habitacional; luego, nos solicita conocer el resultado consolidado; después, creo que 
pretende una desagregación analítica un poco más detallada sobre el cuadro que aparece con tres 
preguntas concretas. Asimismo, hace una pregunta sobre si estuvo de acuerdo lo que hizo la empresa 
privada respecto de lo que se esperaba por parte del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente. A continuación, pregunta sobre la presencia de casas prefabricadas en el Plan 
Quinquenal. 


A su vez, la señora Diputada Pereyra solicita información sobre la participación de las Intendencias en el Plan 
de Vivienda; también solicita que se especifique lo que ha significado el ahorro a partir de la participación de 
las cooperativas, sobre todo en la mano de obra. También se refiere a una visión no solamente de vivienda, 
sino social y a la situación previa del barrio en la zona del Mercado Agrícola y qué ha significado desde el 
punto de vista social. 


Por su parte, el señor Diputado Berois nos pide algún tipo de explicación adicional sobre el cuadro al que se 
refería el señor Diputado Abdala, sobre todo en el número de convenios, especialmente en los años 2010- 
2011. 


Creo que así resumí lo que iba a ser una preguntita y se terminó transformando en once preguntitas. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
No hay problema. 


En primer lugar, pediría a la Directora Nacional de Vivienda que explicite algunas de estas respuestas y yo 
concluiría a posteriori. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la Directora Nacional de Vivienda, licenciada -no asistente 
social- Lucía Etcheverry. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- A modo de aclaración: la explicación a dicho título es que se podía solicitar 
la reválida para los que egresamos de la Escuela Universitaria de Servicio Social. 


Tratando de seguir el orden planteado, primero me gustaría señalar que el cuadro que está contenido en la 
memoria y en el articulado que ha presentado la OPP, refleja todas las intervenciones del sistema público de 
vivienda. Cuando consideramos al sistema público de vivienda, estamos hablando del propio Ministerio, a 
través de la Dirección Nacional de Vivienda, del Banco Hipotecario del Uruguay y de la Agencia Nacional de 
Vivienda. Los datos que yo mencionaba y los números que di al inicio de mi intervención, estrictamente 
responden a la Dirección Nacional de Vivienda. 


El crédito presupuestal al que hacía mención de $ 3.814:000.000 refieren a la Dirección Nacional de 
Vivienda y los números vinculados a la cantidad de viviendas nuevas, a las intervenciones sobre el stock de 
viviendas existentes bajo diferentes modalidades, la cantidad de realojos, etcétera, que después podemos 
repasar, refieren, estrictamente, a las intervenciones que se financiaron con los recursos de la Dirección 
Nacional de Vivienda. Me parece importante clarificar esto, porque son números diferentes que hacen a un 
actor dentro del Sistema Público de Vivienda. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


Por otra parte, es correctísimo lo que señaló el señor Diputado. Cuando el Ministerio señala soluciones 
habitacionales, tiene especial cuidado y diligencia en aclarar que el concepto de soluciones habitacionales no 
es sinónimo de nueva vivienda. Solución habitacional es un concepto amplio que trata de reflejar la 
diversidad de intervenciones y de soluciones o programas con que el Ministerio instrumenta respuestas a la 
diversidad de situaciones con que las familias y las personas se acercan. No para todos la solución a su 
situación habitacional es una nueva vivienda; de hecho, hay familias que ya tienen vivienda y lo que 


requieren es cambiar la cubierta, reparar humedades, ampliar una nueva habitación, hacer nuevamente el 
baño, y eso se hace a través de los préstamos para refacción y reforma. 


Por eso hablamos de un concepto amplio de soluciones habitacionales, teniendo siempre especial cuidado en 
hacer la distinción, como hice al principio. Por un lado, está lo que tiene que ver con las nuevas unidades, que 
además se generan dentro de determinados programas que intenté establecer claramente, como son el 
Programa Cooperativas; los complejos que se licitan y que se construyen con empresas constructoras, tanto 
para población activa, como para jubilados y pensionistas del BPS; los convenios de autoconstrucción en 
terreno público o propio, que generan una nueva vivienda que se integra al stock existente; por otro lado 
están las intervenciones de reforma, refacción o ampliación -recuperación de valor, obviamente- que se 
instrumentan a través de préstamos con subsidio de asistencia técnica por medio de oficinas de rehabilitación. 
Son conceptos distintos cuyos números están también discriminados en la memoria que entregó el Ministerio 
de Vivienda en enero de este año y que la OPP recoge en parte de este documento. De hecho, en la parte 
estrictamente del Ministerio de Vivienda, se detalla la Dirección Nacional de Vivienda con cada una de estas 
intervenciones y son los números a lo que hacía mención. 


Con respecto a lo que planteó el señor Diputado vinculado a las 2.527 viviendas que en el cuadro del Sistema 
Público de Vivienda están señaladas dentro de la línea relativa a política de incentivo a la inversión privada 
en vivienda de interés social -para lo cual el Ministerio ha destinado crédito presupuestal en el período 
pasado, llámese la constitución del Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios o del Fondo de Garantía para 
Desarrollos Inmobiliarios, y en este momento, a partir del mes pasado, los créditos hipotecarios con subsidio 
a la cuota-, cabe señalar que son las que, dentro de los proyectos ingresados en el año 2012 a ser analizados 
postulando a la promoción y, por lo tanto, a las exoneraciones tributarias, fueron aprobadas, cuya aprobación 
determina que a los noventa días deben iniciar obra. En algunos de estos proyectos ya estaban las obras 
iniciadas porque había un plazo de retroactividad de la ley 


En el año 2012, de las 4.002 viviendas que ingresaron en 118 proyectos a la Oficina del Inversor en la 
Agencia Nacional de Vivienda aspirando a los beneficios que otorga esta ley, fueron 2.527 las que 
efectivamente, en ese período, obtuvieron la promoción e iniciaron obras en distintos avances. 


Respecto a las viviendas prefabricadas, me parece importante señalar que el Plan Quinquenal establecía la 
promoción por primera vez, en un cuerpo técnico y en un documento guía, de aquellos criterios que 
establecieran las certificaciones técnicas para que sistemas constructivos no tradicionales pudieran aspirar a 
financiamiento del Ministerio de Vivienda a través de los distintos programas o, en su defecto, a las 
exoneraciones que establece la ley que promueve la inversión privada en viviendas de interés social. No 
necesariamente se establecía que era el Ministerio el que iba a ejecutar por sí los sistemas prefabricados, sino 
que se estableció un cuerpo reglamentario que no existía en el país y que se constituyó en el marco de la 
Comisión Asesora de Vivienda, recogiendo el aporte de los actores competentes -las Facultades de Ingeniería 
y Arquitectura, el LATU, la Unit, la Cámara de la Construcción, Appcu, el PIT-CNT, las federaciones de 
cooperativas, el Parlamento, que también fue invitado en su momento-, que elaboraron el cuerpo normativo 
que establece las especificaciones técnicas que deben cumplir esos sistemas constructivos para obtener la 
certificación del Ministerio. No obstante, el Ministerio también construyó, en el marco de promover el 
desarrollo de esta innovación tecnológica. De hecho, en el departamento de Rivera, se generó un proyecto de 
construcción en madera, también en la perspectiva de generar un fortalecimiento de la cadena productiva del 
sector forestal, entendiendo que una forma de incorporar valor agregado a la producción de madera 
estructural es también incorporar más madera en la construcción y más construcciones de madera. Ese 
proyecto se desarrolló por parte del Ministerio en convenio con el Gobierno Departamental. Asimismo, en 
Maldonado se desarrolló un sistema prefabricado de origen italiano que tiene la posibilidad de ir en altura. 
Pero fundamentalmente lo que hay es un cuerpo normativo y una reglamentación que establece las normas y 
las especificaciones técnicas que deben cumplir y observar los sistemas constructivos que aspiren al 
financiamiento del Ministerio, a través de las licitaciones, o a las exoneraciones, dentro de la ley que 
promueve la inversión privada. 


SEÑOR ABDALA.- Entiendo claramente las explicaciones de la señora Directora y creo que nos 
ilustran bastante. La única duda que subsiste es la siguiente. Si las cifras que ella manejó en su 
intervención inicial están referidas a la actividad de la Dirección, no así del resto del sistema público, 
¿en qué ítem o renglón podemos encontrar la construcción de viviendas nuevas correspondiente a este 
año? Porque salvo la vivienda rural, donde claramente aparecen aquí 1.282 viviendas terminadas y se 


explica que son las que construyó Mevir en el año 2012, después se me hace muy difícil determinar en 
qué lugar están las viviendas nuevas, porque todo lo demás correspondería a conceptos más amplios de 
solución habitacional. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Ahora sí entiendo lo que plantea el señor Diputado. 


En la página 171 del documento de Contextos y Resultados en Áreas Programáticas Prioritarias, dentro del 

Objeto de Gasto 521, se puede encontrar el detalle de todas las categorías que componen los programas que 
generan nuevas unidades y los valores correspondientes al año 2012. Hoy mencioné que en lo que refiere a 

cooperativas, se habían finalizado 542 viviendas, que es uno de los programas que genera nuevas unidades; 
allí se puede encontrar esta cifra. Lo mismo en lo que respecta a complejos de viviendas que se construyen 

por licitaciones con empresas constructoras, que fueron 358; a las viviendas para jubilados y pensionistas - 

también viviendas nuevas-, que fueron 282, y así sucesivamente. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gamou) 


Con respecto a las cooperativas, quiero reafirmar que ha habido un incremento importante, no solo en 
Montevideo, sino en todo el país. En este momento -estoy hablando a datos de mayo de 2013-, hay más de 
3.800 viviendas cooperativas en obra y el 60% está en el interior del país, lo cual es un dato relevante con 
respecto a lo que fue el desarrollo del cooperativismo, sobre todo en el área metropolitana y en Montevideo. 


En este marco, en 2012 estaba prevista la adjudicación de 2.000 préstamos para el sistema cooperativo, y 
finalizamos el 26 de diciembre de ese año con la adjudicación de 2.273 préstamos para cooperativas de las 
distintas modalidades: ayuda mutua y ahorro previo. 


Con respecto a lo que significan desde el punto de vista del aporte, lo que está establecido es que tanto las 
cooperativas de la modalidad de ahorro previo como de ayuda mutua aporten el 15% del valor efectivo del 
proyecto cooperativo; el aporte del Ministerio es del 85%. El 15% de aporte, según la modalidad, es en 
capital, a través del ahorro previo, o a través del esfuerzo propio, en el caso de las cooperativas de ayuda 
mutua. 


En la actualidad, frente a los 2.400 préstamos que les presenté, había casi 4.500 cooperativas que postulaban 
a la adjudicación de préstamos, es decir que logramos satisfacer el 50% de la demanda efectiva registrada que 
está participando de los llamados. Esperamos que en el primer llamado de hecho del año 2013 podamos 
concretar 1.000 préstamos en la última semana de julio; esa es la meta. 


En lo que tiene que ver con las intervenciones en Goes, en la zona del Mercado Agrícola, debo decir que 
corresponden a las que realiza el Ministerio, con fondos de la Dirección Nacional de Vivienda, en el marco 
del Programa de Mejoramiento de Barrios, que me parece importante señalar, aunque también está en el 
desarrollo de la memoria y del documento que elaboró AGEV. El Programa de Mejoramiento de Barrios es 
un contrato de préstamo en el que hay recursos de endeudamiento externo a través de una línea de crédito 
condicional con el BID. Precisamente, una de las intervenciones consiste en la dotación de servicios de 
infraestructura -saneamiento, agua potable, alumbrado, vialidad y conexiones eléctricas domiciliarias- para 
asentamientos que pueden regularizarse y llegar a los grados de formalidad y de constitución de ciudad. 
Insisto en que esto se canaliza a través de intervenciones muy fuertes en el mejoramiento de viviendas, en la 
construcción de servicios sanitarios y en la instalación de equipamientos que acompañan estas intervenciones 
en centros CATF, Clubes de Niños y en la ampliación de escuelas y policlínicas. Aclaro que estas 
intervenciones siempre tienden a ubicarse en áreas que integren al resto del tejido formal donde están los 
asentamientos. 


En la medida en que vamos interviniendo en estos barrios para regularizarlos, mejorarlos e incluirlos en la 
ciudad formal, también intervenimos en otras áreas que potencialmente nutren el crecimiento de los 
asentamientos. Me refiero a áreas intermedias -Goes es una de ellas- cuyo vaciamiento de población va 
determinando que crezcan los asentamientos en la periferia. 


Esta era la situación que teníamos en la zona del Mercado Agrícola, delimitada por 16 manzanas del entorno, 
con un punto focal importante en el Mercado. Se registraban dificultades vinculadas con los niveles de 
convivencia y a la seguridad. La inversión de US$ 9:000.000 que a lo largo de 2010, 2011 y 2012 hizo la 


Dinavi en la zona de Goes implicó la construcción de 300 viviendas por el sistema cooperativo; hay 3 
cooperativas que ya están habitadas y 2 que están en el proceso de elaboración de su proyecto arquitectónico. 
La intención es mixturarlas: las que están construidas y habitadas son del sistema de ayuda mutua y las que 
están en el proceso de elaboración del proyecto arquitectónico, con sus respectivos institutos, son de ahorro 
previo. Por lo tanto, hablamos de perfiles de población diferentes que generan una heterogeneidad particular. 


También se procedió a la ampliación de los servicios de la guardería comunitaria que está en la zona. 


Se atendieron servicios vinculados con el propio Mercado, en lo que tiene que ver con la ubicación de los 
emprendimientos, incluso para familias de la zona, de modo de generar un vínculo consolidado y sostenible 
con el mundo del trabajo. 


Se trabajó sobre espacios públicos que tienden a la calificación de la zona y también en la mejora del 
alumbrado y de los espacios deportivos como centro de encuentro intergeneracional. 


Además, se hizo una inversión en propuestas comunitarias que tienen como foco y objetivo principal generar 
actividades de cohesión y de integración sociocomunitarias de carácter recreativo y cultural. 


Esto es, fundamentalmente, lo que generó la intervención en la zona de Goes, que significó la posibilidad de 
que 65 familias pudieran postular a la obtención de préstamos que en este caso tenían un monto mayor, 
ubicado en el entorno de los US$ 17.000, con la asistencia técnica debida. En muchos casos, esto permitió 
que se recuperara valor, se generaran condiciones de habitabilidad de viviendas de fines del siglo XX, por las 
características edilicias de la zona. De este modo, se generaron nuevas unidades, lo que permitió incrementar 
el stock de viviendas en alquiler en esa zona de 16 manzanas. 


Con respecto a la pregunta del señor Diputado Berois, vinculada con otro actor del sistema público de 
vivienda, que es la Agencia Nacional de Vivienda, puedo informar que los criterios relacionados con la 
readecuación de deuda tienen que ver, fundamentalmente, con la convocatoria a las carteras que fueron 
pasadas del Banco Hipotecario a la Agencia bajo criterios de ubicación y características edilicias de los 
complejos, composición social y grados de organización. A partir de eso se hicieron las convocatorias para 
aplicar las políticas de tasación, adecuación de la deuda y regularización dominial y legal de cada una de esas 
familias. 


El señor Diputado Abdala planteó una pregunta vinculada con el alcance y receptividad que ha tenido la ley 
de inversiones y, si les parece bien, le cedo la palabra al señor Ministro para que pueda contestarla. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Quiero destacar dos cosas. 


No sé si interpreté mal o el señor Diputado afirmó que la política de proyectos de inversión para vivienda 
social no dio los frutos esperados. Para nosotros, no fue así. Pensamos que realmente esta ley ha demostrado 
su eficacia -tengamos en cuenta que se aprobó en setiembre de 2011, se reglamentó en octubre, se generó la 
Oficina del Inversor en noviembre- pues se registran 2.521 o 2.527 proyectos -hay alguna diferencia- que 
corresponden a 147 proyectos que fueron efectivamente promovidos; son los aprobados. Pero, a veces, la foto 
de un momento no nos muestra la riqueza del proceso. 


Al día de hoy, aunque no tengo el número exacto de los proyectos promovidos, puedo decir que se sitúa por 
encima de los 4.000 y que hay 5.943 puestos a consideración en la Oficina del Inversor, en 187 proyectos. 
Aclaremos que la mayoría de estos proyectos son de escalas que están entre 40, 70 y, en algunos casos, 100; 
son muy pocos los que escapan a este número. 


Hay inicio de obra en prácticamente 2.800 de estas viviendas, que ya están en construcción o terminadas. 
Ahora hay que ver cómo se adecuan los precios. Por eso es que desde el Ministerio surgieron las políticas que 
permiten sostener la demanda; por eso el Fondo de Garantía de Créditos Hipotecarios; por eso las políticas de 
subsidio a la cuota, combinadas con este mecanismo, para asegurar el acceso. 


Otro aspecto que me parece interesante destacar es que la acción de Terrazas del Palacio se ha venido a sumar 
al fenómeno que se anotaba recién con respecto al Mercado Modelo y a lo que construyó allí el movimiento 


cooperativo que, obviamente, empieza a dotar este tramo de la ciudad de particularidades muy señalables. 
Supongo que algún señor Diputado ya debe haber ido a recorrer la zona para ver claramente cuáles son los 
cambios que se han hecho. 


Hay otro tema que me importa destacar. Cuando hablamos de soluciones habitacionales, la conceptualización 
a veces nos cuesta. En este punto, hay que resaltar que histórica y tradicionalmente en Uruguay el problema 
de la vivienda se ha encarado pura y exclusivamente por el lado de la construcción de la vivienda nueva; no 
existían políticas activas, permanentes para el mantenimiento del stock. Me parece que este es un tema a 
destacar porque permite una atención más inmediata: la atención de los problemas de la gente a través de 
pequeños préstamos que hacen grandes transformaciones, que consolidan los tejidos urbanos y los tejidos 
sociales existentes en cada una de las ciudades donde esto se aplica, en la medida en que no implica desplazar 
a la población en el territorio sino un aprovechamiento de los equipamientos preexistentes. En definitiva, 
implica soluciones más a medida de cada una de las familias que potencian así también lo que tienen como 
patrimonio acumulado. 


Este es un tema que se puso en gestión en 2012, está siendo operado a través de las Intendencias y creemos 
que son de esos Programas que no producen grandes números desde el punto de vista global, pero da 
solución efectiva, real, concreta y a muy corto plazo a las necesidades que tiene la población en materia de 
vivienda. Recordemos que a nivel de los déficit siempre hablamos del cuantitativo y del cualitativo; esta es 
una política consistente desde el punto de vista de atacar el déficit cualitativo. 


SEÑOR BERNINI.- Estoy tomando los datos a partir del éxito, o no -así se quiere caracterizar-, de la 
aplicación de la ley de promoción de la vivienda social. Entre los materiales que no pude bajar hoy, 
pero que tengo en mi despacho -parto de la base de que lo tienen todos los Diputados y todos los 
Senadores porque llegó a todos los despachos-, figura una edición muy bien hecha de la Asociación de 
Promotores Privados de la Construcción del Uruguay, APPCU. El señor Villamil es una de las personas 
más reconocidas de esa Asociación, que le dedica un número entero, y caracteriza el término -si no 
recuerdo mal- como una de las herramientas más exitosas para promover la vivienda social. Esto dicho 
desde el lado de los promotores. De alguna manera, también son un actor muy importante en lo que 
significa la propia ley y el rol que se le da. 


Quería agregar este ingrediente porque puede llegar a ayudar a comprender cómo en este proceso -como bien 
describía el señor Ministro- se comenzó a partir de la aprobación de la ley en abril, de la reglamentación en 
octubre, de la oficina instalada en noviembre, vino el verano y luego estamos hablando de lo que implican 
unos pocos meses operativos de verdad para llegar a los números que tenemos. Me parecía oportuno dar el 
punto de vista, ni más ni menos, que de los promotores privados de vivienda, en este caso los actores que son 
quienes participan de la cadena para llegar al producto final que es la vivienda social. 


SEÑOR ABDALA.- La intervención del señor Diputado Bernini me obliga a hacer una aclaración que 
pensé hacer interrumpiendo al señor Ministro en su última intervención pero que, sin, embargo, no 
hice. 


En ningún momento emití una explicación sobre la aplicación de la ley de vivienda social. Solo hice 
referencia a versiones circulantes que no son rumores. Habrá leído el señor Ministro, al igual que quien 
habla, determinado informe que apareció en la prensa de circulación nacional donde figuraba que algunos 
actores, entre ellos algunos promotores de la construcción, opinaban que el dinamismo con respecto a la 
consideración de la ley no era el que se esperaba. Ahora, las versiones no necesariamente reflejan mi opinión; 
por eso mismo me pareció oportuno que el señor Ministro nos diera un panorama de cuál era la situación con 
relación a esto, y relacioné esto con las 2.527 viviendas sobre las que directamente pregunté en qué etapa 
están: si en la etapa del llamado o en la del corte de cinta o, entre esos dos extremos, en qué punto específico 
del camino estamos transitando. 


Ese fue el sentido de mi intervención pero, reitero, sobre esto no tengo opinión porque tampoco tengo la 
información suficiente. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Disculpe el señor Diputado Abdala por poner esto en boca suya o malinterpretar lo planteado. 


En realidad, creo que no son los inversores privados los que han planteado o puesto en duda el mecanismo. 
Hay promotores privados que trabajaban en otros sectores de la ciudad, con otros valores, que sí están 
teniendo algunas dificultades en la comercialización, pero no son las viviendas bajo el régimen de promoción 
sino que son viviendas o negocios que estaban planteados por fuera del régimen de la vivienda de interés 
social. 


Cuando el señor Diputado Abdala hizo el planteo yo no lo había visualizado porque, en realidad, hay un 
informe de prensa bastante confuso que entrevera ambos tantos de ambos temas. Me interesaba aclarar esto. 


Al señor Diputado Berois le vamos a hacer llegar la explicitación de los criterios que nos había quedado 
pendiente. 


SEÑOR POSADA.- De alguna manera, esta intervención tiene relación con algo que se venía 
comentando recién, especialmente con todo lo que está comprendido en las viviendas de interés social, 
lo que fue en su momento la Ley N” 18.795 y el establecimiento de los créditos hipotecarios con subsidio 
a la cuota, particularmente, en función de algunos datos de los que hemos tenido conocimiento, en 
virtud del reciente convenio que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente ha firmado con el Banco Hipotecario del Uruguay. 


El sentido de la pregunta es comprender el alcance de este convenio y, fundamentalmente, conocer cómo 
opera el sistema de subsidio a la cuota. Está claro que a los efectos presupuestales, esta modalidad se 
comienza a ejecutar en 2013, no refiere a lo pasado sino, en todo caso, a la autorización presupuestal para los 
años 2013 y 2014. Me parecía oportuno incluir esto acá porque tiene relación directa con muchas de las 
preguntas que se han realizado. De acuerdo con lo que se establece en el artículo 3” del convenio, que refiere 
a las viviendas objeto, en el segundo punto se señala que solo podrán ser objeto del convenio las viviendas 
cuyo precio de venta se encuentre dentro de los siguientes topes máximos, y allí se establece, en función de 
dos distinciones, por un lado, la columna de lo que serían viviendas en los departamentos de Montevideo, 
Canelones, Colonia y Maldonado y, por otro, el resto del interior, teniendo en cuenta la cantidad de 
dormitorios. Las referencias están en Unidades Indexadas para una mayor comprensión de los valores a los 
que se hace referencia; lo que hemos hecho es referirlos a dólares para tener una idea. Para el caso de 
Montevideo, Canelones, Colonia y Maldonado, el tope máximo al que hace referencia el artículo 3* del 
convenio, para viviendas de un dormitorio, es de US$ 74.000 aproximadamente; para viviendas de dos 
dormitorios, US$ 98.000; para viviendas de tres dormitorios, unos US$ 122.000 y para viviendas de cuatro 
dormitorios, unos US$ 140.000. Y de acuerdo con lo que está establecido en el convenio, este subsidio a la 
cuota puede llegar a un máximo de un 50% en función de la disponibilidad que tengan las familias 
postulantes a los efectos de solventar la cuota del préstamo. Es decir que -de acuerdo con lo que entiendo y 
esto es lo que pretendo que se confirme- para cualquiera de estos montos máximos -lo máximo que se podría 
llegar a aportar por parte del Ministerio que es el que contribuye- se podría llegar a solventar el 50% del valor 
de la cuota de viviendas que, para el caso de las de cuatro dormitorios, podrían llegar al tope máximo de 
US$ 140.000. En un préstamo que, de acuerdo con lo que se plantea en el propio convenio puede llegar a ser 
del 90% del valor de la vivienda, ese subsidio máximo -estos son valores tomados para el caso de un 
préstamo del 90% y un subsidio máximo del 50%- podría estar en el entorno de los US$ 97.000, para el caso 
de viviendas de cuatro dormitorios; de los US$ 85.000, para el caso de tres dormitorios; de US$ 69.000, para 
el caso de dos dormitorios, y de US$ 52.000, para el caso de un dormitorio. Estamos hablando del 50% de la 
cuota y de un subsidio máximo del 50%, siempre en el entendido de que lo que hace el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente es financiar -como subsidio- la parte que, una vez que 
el Banco Hipotecario determine cuál es el disponible necesario a los efectos de solventar la cuota, el 
Ministerio complementaría la cuota en función, llegando al 50% de la misma. 


La consulta es para corroborar el alcance del contenido de este convenio y también para conocer los montos 
máximos presupuestados autorizados para los subsidios a la cuota para los años 2013 y 2014. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Quiero hacer una precisión respecto a lo que manifestó el señor Diputado 
Posada. 


Efectivamente, el convenio para este instrumento de crédito hipotecario con subsidio a la cuota es 
exclusivamente con el Banco Hipotecario del Uruguay. El punto medular es que establece topes de precio 


para departamentos como Montevideo, Canelones, Colonia y Maldonado, y topes de precio de venta 
diferentes para el interior del país en el entorno de los US$ 10.000. Estamos usando esa moneda de referencia 
para facilitar el manejo; sin embargo, me parece importante señalar que los préstamos son en Unidades 
Indexadas o en pesos. 


SEÑOR POSADA.- ¿En su totalidad? 
SEÑORA ETCHVERRY.- Exactamente. 


El 50% del subsidio es sobre la cuota pero el porcentaje de ingreso de la persona o del grupo familiar -porque 
es un programa que abarca a la totalidad de la población, no tiene requerimientos específicos como la política 
del Ministerio- es hasta el 35% de los ingresos. Por lo tanto, el 50% de subsidio de la cuota es sobre esa 
afectación del 35% de los ingresos para hacer frente a la cuota resultante del proceso de amortización. 


Obviamente, estos son mecanismos revisables y son producto de lo que ha venido instrumentando el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en sus propios programas. En esos 
programas el límite de ingresos de la población que atiende está en las 60 Unidades Reajustables, y se aplica 
también la política también de subsidio a la cuota. Y con una característica diferencial: hay porcentajes de 
afectación diferentes. En este caso se llega al 25%; estamos hablando de ingresos menores y con un criterio 
de revisabilidad del subsidio cada veinticuatro meses. La experiencia nos ha indicado que en el año 2012 - 
cuando correspondió la primera revisión a los subsidios otorgados veinticuatro meses antes-, de 322 
subsidios que se revisaron, el 56% disminuyó porque la situación económica de la familia había mejorado, de 
modo tal que implicó disminuir la asistencia del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente en la amortización de la cuota. Entendemos que así es más transparente porque la asistencia del 
Estado -el subsidio- va a la familia en función de su situación, de sus ingresos, de sus egresos y del costo de 
la canasta y no del interés que termina recayendo en el bien físico que va al mercado eventualmente. En este 
caso es para la familia, en función de sus características. Reitero que por ello es que se generó este 
instrumento con el Banco Hipotecario, en el cual el monto del subsidio no es sobre el valor total del 
préstamo. 


El señor Diputado mencionaba un valor de US$ 93.000 pero tenemos una pequeña diferencia en las cuentas: 
749.000 Unidades Indexadas para dos dormitorios nos da un poco menos en dólares. En una referencia de ese 
tipo, con una cuota de $ 6.000 y con un ingreso de $ 26.000, el subsidio estaría en el entorno de $ 2.000 a 

$ 2.200 que estaría aportando el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En este 
caso en particular, esto es revisable cada cinco años, producto de los indicadores económicos que se 
constituyeron con el Instituto de Economía, donde lo que se valora son los grados de vulnerabilidad de la 
familia para determinar una modificación del subsidio. 


Me cuesta comprender los montos de subsidio que maneja el señor Diputado porque ese es el préstamo total 
que, además, tiene los requerimientos de cualquier institución financiera: las familias o las personas que se 
postulen en este programa tienen que ser sujeto de crédito y, por lo tanto, cumplir con todos los 
requerimientos de ingreso, de formalidad, de documentación, de ningún tipo de antecedente de 
incumplimiento en el "clearing", que se trate de única vivienda, etcétera; a partir de ahí, con los cálculos de 
los descuentos legales correspondientes, el Banco determina si es sujeto de crédito para obtener el préstamo y 
ahí recién aplicará el porcentaje de subsidio, que podrá ser hasta el 50% del valor de la cuota, cuyo monto no 
puede afectar más del 35% de los ingresos. 


No logro comprender el valor que el señor Diputado planteaba. Ahí tenemos una discrepancia: no es un 
subsidio al capital sino a la cuota, revisable cada cinco años. 


SEÑOR POSADA.- Queda pendiente la explicación de los montos autorizados presupuestalmente. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- En principio, los montos previstos para este año y el próximo están en el 
entorno de los $ 40:000.000, asociados a una estimación de alcanzar entre 2.000 y 3.000 unidades 
dentro del llamado. En este momento hay una previsión -producto de las convocatorias que se hicieron 
en el mes de marzo a los inversores- de unas 300 viviendas. Esto es así porque el requisito para que los 
proyectos y los inversores aspiren a tener población garantizada por el Ministerio es que la obra tenga 


un 30% de avance físico. En lo que va de 2013, estamos en unas 300 viviendas o un poco más y, 
gradualmente, en la medida en que cumplan con ese porcentaje de avance, se irán incorporando más. 


SEÑOR POSADA.- Está claro que los cálculos a que hacía mención estaban hechos sobre los montos 
máximos. En consecuencia, allí puede haber diferencias porque el cálculo se hace sobre el monto 
máximo al que podría llegar el subsidio a la cuota. Además, hay que tener en cuenta que, de acuerdo 
con los requisitos para ser elegible a los efectos del préstamo, desde el punto de vista del Banco 
Hipotecario del Uruguay, supone que para acceder a un determinado nivel de vivienda deberá tener 
cierto nivel de ingresos. Allí es donde aparece que, por ejemplo, para cuatro dormitorios, en el caso de 
Montevideo, Colonia y Maldonado, puede haber como máximo nivel de exigencia un ingreso nominal 
del orden de los $ 80.000. Entonces, más allá de las consideraciones que se puedan hacer sobre la 
vivienda de carácter social, lo que quiero advertir es que me parece que hay una suerte de 
contradicción entre la política tributaria y la política de subsidios. ¿Por qué digo esto? Porque en la 
política tributaria que se establece, por ejemplo, a los efectos de la liquidación del Impuesto a la Renta 
de las Personas Físicas, para que pueda deducirse algo de la cuota, el monto máximo que se establece 
en materia de valor de la vivienda adquirida, anda en el entorno de los $ 100.000 o $ 102.000. Acá 
estamos hablando de un valor bastante mayor para alguien que, eventualmente, va a recibir un 
subsidio, que puede llegar a ser hasta del 50%, según las circunstancias. Entonces, advierto que al 
establecer esta política, en el marco de lo que fue la Ley_N” 18.795, de alguna manera se entra en 
contradicción con la propia política tributaria. Además, en un importe de esas características -como 
hace unos instantes hablábamos con el señor Diputado Bernini-, esa deducción estará en el orden de 
$ 600 o $ 700. 


SEÑOR ASTI.- La señora Directora se había referido a que, luego de analizados algunos casos, se 
había podido bajar el subsidio. Supongo que las revisiones también pueden ser al alza si la situación de 
la familia es distinta. 


También quería saber si el monto del subsidio tenía que ver con el plazo del préstamo hipotecario. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Quiero hacer una precisión. Dentro de este programa de crédito 
hipotecario con subsidio a la cuota, el monto máximo de ingresos está en 75 Unidades Reajustables. 
Hay franjas de ingreso de acuerdo con la cantidad o con la característica de la vivienda a la que acceda 
o postule la persona o la familia, ya sea si es de uno, dos, tres o cuatro dormitorios, y la franja de 
ingresos mínimos son diferentes. Van desde las 35 Unidades Reajustables hasta las 75 Unidades 
Reajustables. Según el valor actual de la Unidad Reajustable, de $ 653, estaríamos hablando de unos 
$ 48.975 de ingreso. Por lo tanto, lamentablemente también discrepo con el monto que señalaba el 
señor Diputado Posada, de $ 80.000. Digo esto, porque es parte de la reglamentación del programa. Sin 
duda, tenemos la mejor disposición para ver los documentos específicos en otro momento. 


Por otra parte, la cuota máxima que estimamos -estos son escenarios que se construyen a los efectos del 
diseño y para poder programar- para las viviendas de cuatro dormitorios -siempre y cuando la persona o la 
familia también postule al Fondo de Garantía, es decir, al préstamo del 90% y no tenga un ahorro previo- está 
en el entorno de los $ 14.000. Digo esto como referencia, porque a lo mejor vale la pena intercambiar. 


En relación a lo que planteaba el señor Diputado Asti, efectivamente la revisabilidad de los subsidios puede 
hacer que estos disminuyan o se incrementen, siempre dentro de los límites máximos que están establecidos 
con anterioridad. 


SEÑOR POSADA.- ¿Se trata de una cuota máxima mensual? 
SEÑORA ETCHEVERRY. Sí, por supuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comenzaríamos a considerar el articulado. 


SEÑOR POSADA.- En cuanto al artículo 241, me parece que lo importante es que el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente determine qué entiende por obra hidráulica 


porque, por ejemplo, un tajamar es un almacenamiento de agua. Supongo que cuando se habla de obra 
hidráulica, se maneja un concepto bastante especifico que, en todo caso, sería necesario aclarar. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Tenía la misma preocupación que acaba de plantear el señor Diputado Posada 


También quería saber en qué grado la información que tenía la Dirección Nacional de Hidrografía hoy se 
integra a la base de datos de la Dinagua. ¿Todavía hay falta de información en ese sentido y por eso se 
pretende ampliar el registro en cuanto a obras hidráulicas de represamiento de agua? 


SEÑOR GONZÁLEZ.- En el proyecto se hace referencia a todo tipo de obra, sean pozos, tajamares, 
represas y tomas de todo tipo. 


En cuanto a la otra pregunta, no existe más la base de datos de la Dirección Nacional de Hidrografía; ahora es 
la base de datos de Dinagua, porque toda esa parte pasó a nuestra Dirección. 


En muchos casos, para determinados usos no es necesario hacer un registro, por ejemplo, de un pozo para 
consumo humano o para riego de un jardín, para poner un caso bien simple y conocido por todos. En 
realidad, sí existe un registro indirecto, porque la empresa que hace la perforación debe estar registrada y 
tiene la obligación de presentar anualmente una declaración, pero hay pequeñas obras que no necesariamente 
están registradas, por distintas circunstancias. Ni qué hablar de que también hay irregularidades. 


Siempre existió la certeza de que no todos los aprovechamientos de agua estaban registrados; lo que nunca 
hemos sabido a ciencia cierta es cuál era la proporción real. En principio, cuando mencionaba que en 2012 
hicimos esta encuesta, junto con la declaración de Dicose, en esos cinco departamentos, nos encontramos, 
"egrosso modo", que prácticamente la mitad de los aprovechamientos están registrados. Indudablemente, los 
aprovechamientos mayores están registrados, con lo cual si vamos al volumen de agua, bastante más que la 
mitad está registrado. Sin embargo, como la intención de esta declaración de fuentes de agua es, 
fundamentalmente, conocer mejor la realidad para gestionar el recurso, dimensionar lo que sospechábamos 
que no teníamos registrado es realmente de mayor importancia. 


Ahora bien, el artículo dice que la reglamentación podrá establecer excepciones. Para poner un ejemplo muy 
claro y común en zonas de la capital y del área metropolitana, la excepción serían pozos muy menores para 
riego de jardines, porque su relevamiento seguramente nos complique más que lo que nos aporte. 


Por eso, se establece la posibilidad de que la reglamentación establezca excepciones para simplificar e ir a 
aquello que sea de mayor interés. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 242. 


Si no se hace uso de la palabra, se pasa a considerar el artículo 243. 


En este caso, solicitamos al Ministerio que nos explique el alcance de este artículo que contiene disposiciones 
referidas. 


SEÑOR ABDALA.- Al parecer, es claro que se deroga la disposición que creó la Comisión Honoraria 
para la Cuenca del Río Santa Lucía. 


No obstante, supongo que esta derogación se inscribirá en lo que el señor Ministro refirió respecto al diseño 
de un plan de recuperación de la cuenca del río Santa Lucía o del combate a la contaminación ambiental. Sin 
embargo, la pregunta es qué sustituye a esto, ya sea desde el punto de vista institucional o de la planificación 
que esté bosquejando el Ministerio. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Esta Comisión Honoraria para la Cuenca del Río Santa Lucía fue creada por 
ley en diciembre de 1985 y comenzó a aplicarse en 1986. 


Hace muchos años que dejó de funcionar. Evidentemente, como se puede apreciar si se consulta la ley, estaba 
concebida en base a un concepto de desarrollo en términos económicos, es decir, una conceptualización 
bastante diferente del desarrollo sostenible del que se habla hoy en día y que ha tenido cierta evolución. 


Además, se conformaba casi básicamente con integrantes de Gobierno y alguna participación de la academia, 
y nada más, lo que no está de acuerdo con los conceptos y, en definitiva, la política de Estado que se viene 
desarrollando a partir de la reforma constitucional de 2004 y de la Ley Nacional de Aguas, N” 18.610, en la 
cual se determina que en las comisiones de cuenca deben intervenir Gobierno, usuarios y sociedad civil. 


Por otra parte, el reemplazo existe, porque ya está funcionando una comisión de cuenca del río Santa Lucía 
en la concepción de los nuevos términos, conforme a un decreto del Poder Ejecutivo, que hace más de un 
mes sesionó por primera vez. 


Por estas razones, consideramos de orden y prolijidad dejar sin efecto esta disposición. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
La norma debió haberse derogado hace bastante tiempo, cuando se creó la nueva institucionalidad. 


En los hechos, esta comisión no funciona, y lo que corresponde es darle de baja por norma legal. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 244. 


Si no se hace uso de la palabra, se pasa a considerar el artículo 245. 


En este caso volvemos a solicitar que el Ministerio nos explique este artículo, porque se trata de otra 
derogación. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Al derogarse el artículo 15 de la ley de centros poblados de 1946 en la 
redacción dada por el artículo 83 de la Ley de Ordenamiento, literal h), se pretende evitar confusiones 
al haber quedado vigentes normas contradictorias relativas a la necesidad de que las infraestructuras 
estén construidas al momento de aprobar fraccionamientos. 


La Ley de Ordenamiento, en distintas disposiciones del artículo 38 y 43 y en las mismas modificaciones de la 
ley de centros poblados, determina que, al aprobarse un fraccionamiento para habilitar su uso, deben estar 
construidas todas las infraestructuras para que no pase lo que ha sucedido históricamente, que primero se 
ocupaba un terreno, se construía la vivienda y al tiempo venían los servicios. 


Entonces, en la redacción de ese artículo 15 se planteaba que era posible fraccionar en superficies mayores a 
dos mil metros, sin necesidad de que hubiera servicios de electricidad, pavimento, vialidad, saneamiento, 
etcétera. Con esa finalidad se planteó esta derogación, que es producto de una imperfección que quedó en la 
redacción original de la propia ley y que al ir aplicándola y ejecutándola apareció este problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 246. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Tal vez, hoy sea realmente así la determinación de contratos de servicios que 
tienen estas personas. Pero la realidad también indica que una de las prioridades fue electrificar el 
medio rural. Muchos de los servicios de esas localidades actualmente no tienen molinos y son atendidos 
con bombas eléctricas. Entonces, esta nominación que se establece aquí no quedaría restrictiva, o es la 
que OSE está aplicando a todos los servicios, ya sea con molinos o con bombas eléctricas. En ese caso, 
para una interpretación amplia, dejaría la constancia de que debería ser para todos los servicios que 
atienden este tipo de situaciones. 


SEÑOR GANDINI.- Más allá de la cuestión de fondo que plantea este artículo, me quedan dudas 
acerca de si este es un artículo que corresponde al Presupuesto nacional, dado que regula una relación 
funcional dentro de una empresa pública, de un ente autónomo, de un servicio descentralizado, cuyo 
presupuesto no aprueba el Parlamento nacional, ni su estructura de funcionarios; según tengo 
entendido, lo aprueba el Poder Ejecutivo a través de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Planteo 


la duda: no sé si corresponde al Presupuesto nacional. Tratándose de una norma de funcionarios, de 
vínculos contractuales, tal vez podría corresponder. Me gustaría que me lo aclararan. 


SEÑOR BEROIS.- ¿Por qué se pone la fecha anterior a 1998? 
SEÑOR ASTI.- Creo que esto puede estar en esta norma de Rendición de Cuentas. 


Hoy, cuando estuvo la Corte Electoral dijimos que está por aprobarse —y en esta Rendición de Cuentas se 
hace referencia varias veces- el Estatuto del Funcionario Público. Si bien está pensado originalmente para la 
Administración pública también, como se indica en el artículo 59 de la Constitución, va a abarcar a los 
servicios descentralizados. Por lo tanto, allí puede haber una contradicción de normas. 


SEÑOR ABDALA.- Me parece que son situaciones diferentes. 


Las normas que hacen referencia al Estatuto del Funcionario califican como normas presupuestales no por el 
Estatuto del Funcionario, sino porque están referidas en ese caso a un organismo que integra el Presupuesto 
nacional, que es la Corte Electoral. No es lo que ocurre con la OSE, que no integra el Presupuesto nacional; y 
las normas sobre funcionarios que van en el Presupuesto —lo dice la Constitución de la República-, van en 
tanto y cuanto estén referidas a los organismos que integran el Presupuesto nacional. Eso es claro. No me 
opongo a hacer una consulta jurídica, pero en principio esta norma está fuera. Esto no quiere decir que no 
pueda haber una disposición referida a OSE, puede haberla, pero no referida a aspectos de naturaleza 
presupuestal o con relación a aspectos que forman parte de las normas presupuestales, como las que refieren 
a funcionarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que entrar en un debate desde el punto de vista jurídico ahora nos 
va a complicar un poco. 


SEÑOR BERNINI.- En el mismo sentido que el señor Presidente, pienso que este es un tema que vamos 
a tener oportunidad de debatir más adelante, independientemente de que es bueno que conste en la 
versión taquigráfica. 


Interpreto que con esto lo que se pretende es transparentar políticamente algo que desde el punto de vista 
formal se podría hacer de otra manera. Quiero que lo que acabo de decir también conste en la versión 
taquigráfica, pero sugiero no profundizar más en el tema porque va a ser parte del debate que tendremos en la 
Comisión, y estoy seguro de que lo vamos a superar rápidamente. 


SEÑOR TRAVERSA.- En cuanto a la denominación de encargado de molino, es la que actualmente 
OSE determina en los contratos que celebra. Son once personas. 


La fecha que se mencionó responde a que el contrato más antiguo tiene unos cuarenta y dos años y el más 
reciente fue celebrado el 1* de enero de 1998. Con esto se pretende dejar cerrada esta ventana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 247. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quisiera una ampliación en cuanto a los alcances que podría tener esta norma 
vinculados, precisamente, a los establecimientos rurales turísticos, en el sentido de cómo podemos 
interpretar que el componente de circulación pública no puede superar los diez mil metros cuadrados, 
o sea, una hectárea, cuando a veces tienen un área mayor. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Con respecto a la pregunta del señor Diputado Pardiñas, la ley de 
ordenamiento había excluido del régimen previsto en la ley de urbanización de propiedad horizontal a 
los suelos rurales. Por lo tanto, eso está prohibido desde la ley de ordenamiento. 


La ley de ordenamiento había planteado, con carácter general, lo que ahora estamos poniendo en la redacción 
de este artículo proyectado en la Rendición de Cuentas; es decir, que las actuaciones de turismo residencial o 


similares, el área comprendida entre los componentes, la trama de circulación pública, no podrán superar ese 
máximo planteado allí, en la medida de que lo que la ley de ordenamiento habilita para aplicación del 
régimen de UPH, es solo en suelo categoría urbana y suburbana. Entonces, nuevamente retoma la redacción, 
colocando lo general y, a posteriori, la excepción, que se introdujo en la Ley N* 18.367, de 10 de octubre de 
2008, que refiere a que en suelos categoría suburbanas, cuando lo establezcan -esto quedó exactamente igual 
a como estaba en la Ley_N* 18.367— los distintos instrumentos de ordenamientos, estas superficies entre 
trama de circulación pública podrán exceder cuando se cumplan determinadas condiciones: cuando el destino 
principal sea el turístico y siempre que se asegure la continuidad de la trama de circulación pública y de libre 
accesibilidad a los espacios públicos actuales y a los que se creen. 


Lo que se agrega ahora, retomando lo que estaba en la ley, es que esto aplica no solo al régimen de UPH de la 
ley de propiedad horizontal sino también a cualquier régimen de propiedad. Es decir, a la vieja ley de 
propiedad horizontal N* 10.723. Lo que hacemos es retomar lo que estaba originalmente en la ley en el 
sentido de que se aplique a cualquiera ese régimen. La excepción sigue existiendo, tal cual quedó en la Ley 
N? 18.367. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera que se identifique el artículo al cual se refiere el acápite. En primer lugar, 
el inciso final del artículo 48 en la redacción dada por el literal C) del numeral 3 de la Ley N” 18.308, 
pero no dice de qué artículo. Aquí tendría que haber una referencia expresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Diputado: me señalan que es el artículo 38 de la Ley N* 18.308. 


(Diálogos) 


Pediría que si hay inconvenientes con este artículo, por escrito, se pudiera hacer la corrección y luego lo 
haríamos constar en la versión taquigráfica. 


SEÑOR GANDINI.- Por una cuestión de forma. Esta no es una norma presupuestal. Entiendo que se 
aprovechan las Rendiciones de Cuentas para poner normas que se necesita que salgan con más rapidez 
que una ley común, que a veces tiene otros tiempos. Pero también debe comprenderse que este es un 
tema muy específico, que quienes estamos en esta Comisión no hemos trabajado. 


En su momento voy a proponer que para este y otros artículos que vienen, utilicemos el procedimiento que 
hemos seguido en otros casos. Lo desglosamos, lo pasamos a la Comisión de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, que tiene a consideración en este momento el proyecto que vino del Poder 
Ejecutivo, Directrices Nacionales de Ordenamiento y Desarrollo Sostenible, vinculado a la ley y, además, fue 
la que estudió todas las normas vinculadas al ordenamiento territorial. Pedimos que en un par de semanas, 
antes de que venza el plazo, nos haga un informe. 


Me parece que es un tema delicado y que afecta a otras normas y la Comisión no se ha especializado en 
estudiar. Por tanto, nos cuesta entender qué afectamos, más allá de lo que estamos votando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay dos temas. Por un lado, la corrección que solicitaremos de la redacción 
de este artículo 248 y luego, el señor Diputado Gandini, solicita que puedan enviar a esta Comisión la 
fundamentación y explicación de este artículo. ¿Es así, señor Diputado Gandini? 


SEÑOR GANDINI.- Señor Presidente: quizá no me entendió; la fundamentación la tenemos, planteaba 
desglosar los artículos que vienen vinculados a modificaciones relacionadas con el ordenamiento 
territorial, pasarlos a la Comisión de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y que nos 
haga un informe. Esta práctica ya la hemos utilizado. Quienes han estudiado el tema, nos den opinión y 
luego votaremos aquí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo pondremos a consideración de la Comisión una vez que se retiren los 
invitados. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Estas cosas son dinámicas. Presentamos un texto, hemos seguido analizando y tenemos un texto 
alternativo al que hemos presentado. Le solicitaría al Director que haga su presentación. También lo 
pasaríamos por escrito, siguiendo la sugerencia realizada por el señor Presidente respecto al artículo 
anterior. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Este texto lo que pretende es generar una norma que actualice lo dispuesto 
por el artículo 1” del Decreto-Ley N” 14.530 de junio del 76. Que lo haga en concordancia y en función 
de lo dispuesto por el artículo 38 de la ley de ordenamiento del año 2008. 


El agregado que estamos planteando es al final del artículo. Antes de derogar el Decreto-Ley se debería 
colocar la frase que diga: a partir de la presente ley, se deberá dejar constancia de dicha sesión en el plano de 
fraccionamiento respectivo. Esto es con la intencionalidad de dejar explícito por la propia ley el 
procedimiento que se va a seguir para dejar constancia de esta transferencia de pleno derecho que ya 
establecía el Decreto-Ley. Es decir, cuando se realiza un fraccionamiento, las áreas agrupadas por trama de 
circulación pública quedarán libradas al efectivo uso público. Lo que no quedó incluido en este artículo es 
cómo se materializa eso. Por tal motivo, estamos agregando: a partir de la presente ley se dejará constancia... 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor, no interrumpan porque se hace difícil tomar la versión 
taquigráfica. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Como planteó el señor Presidente, vamos a mandarlo por escrito. La 
intención es la que señala el señor Diputado Posada. Podría haberse hecho vía decreto reglamentario 
pero lo bueno es que quede escrito en la ley como estaba antes. 


SEÑOR POSADA.- Es en el artículo 1” que se repite ahora con la modificación en el segundo 
inciso donde tiene incidencia la Ley de Ordenamiento Territorial, por cuanto establece un límite 
inferior. 


En la época de la dictadura, cuando se aprobó esta norma, se quiso salvar una circunstancia que se había dado 
desde hacía tiempo: hubo fraccionamientos y no se otorgaron las transferencias de la propiedad a los 
Gobiernos Departamentales, generándose una situación sin resolución. 


En realidad, este Decreto-Ley solucionó este problema a media, porque dejó una situación en que existen 
contradicciones en lo que hace el Estado a la hora de actuar. 


La condición que establece esta norma es que se dé libramiento al uso público del predio, pero hubo casos en 
los que no hubo transferencia del título de propiedad a los Gobiernos Departamentales ni se destinaron al uso 
público. De hecho, por distintas causas, se dio una posesión notoria a las personas que ocupaban esos 
predios. 


Entonces, acá empieza aquí hay otro problema. Cuando los titulares de esos predios quieren iniciar la 
prescripción treintenaria, se encuentran con una dificultad -porque la Dirección Nacional de Catastro ha 
aplicado criterios disímiles, en algunos caos permitiendo la inscripción de los planos, y en otros no. 


Con este comentario advierto que hay situaciones que subsisten porque en los hechos no siempre los espacios 
que en principio estaban previstos como espacios públicos terminaron siendo librados al uso público. 


En algunos casos la Intendencia no hizo ningún esfuerzo en ese sentido, porque de pronto le significaba un 
mayor gasto en el mantenimiento de zonas adyacentes a cañadas. 


Me parece que en algún momento deberíamos tratar de dar alguna señal con relación a estas situaciones para 
que por lo menos el Estado, en el área que corresponde -en este caso, con la inscripción de los planos por 
parte de la Dirección Nacional de Catastro-, actúe en consecuencia con lo que verdaderamente establece esta 
norma. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer una consulta por mera curiosidad. 


En función de la innovación de establecer este mínimo, quiero saber por qué razón se utiliza esta franja de 
ocho a diez. Es cierto que está en la Ley de Ordenamiento Territorial, pero de todas formas no deja de ser una 
curiosidad, porque parece un rango demasiado estrecho que, además, está demasiado bien redactado porque 
se supone que es de menor a mayor, pero eso es aparte. 


Entonces, ¿por qué razón hay que establecer ese piso y techo, aparentemente tan cercano? Quizás no lo es, y 
por eso lo pregunto. 


SEÑOR CHABALGOIT Y.- El Decreto Ley N” 14.530 establece un máximo de 20% para la circulación, 
pero en la mayoría de los fraccionamientos se superan ese porcentaje. 


Entonces, si se estuviera en el tope del 20% o si se superara, el artículo 38 de la Ley de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible, que establece que sin perjuicio de las áreas de circulación el 10%, como 
mínimo, deberá ser afectado para uso de espacio público, Cartera de tierras, etcétera -lo que dispongan los 
Gobiernos Departamentales-, quedaría sin margen de aplicación. Por eso se mantiene lo que se establece en 
el artículo 38, que es 10% -para casos excepcionales de áreas de vivienda de interés social los Gobiernos 
Departamentales podrán bajarlo a 8%. como mínimo- y se determina un máximo de 20%, dejando por fuera 
las áreas de circulación. 


Las áreas de circulación quedan por fuera de ese otro rango que se plantea para espacios públicos, Cartera de 
tierras u otros destinos, que el objetivo de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. Quizás 
cuando se redactó la ley no se advirtió este decreto, que de alguna manera entraba en contradicción, pues 
establecía un tope que hacía inaplicable el artículo 38 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible. 


Coincido totalmente con el señor Diputado respecto a que son situaciones que subsisten en muchos casos. 
Tomaremos nota de eso y veremos cómo junto a la Dirección Nacional de Catastro contribuimos a resolverlo, 
porque hay muchos casos de ese tipo. Ello se debió a la mala aplicación de la histórica Ley de Centros 
Poblados. 


SEÑOR POSADA.- En algunos casos el problema se planteó porque las entidades que hicieron el loteo 
quebraron, y jamás no se procedió jamás a establecer la transferencia a los Gobiernos 
Departamentales. Esa es una situación que no tiene resolución, salvo que efectivamente la Intendencia 
haya procedido al libramiento de uso público. 


En los casos en los que no lo hizo, habría que arbitrar la posibilidad para que las posesiones notorias tengan 
la posibilidad de tramitar la prescripción, si es que corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 249. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En este artículo también tenemos una pequeña variación con respecto al texto que enviamos. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Entregamos a la Presidencia un sustitutivo del artículo 249 para que sea 
distribuido a los señores Diputados. 


El objetivo y espíritu de este artículo es que la Cartera de Inmuebles para Viviendas de Interés Social -Civis- 
tenga mayor celeridad en su accionar, fundamentalmente, con relación a la tasación de los inmuebles, para 
ser más efectivos y volcar las tierras a los distintos Programas. 


En este caso, los señores Diputados recibieron la propuesta de que los servicios técnicos del Ministerio 
tasaran cuando el Ministerio enajenara para la construcción de vivienda de interés social. Hemos solicitado - 
mantuvimos intercambios con el Ministerio de Economía y Finanzas y la Dirección Nacional de Catastro- 
que los servicios técnicos del Ministerio también pudieran tasar cuando se diera la desafectación de los 
inmuebles, siempre y cuando fueran propiedad de otro organismo del Estado. Estas transacciones se harían 


estrictamente en el marco de los organismos públicos, fundamentalmente, Ministerios, Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados, que también serían incorporados a la Cartera de Inmuebles del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Todos estos procedimientos estarían exonerados de la declaración de caracterización urbana, que se exige por 
parte de la Dirección Nacional de Catastro. 


SEÑOR GANDINI.- Entiendo la intención de este artículo, que es buscar mayor celeridad. Sin 
embargo, me parece que por este método se elimina una necesaria oposición de intereses y se evita la 
especialización de un organismo que hasta ahora es el que rige todas las tasaciones para el Gobierno 
nacional, las Intendencias, los organismos descentralizados, etcétera. 


De esta manera, quien va a vender fija el precio de base. Una tasación termina siendo un cálculo que toma 
varios elementos y no necesariamente el precio de mercado, sino componentes diversos y, a mi juicio, no 
debe quedar en el mismo ámbito en el cual luego se produce la enajenación, por más que tenga como objetivo 
limitado las viviendas de interés social. Me parece que, además, fijamos un antecedente importante en cuanto 
a sacar de la órbita de Catastro un cometido que tiene exclusivamente definido dentro del Estado. 


Este un comentario que quiero adelantar por si el Ministerio tiene otra visión. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Compartimos la preocupación del señor Diputado pero nos gustaría 
aclarar que, esctrictamente, aquí se está hablando de desafectaciones entre organismos públicos. Acá 
no hay bienes que tengan valor de mercado sino, como lo establece la reglamentación general, que 
requieren de su valor castastral estrictamente. Lo que estamos haciendo es solicitar la autorización 
para que el Ministerio también lo pueda hacer, coordinadamente con la Dirección de Catastro. Esto no 
quiere decir que Catastro esté eximida de establecer las tasaciones sino que, eventualmente, llegado el 
caso, pudiera acordar y autorizar que la tasación la haga el propio Ministerio. Es decir que esto sería 
adicional a lo que pueda hacer Catastro. Si llegado el caso, por razones coyunturales, no pudiera tasar 
rápidamente, el Ministerio, con sus servicios técnicos, estaría habilitado a hacerlo, siempre y cuando 
estemos hablando de inmuebles de propiedad de otro organismo público, de distinta categoría; puede 
tratarse de otros organismo dentro del Estado, Ente Autónomo o Servicio Descentralizado, como está 
explícitamente detallado en el artículo. 


Tal vez se podría distribuir esta redacción para una cabal comprensión, pero aclaro que no estamos hablando 
del régimen o de la intervención ante privados, bajo ningún concepto. 


SEÑOR GANDINI.- Me gustaría tener la nueva redacción, porque la que estudiamos hace una 
formulación genérica, por la que esto queda habilitado para cualquier tipo de enajenación, también 
con privados. En el caso que se nos relata, la situación cambiaría sustancialmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acordamos con el señor Ministro y sus asesores que nos harán llegar la nueva 
redacción, no sé si en la tarde de hoy. En cuanto la tengamos, será repartida. 


Pasamos a considerar el artículo 250, con respecto al que no hay comentarios. 


Tampoco hay comentarios en cuanto al artículo 251, por lo que pasaríamos a referirnos al artículo 252. 


SEÑOR ABDALA.- Al contrastar la norma proyectada con la vigente -quiero confirmar si es así- 
advierto que lo que se elimina es la notificación o comunicación a través de la facturación mensual. 
Pregunto si es así y si lo es, por qué razón. Tal vez se me explique que hay medios más modernos que, 
seguramente, sustituyen esta vía, pero quienes pagamos facturas -que somos todos los uruguayos- 
sabemos que, de hecho, las empresas públicas siguen utilizando la comunicación a través de ellas con 
mucha fruición, porque es un mecanismo muy seguro. 


SEÑOR TRAVERSA.- El espíritu de esta norma, o de la modificación, se centra en que la publicidad 
que se debía dar a las nuevas redes de saneamiento se canalizaba principalmente a través de 


publicaciones en dos diarios de circulación nacional y del Diario Oficial, además de la comunicación a 
través de la factura. Con el correr del tiempo luego de sancionada esta norma, se detectó que la 
publicidad a través de los diarios de circulación local y del Diario Oficial no surtía el resultado 
esperado. Esto es: no lograban notificar correctamente a los propietarios o promitentes compradores 
con frentes a las nuevas redes de saneamiento, el hecho de la construcción de esas nuevas redes y, por 
tanto, generaba problemas de aplicación. Además, en la forma en que estaba configurado el 
mecanismo, que implicaba publicar el detalle de todas las calles por las que corrían las nuevas redes, 
generaba publicaciones muy grandes y cuantiosas para el resultado que se estaba procurando. En ese 
sentido, lo que se establece es dejar abierto a la reglamentación la fijación de los métodos de 
publicación, de forma de lograr una comunicación fehaciente para los propietarios o promitentes 
compradores. En ese sentido, era bastante engorroso describir todas las situaciones porque OSE 
cuenta con varias alternativas, no solo la comunicación a través de la factura, que por cierto se va a 
realizar ya que, por ejemplo, ese mecanismo puede estar llegando a inquilinos del inmueble y no a los 
propietarios o promitentes compradores, que son los obligados a conectarse al saneamiento. En ese 
sentido, se está dejando abierta la reglamentación para que establezca las diferentes formas de 
comunicación a fin de llegar de la manera más efectiva a la población. 


SEÑOR ABDALA.- Entiendo la explicación. También es verdad que habría otra variante. Si en todo 
caso, a texto expreso, hay una vía que se supone que ha sido idónea, que es la de la facturación, no 
habría razón objetiva para eliminarla, aunque sí la de los medios de circulación nacional, que se dice 
no ha sido lo suficientemente eficaz. La alternativa intermedia sería mantener la facturación y, por 
supuesto, dejar librado a que la reglamentación disponga otras vías o alternativas, pero nosotros lo que 
queremos es conocer el criterio de la Administración antes de resolver. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Creo que lo que pasa es que se incluye un mecanismo que entiendo que sustituye 
a la facturación, que es la notificación. El artículo expresa: "[...] cuando se construyan nuevas redes de 
saneamiento o amplíen las actuales, [...] lo deberá notificar a los propietarios o promitentes 
compradores de los inmuebles con frente a las mismas |[...]"". 


Esto es mucho más eficaz que la propia facturación, porque se trata de una notificación por el tema específico 
de la ampliación de la red. Por ello creo que se sustituye el hecho de que sea comunicado por la facturación. 
Esa es mi interpretación. 


SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- Hoy las comunicaciones son muy dinámicas y permanentemente 
surgen nuevas posibilidades. Nadie más interesado que OSE en que la información llegue al interesado, 
pero establecerlo por ley, más allá de lo que expresa el artículo, sería demasiado para una norma que 
va a perdurar. Me parece que la redacción del artículo se ajusta, medianamente, a lo posible, y se 
faculta al organismo a dinamizar el mecanismo de acuerdo con sus necesidades. Quizás dentro de dos o 
tres años surja una nueva posibilidad y es difícil establecerla por ley. Reitero que, seguramente, el 
mayor interesado en que la gente esté informada sea OSE. Entonces, ponernos muy celosos en cuanto a 
la precisión de una ley me parece que puede dificultar a futuro la propia comunicación. 


SEÑOR ABDALA.- Mi duda surgía -simplemente hice preguntas a efectos de poder entender el 
temperamento de la Administración a la hora de proponer esto- en función de que en la explicación 
que se acaba de formular se nos decía que la facturación, efectivamente, había sido un medio eficaz e, 
inclusive -si no entendí mal-, se nos dijo que se pretendía mantener como vía de comunicación, que 
también es una forma de notificar. Reitero que no estoy prejuzgando, sino que simplemente quiero 
saber por qué razón lo que estaba a texto expreso se elimina y cuál es el argumento para establecer una 
concepción abierta y amplia, para que después se vea qué se piensa hacer. Ese era el sentido de la 
interrogante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 253, sobre el que no hay comentarios. 


Se pasa a considerar el artículo 254. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Lo que recibieron los señores legisladores en este artículo persigue la 
posibilidad de que en los Programas que ejecuta el Ministerio de Vivienda efectivamente podamos, en 
forma rápida y eficiente, otorgar un derecho real a todas las familias con la posibilidad de genera la 
compra venta efectiva. Por los tanto, estimamos que de esta forma quedamos incluidos como 
Ministerio de Vivienda en los beneficios que genera la Ley N” 18.795 vinculados a la constitución de la 
propiedad horizontal al otorgamiento del préstamo e hipoteca por parte de una institución financiera. 


El asunto es que después de profundizar la discusión con los asesores legales, la Agencia y el Ministerio de 
Economía y Finanzas se vio es que sería mucho más eficiente, menos complejo y con menos dificultades 
operativas que no se generara toda esta reglamentación que se estaba planteando, sino que se pueda modificar 
los literales C) y F) del artículo 18 de la Ley_N? 18.795, incluyendo al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y los Programas financiados con préstamos del Ministerio, de modo tal de que 
las familias efectivamente puedan tener la compraventa y la escritura en forma inmediata a la ocupación de 
las viviendas. 


Lo que hoy sucede es que la propiedad horizontal nace una vez que se generan las habilitaciones y esto, a 
veces, implica plazos de uno o dos años en donde, eventualmente, si hubieran modificaciones la familia no va 
a poder regularizar ni escriturar pero, además, tendrá costos incrementales y bastante onerosos al presupuesto 
familiar. De esta forma, quedando incluidos como lo está la Agencia y el Banco Hipotecario en este artículo, 
estaríamos resolviendo el asunto y las familias no tendrían una promesa de compraventa, sino la compraventa 
y la propiedad horizontal nacida por el imperio mismo de la ley. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Tengo una inquietud respecto al literal D) planteado en este artículo, en la 
redacción dada por el Poder Ejecutivo. Aquí se establece una serie de condiciones para poder hacer la 
traslación de dominio a afectación de derechos reales. El literal D) indica que se debe contratar un 
seguro contra incendios. 


La inquietud que nos surge se da en el caso de edificios que ya están hechos y en los que no se han previsto 
todas las condiciones que exige la Dirección de Bomberos para habilitar la seguridad contra incendios. Eso es 
oneroso a la hora de contratar un seguro contra incendio. 


Entonces, pregunto si está contemplado cómo operaría el Ministerio para arbitrar una solución, porque esto 
puede transformarse en una norma onerosa para esta traslación, que es lo que se busca salvar. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Completamos el articulado dentro de lo que estaba previsto en el Inciso 14. 


Los artículos 313 y 314 refieren al Banco Hipotecario del Uruguay. Si la Comisión lo entiende pertinente 
podemos explicitarlos en este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, se pasa a considerar el artículo 313. 


SEÑOR TRAVERSO.- El artículo 313 plantea: "Sustitúyese el artículo 89 de la Carta Orgánica del 
Banco Hipotecario del Uruguay por el siguiente:- 'Artículo 89”.- En los remates judiciales o 
extrajudiciales realizados en aplicación de la presente Carta Orgánica, el Banco podrá realizar ofertas 
que no sobrepasen el 90% del valor de tasación del inmueble, establecido por tasador designado por el 
Banco, ni dos veces el valor catastral del inmueble'". 


De acuerdo con lo dispuesto por la Carta Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay y la Ley N* 18.125, el 
Banco puede ejecutar extrajudicialmente sus créditos con una base del 75% del valor de tasación catastral 
para el primer remate, y hasta el 50% de esa tasación para el segundo remate. 


La base de 75% del valor de la tasación catastral en el caso del primer remate extrajudicial, que introduce la 
Ley N” 18.125, permitió que durante estos años se pudieran rematar los inmuebles por encima del valor de 
tasación referido. No obstante, en tanto los valores de tasación catastral no han acompasado los valores de 
mercado, y considerando que la norma que se pretende modificar prohibe al BHU hacer posturas en los 
remates extrajudiciales para defender su crédito, se ha dado algún caso en que la postura fue sensiblemente 


menor al valor de tasación del Banco -establecido por tasador supernumerario-, en cuyo caso se terminó 
malvendiendo inmuebles en detrimento de la recuperación de los créditos concedidos y del patrimonio de los 
deudores. 


La prohibición de realizar postura, que establece el artículo 89 de la Carta Orgánica del Banco Hipotecario 
del Uruguay, que se pretende modificar, tenía su sentido en un régimen que establecía como base de tasación 
a la deuda por el crédito hipotecario más los gastos. No había necesidad de que la Institución pretendiera 
ofertar más de esa suma. 


Con la disposición proyectada se autoriza al Banco a hacer posturas en los remates judiciales y 
extrajudiciales regulados por la Carta Orgánica del BHU, pero con ciertos límites, es decir, ofertas que no 
sobrepasen el 90% del valor de tasación del inmueble -establecido por tasador designado por el Banco- ni dos 
veces el valor catastral del inmueble. Estas limitaciones se justifican porque por un tema de política de riesgo 
no es intención del Banco hacerse de inmuebles, sino proteger sus créditos. 


Por su parte, el artículo 314 establece: "Se autoriza al Banco Hipotecario del Uruguay a capitalizar los ajustes 
por revaluación de bienes de uso por la suma de $ 491:000.000". 


Básicamente, la justificación de esta norma es que al 31 de diciembre de 2012 el Banco presentaba un saldo 
de la cuenta de patrimonio denominada "Ajustes por Revaluación de bienes de uso" por la suma de 

$ 491:000.000. Dicha suma corresponde al total de reajustes a los referidos activos, como ser inmuebles, 
muebles, útiles. 


Tal partida es considerada en el cómputo de la "Responsabilidad Patrimonial Neta de las Instituciones de 
Intermediación Financiera", de acuerdo a lo establecido en el artículo 154 de la Recopilación de Normas de 
Regulación y Control del Sistema Financiero del Banco Central del Uruguay. 


A efectos de que el Banco Hipotecario no vea disminuida la responsabilidad patrimonial que acredita frente 
al Banco Central, es necesario capitalizar la partida contabilizada actualmente como "ajustes por revaluación 
de bienes de uso". Se trata de una imputación contable que no altera las cuentas nacionales ni el total del 
patrimonio del organismo; no implica un incremento de su patrimonio. Por ser una institución del Estado, el 
capital del BHU y sus incrementos deben ser autorizados a través de norma legal, lo cual se pretende hacer a 
través de este artículo. 


SEÑOR ASTI.- Me parece correcta la propuesta, pero el problema es que cada dos o tres años va a 
pasar exactamente lo mismo, por lo cual, deberíamos buscar una norma que lo habilitara a realizarlo 
en los ejercicios siguientes. Esto soluciona la situación de hoy, de los reajustes que se dieron hasta el 
momento actual, pero seguramente, dentro de unos años, va a ocurrir exactamente lo mismo y 
tendremos que utilizar una Rendición de Cuentas nuevamente para esto. Sería mejor pensarlo y 
redactar una norma que permita la capitalización de los ajustes por revaluación de forma periódica, 
todos los años o cada cinco años, pero prever esta situación hacia el futuro. 


SEÑOR IBARRA.- Me parece bien la propuesta en términos generales, pero no se expresó por parte de 
la delegación si sobre ambos artículos, el 313 y el 314, se habló con el Directorio del Banco Hipotecario 
y hay acuerdo al respecto -porque estamos entrando nuevamente en un Ente Autónomo-, ya que, de lo 
contrario, sería bueno hacer alguna consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Fundamentalmente, tomando en cuenta que por el artículo 313 estamos 
modificando la Carta Orgánica. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Se trata de iniciativas del Banco Hipotecario, está conversado; nosotros lo asumimos y por eso es que lo 
estamos explicitando en este momento. 


La sugerencia planteada por el señor Diputado Asti, obviamente, es un tema a conversar con las autoridades 
del Banco, para visualizar una solución de cara al futuro. 


SEÑOR OTEGUI.- Quiero hacer dos preguntas con respecto a Mevir. 


En primer lugar, sé que hay, por lo menos, dos situaciones de jóvenes a los que, constituyendo matrimonio y 
trabajando a más de 25 kilómetros del lugar de residencia, les están cuestionando y pidiendo la vivienda. 


En segundo término, sé de interesados que no fueron aceptados por los asistentes sociales porque eran hijos 
de malos pagadores. Quisiera saber si eso es una disposición del señor Ministro, de la Comisión Directiva o 
si se trata de una interpretación especial de parte de algún equipo técnico. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Yo puedo dar una respuesta general, y es que no hay disposición del Ministro. Tampoco hay disposición 
por parte de la Comisión Honoraria, pero sería mejor que el Presidente de Mevir y Director de 
Vivienda Rural, escribano Ariel Díaz, complementara mi respuesta. 


SEÑOR DÍAZ.- Agradezco la pregunta al señor Diputado Otegui. 


Es imposible que los interesados no sean aceptados porque los padres son malos pagadores. Sí estamos 
tratando de regularizar situaciones de pueblo, de endeudamiento, bastante críticas, que a veces están al lado 
de dos programas distintos y hay una situación de repago; y estamos haciendo un trabajo social, previo al 
desarrollo de un plan, para ver de dónde deriva cada situación, porque se dan injusticias del tipo de que, 
mientras un vecino se sacrifica y paga, otro tiene coche y televisión por cable, y no lo hace. Entonces, 
estamos tratando de regularizar estos casos, pero de ninguna manera el hecho de que los padres no paguen 
determina que los hijos no puedan ser titulares. 


Con respecto a la otra pregunta, debo decir que en general se determina un radio de intervención. A veces hay 
una limitante, por ejemplo, de terreno para que se pueda desarrollar un plan muy ambicioso, si este es muy 
acotado. Puedo citar un caso concreto para que sirva de ejemplo. En Cardona se hace un llamado solo para 
esa localidad y no para Florencio Sánchez, porque el terreno no da. Estamos utilizando terrenos que eran de 
Mevir, que por el artículo 225 de la Rendición de Cuentas de 2010 se determina que esa tierra, 
automáticamente es categorizada. Entonces, tenemos situaciones como la de Cardona, en las que el predio no 
permite que se inscriba gente que vive al lado, en Florencio Sánchez. De todas maneras, aclaro que estamos 
categorizando tierras que son de Mevir en Florencio Sánchez, a los efectos de desarrollar otro plan y hacer el 
llamado para esa localidad. Y hay situaciones en que correr unos metros la línea del llamado, sobre todo, en 
unidades productivas, determina un número importantísimo. Un caso concreto es el de Canelones, donde si 
corríamos dos metros la línea del llamado, se presentaban veinte o treinta más, y había setenta inscriptos para 
analizar, a los efectos del desarrollo de las unidades productivas. 


SEÑOR OTEGUL.- Fue muy claro el señor Ministro al enfatizar que no se toma en cuenta la categoría 
de mal pagador de los padres, sin embargo, tengo nombre y apellido de las personas del sistema de 
asistencia social que han manejado ese criterio. 


Por otra parte, debo decir que la situación a la que me referí en la pregunta no tiene que ver con lo que 
planteó el escribano Díaz, más allá de que está muy claro, sino que se trata de jóvenes matrimonios que 
viven, por ejemplo, en Merinos y trabajan en La Tentación o cerca de allí, a más de 60 kilómetros, y como no 
trabajan cerca de donde residen les están por pedir la casa. 


De todas maneras, me queda claro que esto no se debe a una posición de Mevir ni del señor Ministro y, tal 
vez, se trate de una mala interpretación de los servicios técnicos. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Más allá de que haya que analizar el caso concreto, lo que se pretende con las políticas de vivienda es 
solucionar el problema de habitación de la gente y no un tema de propiedad. Entonces, obviamente, si 
hay una familia que está viviendo a "equis" distancia de donde tiene su trabajo y de donde se está 
desarrollando, no se le va a dar o posibilitar la atención con vivienda, si se presume que no la va a usar 
porque no es posible que sostenga el trabajo con el traslado que conlleva. 


SEÑOR OTEGUL. Es gente que tiene la casa hace más de cuatro años, pero después hablamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dar fe de que si hay un Ministerio que siempre ha estado abierto a 
consultas sobre casos es, precisamente, el de Vivienda. 


Agradezco a todos los legisladores la colaboración. Asimismo, agradezco a las autoridades del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente todo el tiempo que nos han brindado en la tarde de 
hoy. Quedamos a la espera de las correcciones que nos van a enviar. 


El otro tema que planteó un señor Diputado, acerca de buscar una solución a más largo plazo, creo que 
amerita otra discusión que, quizá, no tengamos en esta Rendición de Cuentas, aunque sería bueno que así 
fuera. 


Les agradezco mucho vuestra presencia en la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente) 


SEÑOR GANDINI.- A efectos de cerrar el tema que quedó pendiente con la anterior delegación, quiero 
dejar planteada una cuestión específica y, cuando al Presidente le parezca oportuno, la pondrá a 
consideración. 


Los artículos del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que tienen que ver con 
modificaciones o referencias a la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible que proponía que 
fueran a consulta de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente son los artículos 244, 247 y 248. 
Lo planteo porque es un tema que debemos resolver para darle tiempo a trabajar a los Diputados de esa 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomaremos en cuenta su planteo, señor Diputado Gandini. 


(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio de Turismo y Deporte) 


Damos la bienvenida a la delegación del Ministerio de Turismo y Deporte, integrada por la Ministra, 
señora Lilian Kechichián; el Subsecretario, doctor Antonio Carámbula; la Directora General de Secretaría, 
escribana Hyara Rodríguez; el Director Nacional de Turismo, señor Benjamín Liberoff; el Adscripto a la 
Dirección General, contador Alberto Ferrari Rippa; el Director Nacional de Deporte, profesor Ernesto 
Trurueta, y el Director de Infraestructura Deportiva y Administrativa, arquitecto Daniel Daners. 


Antes que nada queremos pedirles disculpas por la demora. La reunión de la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente se 
extendió más de lo que se había previsto, pero los señores Diputados deben aprovechar esta oportunidad en la 
que concurren las autoridades ministeriales para hacer todas las preguntas que entiendan del caso. 


SEÑORA MINISTRA DE TURISMO Y DEPORTE.- Agrego que también nos acompaña el profesor 
Alvaro López, responsable del Programa BID en el Ministerio. 


Es un gusto estar aquí. 


Como habrán visto, en el Inciso 9, "Ministerio de Turismo y Deporte", tenemos el artículo 185 y el 186. En 
virtud del artículo 185 se extiende la posibilidad de contratar docentes y guardavidas; lo que se hace es 
extender lo establecido por el artículo 441 del anterior Presupuesto. El artículo 186 establece la autorización 
a la Unidad Ejecutora N* 2, "Dirección Nacional de Deporte", a contratar por única vez, en el régimen 
previsto en el artículo 53 de la Ley N* 18.719, a personas que se encuentren desempeñando funciones en 
regímenes de guardias médicas y servicios técnicos profesionales y especializados en el Laboratorio de 
Control de Dopaje. 


Como ustedes saben, tenemos un laboratorio único en el país, que efectúa análisis para la detección y 
confirmación de uso y abuso de drogas, que cumple exactamente con las normativas internacionales que 
impone la WADA. El laboratorio tiene una larga historia, de más de treinta años de existencia, y cuenta con 
gran reconocimiento internacional por la calidad de su trabajo. Desde hace años, en este laboratorio se 


realizan los análisis que solicitan laboratorios y también otros Ministerios, como el del Interior, con el que 
tenemos un convenio específico en este sentido. Repito que se trata de un laboratorio reconocido a nivel 
nacional e internacional. 


Entonces, ¿por qué estamos fundamentando la necesidad de mantener el personal con experiencia? Porque 
teníamos determinadas guardias médicas pero a partir de un proceso de traspaso de la ficha médica -dada la 
existencia hoy del Fonasa y que los exámenes se pueden hacer a nivel de las instituciones tanto públicas 
como privadas- algunas especialidades empezaban a dejar de tener sentido. Para mantener el nivel de calidad 
de los servicios que se brindan a los diferentes usuarios, hicimos una reciente adquisición de equipamiento 
nuevo y moderno que exige WADA -la Agencia Mundial Antidopaje- para sus análisis. Actualmente, 
contamos con tres químicas farmacéuticas presupuestadas, una profesional, una técnica y una especializada 
con experiencia y, en este momento, para nosotros, su contratación es imprescindible. 


El trabajo calificado de las ex guardias médicas permite mantener a los usuarios de los servicios del 
Ministerio del Interior, de Hípica Rioplatense y de muchas instituciones. Ese es el sentido que le estamos 
incorporando a este artículo. 


SEÑOR ABDALA.- A los efectos de la comprensión del alcance de la propuesta, en el caso del 
artículo 186, la explicación de la señora Ministra ha sido elocuente; sin embargo, quiero preguntar lo 
siguiente. Surge del sentido literal de lo que aquí se establece que el propósito es contratar a las 
personas que ya se encuentran cumpliendo esa función. Me gustaría saber de cuántas situaciones de 
este tipo se trata y en qué régimen laboral han venido trabajando hasta ahora, lo cual será sustituido 
por el régimen de contrato de derecho público. 


Con relación al artículo 185 no alcanzo a comprender cuál es la innovación. Parecería que el artículo original 
de la Ley de Presupuesto estableciera ya la posibilidad de financiar estos convenios, entonces, no entendí 
muy bien por qué razón es necesario reafirmarlo con esta sustitución, o será, en todo caso, que la partida se 
destinará exclusivamente a eso y no a otras finalidades que estaban previstas en la Ley de Presupuesto. 


SEÑOR ABT.- Mi consulta es sobre el artículo 185, en el cual se pide más recursos para la 
implementación del servicio de guardavidas y de personal para el mantenimiento y cuidado de las 
plazas de deportes. 


Comparto totalmente la inquietud, dada la problemática que existe con los guardavidas durante todas las 
temporadas en las distintas playas de nuestro país, más cuando se ve que las distintas brigadas de los 
departamentos tienen diferentes ordenanzas. Algunos departamentos están cubiertos durante los meses más 
importantes del verano, después el servicio se corta y se vuelve a fortalecer en la semana de turismo. 
Entiendo que esto va de la mano del turismo; una de las bellezas más lindas que tenemos para ofrecer a las 
personas que nos vienen a visitar son las playas y también el cuidado y la protección de las mismas. Sin 
embargo, tengo entendido -por una gran cantidad de compañeros- que todavía hacen falta guardavidas para 
poder tener un mejor cumplimiento de la seguridad de las playas. Quiero saber si se va proteger a las plazas 
de la misma manera, con guardavidas, o se va a poner más énfasis en las distintas playas en los meses de 
temporada. 


SEÑORA MINISTRA DE TURISMO Y DEPORTE.- En el artículo 185 no hay aumento de partidas. 
Estamos pidiendo autorización para que con la misma partida de dinero se nos permita, además de lo 
que ya se nos permitía en la Rendición de Cuentas anterior, incorporar docentes y guardavidas. 


Aclaro al señor Diputado Abt que los guardavidas a los que hice referencia no son para las playas. Las playas 
no son responsabilidad del Ministerio de Turismo y Deporte sino que sobre ellas tienen responsabilidad los 
Gobiernos departamentales 


Estamos pidiendo guardavidas en virtud de que durante décadas Uruguay tuvo unas cuarenta piscinas abiertas 
pero cuando termine este período de Gobierno veinte de ellas estarán techadas. Esto quiere decir que piscinas 
que funcionaban treinta días al año, hoy funcionan diariamente, desde la hora 8 hasta la hora 22, en casi todos 
los lugares. Es decir que hay más demanda de profesores y de guardavidas. Estos últimos son para nuestras 
piscinas y, en muchos casos, para nuestro programa de verano en el que se enseña a nadar a muchos niños en 


nuestras piscinas abiertas o cerradas e, inclusive, en algunos arroyos o lagos en el interior del país donde no 
hay infraestructura. 


Con relación al artículo 186, aclaro que se trata de cuatro personas. Lo que estamos tratando es lo siguiente. 
En la actualidad la WADA nos exige personal calificado y con experiencia, pero hoy la Universidad de la 
República no está preparando ese tipo de profesionales. Por tanto, no queremos que estos técnicos pierdan la 
experiencia que en el laboratorio adquirieron. Por consiguiente, lo que planteamos sería una forma de 
cumplir con esos requisitos, una forma interesante de no perder personal calificado, con experiencia y, por lo 
tanto, de mantener la acreditación internacional que la WADA nos ha dado en este último tiempo. A su vez, 
podríamos tener los recursos humanos calificados para utilizar el nuevo equipamiento que adquirimos. 


Ese era el sentido. 
En cuanto a los aspectos generales, en el Ministerio hay dos Unidades Ejecutoras: la 01, que es Turismo, y la 
02, que es Deporte. Vamos a hacer una exposición lo más rápida posible, en virtud de que el tiempo es 


escaso, aunque la Rendición de Cuentas de 2012 tiene muchos aspectos que nos gustaría compartir. 


En el año 2012 llegaron a Uruguay casi tres millones de visitantes de diversas procedencias; realmente, fue 
un año muy bueno. Ingresaron unos US$ 2.036:000.000 por ese turismo. 


(Se proyecta spot publicitario) 


Como pueden ver, ese es el último spot de presentación país, que nos pareció bien que lo fueran viendo. 


Realizamos acciones de fuerte impacto en los mercados regionales, en la Argentina, porque enfrentamos un 
2012 bastante diferente a los años que veníamos teniendo. Las medidas macroeconómicas adoptadas por la 
Argentina -que, como todos saben, implementó medidas restrictivas y disuasivas para la salida en condición 
de turistas de sus conciudadanos- y las sucesivas devaluaciones aplicadas por Brasil -con un real que pasó de 
$ 1.60 a$ 2.06-, nos obligaron a profundizar la promoción. 


Asimismo, venimos con una reducción fuerte de llegada de uruguayos residentes en el exterior -que vienen 
de lugares que hoy están sumidos en una profunda crisis- que también considerábamos turistas cuando 
llegaban al Uruguay. 


De cualquier manera, podemos decir que el turismo en 2012 llegó casi al 6% del PBI y la participación del 
turismo en la economía es de aproximadamente un 7,5%. 


En 2012 también se produjo el cese de las operaciones de Pluna que en su momento supuso un retroceso en la 
conectividad aérea del país. Por suerte, rápidamente, otras empresas empezaron a cubrir algunos de esos 
servicios. Teniendo en cuenta los destinos a que volaba Pluna -Argentina, Chile, Brasil y Paraguay- la 
conectividad se ha recuperado casi totalmente aunque, como nos han escuchado decir, todavía hay varios 
destinos en Brasil que podrían ser cubiertos: Brasilia, Belo Horizonte y el nordeste. 


En definitiva, fue un año con particularidades por las medidas de los países de la región, por el cierre de 
Pluna y, a fin de año, por el anuncio de Iberia de retirar el vuelo directo que en su momento era el único de 
conexión transatlántica que teníamos. Por suerte, a inicios de 2013, a través de Air Europa -que ya está 
cumpliendo tres frecuencias semanales- y de Air France -que tiene cinco frecuencias semanales-, pudimos 
recuperar esa conectividad, que hoy es mejor que la que teníamos antes del retiro de Iberia. 


Uruguay se ha consolidado como un destino de inversiones turísticas. El sector turístico representó 
aproximadamente un 17% del total de las inversiones aprobadas por la Comap. Nosotros analizamos unos 68 
proyectos por alrededor de US$ 338:000.000, vinculados directamente al turismo, que aumentaron el número 
de plazas considerablemente: cerca de 5.000 plazas nuevas. En el año 2011 habíamos aprobado 48 proyectos 
y en 2012 aprobamos 68. Pasamos de US$ 136:000.000 en proyectos turísticos a US$ 338:000.000 en 2012. 


Terminamos de elaborar el proyecto de ley de turismo que ya se está tratando en la Comisión correspondiente 
del Parlamento, en procura de mejorar la ley vigente, que sobrevivió a la dictadura y viene de 1974. Fue un 
trabajo de múltiples actores: los profesionales del Ministerio de Turismo y Deporte 


———Que consideramos como los de más historia en los temas del turismo- con una amplia interacción con el 
sector privado y con muchos aportes de la Cámara de Turismo y de la Organización Mundial de Turismo. 
Creemos que terminamos entregando al Parlamento un texto moderno, aggiornado, amplio, comprensivo de 
distintos factores y que recoge el alto impacto que la actividad turística está teniendo, por ejemplo, en las 
tecnologías de la comunicación; también son impactadas fuertemente la comercialización y la promoción. En 
la mañana de hoy recibimos un correo de la Organización Mundial del Turismo pidiéndonos autorización 
para publicar nuestra ley de turismo a la que consideran una de las mejores de la región que la OMT ha 
recibido. Para nosotros eso significó una gran alegría. 


En el año 2012 trabajamos mucho en capacitación, con la Policía Caminera, con la Policía Turística, con 
diferentes Intendencias y con los taxistas. 


Hemos realizado un trabajo fuerte en el tema marca país que, como saben, no es solo una marca turística sino 
que representa al Uruguay entero. Aplicamos varias recomendaciones de la consultoría de percepción de 
marca país que se había hecho en 2009 y se continuó mejorando su posicionamiento internacional. En el 
marco de la Ciasex que el Ministerio de Turismo y Deporte integra, se realizaron varios talleres con 
organismos oficiales y con el sector privado. A partir de ahí se realizó un protocolo de convenio para el uso 
de la marca país y firmamos 45 convenios. El último que firmamos fue con los cítricos que, para alegría de la 
producción uruguaya, desde ayer ingresaron a Estados Unidos y también para alegría de los que trabajamos 
en la marca país, porque cada naranja y cada limón que entre a ese país lo va hacer con el loguito de 
"Uruguay Natural" y esa es promoción de la mejor, con productos de altísima calidad. 


Por otra parte, se hicieron inversiones importantes en promoción en el Parque Santa Teresa. Instalamos 
cartelería específica que fue diseñada en el año 2011 con una inversión de más de $ 2:000.000. También 
invertimos en cartelería en rutas, se confeccionó un plan de mejoras en acuerdo con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y comenzamos con las Rutas Interbalnearia, N* 9 y N” 10, donde ya está 
instalada. 


Participamos como Ministerio en la Comisión Técnica que elaboró el pliego del llamado para el Centro de 
Convenciones de Punta del Este, cuya presentación pública se hizo en estas horas. 


Trabajamos en el proyecto "Embajadores", que tiene que ver con el turismo de reuniones. Hicimos tres 
desayunos de trabajo y trabajamos con más de setenta invitados apoyando las candidaturas de Uruguay en 
distintos congresos. Muchas veces recibimos la señal de que por suerte Uruguay no había sido elegido porque 
representaría mucho trabajo y mucho gasto; así nos lo dicen. Sin embargo, hemos ido cambiando esa 
percepción y hoy tenemos un proyecto que ayuda a conquistar congresos y seminarios, convencidos de que 
es un segmento del turismo que deja muchas divisas al país. 


Participamos activamente en la Reunión de la Asamblea de Gobernadores del BID, fuimos parte de la 
comisión organizadora y atendimos un stand institucional. También formamos parte del Capítulo 
Latinoamericano en Medellín, Colombia, en agosto de 2012, y de la Asamblea Mundial de ICA, en San Juan 
de Puerto Rico. Nombro la Asamblea de Gobernadores del BID porque fue una presentación al mundo 
extraordinaria; salvamos esa prueba con muy buena nota y dejó al Uruguay muy bien posicionado, como un 
país que realmente puede organizar un congreso de los más importantes y de mayor nivel en el mundo. 


Recibimos 225 cruceros en todos el país, 119 en Montevideo y 106 en Punta del Este, significando un 30% 
de incremento respecto a la temporada anterior; desembarcaron una 350.000 personas, un 27% más que en la 
temporada 2011. 


Realizamos en San José la primera ronda de negocios de turismo en espacios de naturaleza, como se 
denomina al turismo rural. Eso fue muy importante para promover la comercialización y para coordinar las 
propuestas que tiene la Sociedad Uruguaya de Turismo Rural que, por suerte, hoy nuclea a más de 130 
emprendimientos registrados en el Ministerio, vinculados a estancias y chacras turísticas y a todas las 
modalidades que tiene el turismo en espacios de naturaleza. 


Firmamos un convenio importante entre el BROU, la Asociación de Turismo Rural y el Ministerio de 
Turismo y Deporte, que permite a estos empresarios acceder a créditos del Banco de la República Oriental 
del Uruguay para invertir, fundamentalmente estimulando la innovación 


Trabajamos fuertemente en el turismo cultural. Desarrollamos acciones en conjunto con el Ministerio de 
Educación y Cultura vinculada al programa "Museos en la Noche". Se trabajó muchísimo coordinando con 
Intendencias departamentales, con Ministerios, con Cambadu, con el Museo del Carnaval, con el Museo 
Blanes, con el Museo Torres García, con el Museo Gurvich, con Cinemateca y con los shoppings, para la 
promoción de eventos culturales. 


Junto con la gente de Montevideo y el proyecto "Descubrí Montevideo Gastronómico" elaboramos un 
conglomerado de turismo que fue verdaderamente exitoso. 


Asimismo, reactivamos un proyecto de café y bares de gallegos en Montevideo. Allí trabajamos junto con el 
Ministerio de Educación y Cultura y con Cambadu. 


Hicimos el lanzamiento de la temporada de ballenas. Como sabrán los señores Diputados, hay un turismo de 
avistamiento de aves, de ballenas, de tortugas marinas. Llevamos ómnibus con niños de las escuelas y del 
Inau. Siempre es una actividad muy reconfortante. 


Por otra parte, hicimos el primer Taller Internacional de Turismo, LGBT 2012, junto con la Mesa de Turismo 
Friendly del Conglomerado de Turismo de Montevideo, que viene trabajando muy bien en un segmento que 
está creciendo mucho en el mundo. 


Participamos en el pabellón en la 107a. Edición de la Expo Prado 2012. Ahí participaron 18 Intendencias 
junto a nosotros que, a través de las Direcciones de Turismo, mostraron todos sus atractivos. Cada día, dos o 
tres Intendencias hacían su muestra gastronómica, exhibiendo sus atractivos. Tenemos un ida y vuelta con las 
Intendencias, y nos dicen que para ellos es un momento en el año de presentación de todo lo que tienen para 
ofrecer, a un público muy nutrido, a más de 350.000 personas que son, en general, sus clientes: los 
montevideanos. 


Por otra parte, realizamos un trabajo fuerte en las redes sociales. Entre "twitter" y "facebook", hoy tenemos 
más de 130.000 seguidores. La potencialidad que tiene esto, es enorme. Creemos que en un próximo 
Presupuesto quinquenal deberíamos incorporar en el Ministerio de Turismo y Deporte recursos humanos con 
esta calificación, porque es un mundo que se viene, que no se detiene. Nosotros hemos ido cubriendo el tema 
con personal que ya teníamos, pero necesitaríamos más riqueza en esos recursos humanos. 


Hoy el Ministerio de Turismo y Deporte tiene un canal de televisión IP, el uruguaynatural.tv, que incrementó 
fuertemente sus visitas desde que comenzó. Hay cerca de 2.000 visitas diarias, a un promedio de unos dos 
minutos cada persona. Ingresan personas de más de 80 países. Se ha convertido en una herramienta de 
comunicación muy fuerte. 


Quiero decir que somos críticos en cuanto al tema de la accesibilidad. Nos parece que al Uruguay todavía le 
falta mucho para trabajar en los temas de accesibilidad y turismo, pero creo que de accesibilidad en general. 
Junto a la OMT hemos trabajado en un diagnóstico sobre la situación y sobre los niveles de accesibilidad, 
especialmente en la oferta turística de Colonia. En pocos días, vendrá nuevamente a Uruguay gente de la 
Fundación Once, a evaluar resultados y a hacer algunas presentaciones 


Asimismo, hemos trabajado mucho con el Instituto Nacional de Calidad. Firmamos un convenio en setiembre 
de 2011 y hoy instrumentamos el premio "Modelo Compromiso de Calidad con el Turismo". 


También trabajamos con la ANII, con la Agencia Nacional de Investigación e Innovación. Se comenzó a 
trabajar en los proyectos ganadores de la primera convocatoria. Hicimos la convocatoria "Innova Turismo" y 
tuvimos una respuesta muy interesante. Se comenzó a trabajar en esos proyectos, que fueron 
aproximadamente 30, y ahí realmente se va a continuar trabajando fuertemente. 


Seguimos insistiendo en la prevención de la explotación sexual y comercial, de la trata de niños, niñas, 
adolescentes y mujeres. Hemos dicho esto más de una vez, pero nos gustaría que quedara constancia 
nuevamente en la versión taquigráfica: no queremos ese turismo. Luchamos contra ese turismo. En ese 
sentido, instrumentamos la firma de un Código de Ética de la Organización Mundial del Turismo por parte de 
todos los empresarios. Más de 400 empresarios ya han adherido, pero personalmente considero que falta que 
firmen todavía muchos otros. Como todos los años los operadores turísticos deben registrarse en el Ministerio 
de Turismo y Deporte y actualizar su información, tomamos la decisión de que a partir de este año sea 


obligatorio que para registrarse tengan que adherir a este Código de Ética, porque nunca es mucho lo que se 
hace en un tema que no está presente fuertemente en el Uruguay, pero siempre hay que estar con los ojos 
muy abiertos. 


En cuanto a los temas de promoción y marketing, participamos en la Feria Imex, en Frankfurt; en Fiexpo, en 
Punta del Este; en la Feria Seminarios y Congresos, en Barcelona; en la Citrey, de cruceros, en Miami; en la 
FIT; en Fitur, en Madrid; en Bogotá; en la "World Trade Market", de Londres; en la Abav, de Río de Janeiro; 
en el Salón Paranaense, de Curitiba; en Foz de Iguazú; en la Feria de Ugart, Porto Alegre; en la ITB, en 
Berlín; en la Brastoa y en la Feria Cavalli de Verona, y hemos hecho "workshops" en Rosario y en Córdoba. 
También participamos en el "workshop" de CBC, que es la mayorista más grande de Brasil, en el que 
Uruguay tuvo una participación importante. 


Asimismo, ampliamos las campañas de promoción en diversos soportes, en televisión abierta y en cable, en 
la región como en la extra región, y trabajamos con mensajes para un público muy específico. La agencia 
publicitaria que hace nuestras campañas obtuvo el primer lugar en los Premios Effie, otorgados por la 
Cámara de Anunciantes del Uruguay, así como la Campana de Oro, por diferentes piezas publicitarias 
vinculadas a la promoción del Uruguay Natural. 


Hicimos una campaña fuerte de difusión del destino termas. Tanto en Punta del Este como en los shoppings, 
hacemos una presentación junto con Salto y Paysandú de un destino que hoy es uno de los más importantes 
del país. Obviamente, el primer destino turístico es Montevideo; el segundo es Punta del Este; el tercero son 
las termas; luego, viene Colonia y, después, otros destinos. Por lo tanto, para Uruguay el destino termas tiene 
una importancia muy grande. 


En cuanto al turismo social, logramos alcanzar las metas que nos habíamos propuesto, y es de las cosas que 
más nos han dado satisfacciones. Nosotros continuamos profundizando las líneas de trabajo que nos 
habíamos planteado en el Ejercicio anterior. Desarrollamos todos los programas existentes y ahí empezamos 
a implementar diversos productos que operan en forma conjunta con otros organismos del Estado. 


Hicimos turismo para trabajadores. Finalmente, logramos aplicar el programa "Turismo para los 
trabajadores" con el Ministerio de Educación y Cultura, con las Intendencias y con una parte del PITCNT. 


También desarrollamos el turismo para los adultos mayores, entre el Ministerio de Turismo y Deporte, el 
Ministerio de Educación y Cultura y el Banco de Previsión Social. 


Asimismo, desarrollamos programas para el turismo joven, con el Inju y con el Ministerio de Desarrollo 
Social. También pusimos en práctica el turismo estudiantil, con el Ministerio de Turismo y Deporte, la UTU 
y Secundaria. 


También nos ocupamos de las quinceañeras. El año pasado viajaron unas 500 chicas, y este año viajará más o 
menos la misma cifra; realmente ha sido muy exitoso. 


Trabajamos mucho con varios gremios de trabajadores en el turismo interno. Hemos trabajado con grupos 
vulnerables, especialmente con algunas organizaciones sociales, y ahí han sido nuestros aliados el Banco de 
Previsión Social, la Asociación Uruguaya de Agencias de Viajes y la Asociación de Hoteles y Restaurantes. 
Este año vamos a agregar a las trabajadoras del servicio doméstico y a los trabajadores rurales, dos 
segmentos que queremos atender desde el turismo social, con nuestra concepción de que es un derecho 
humano que mejora la calidad de vida y que hace a la inclusión. 


El año pasado, sumando todos los programas del turismo social, viajaron 28.874 personas; muchos a las 
colonias de vacaciones del Banco de Previsión Social, por ejemplo, Raigón, y Las Cañas. 


Los programas de colonia de vacaciones y de grupos vulnerables constituyen prácticamente un trabajo de 
desarrollo social. 


A nivel de inversiones en infraestructura destinada al turismo social, se realizaron algunos aportes a colonias 
de vacaciones, por ejemplo, unos US$ 12.000 a la Colonia de Vacaciones de la Asociación de Funcionarios 
Judiciales, ubicada en Palmar. Nos gustaría seguir trabajando y profundizando mucho más en esta área. 


Integramos varias comisiones intersectoriales, por ejemplo, en la de género, en la Comisión Interministerial 
de Apoyo al Tango, junto con el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio de Educación y Cultura, 
en el Programa Uruguay a Toda Costa, en el Diálogo Nacional de Seguridad Social. 


Además, tenemos Convenio Mintur con el Inefob, que el año pasado nos permitió dictar un curso de 
nivelación de guías. Uruguay no sabía cuántas guías turísticas tenía; ahora sí sabemos; están todas registradas 
y todas hicieron un curso de nivelación. Es decir, sabemos que todas parten de determinada base de 
formación; ese fue un avance muy importante que logramos con el Inefob. 


Estamos en el Grupo Binacional de Cooperación con Brasil para la formación profesional en turismo; en el 
grupo de alto nivel que se ha instalado para tratar los temas vinculados con Brasil nos representa el 
Subsecretario y los temas del turismo están presentes. 


Como se sabe, como consecuencia de la adjudicación de la DGÍ a una empresa que hoy hace el trabajo del 
"tax free", el espectro ha ido creciendo y es parte muy importante de la promoción que hacemos de Uruguay 
y, en ese sentido, hemos incorporado a Fray Bentos, Salto y Paysandú, que no estaban contemplados como 
lugares de devolución de impuestos. También trabajamos a nivel de pasos de frontera. 


Asimismo, a través del Programa Mintur-BID realmente logramos la realización de las construcciones que 
teníamos previstas. Instalamos tres coordinaciones regionales. Para nosotros fue la primera experiencia 
descentralizadora. Hoy tenemos en el territorio tres funcionarios que están atendiendo Salto y Paysandú, uno, 
Artigas y Rivera, otro, y Soriano y Río Negro, el tercero. Obviamente, se realizó en coordinación con las 
Intendencias Departamentales y, en realidad, la experiencia ha sido sumamente provechosa y representó un 
avance institucional muy importante. 


Como se sabe, en mayo del año pasado inauguramos las Puertas del Polonio, obra que buscó jerarquizar un 
paisaje protegido, pero que tenía un ingreso muy desordenado y de baja calidad. Fue un proyecto que nos dio 
mucha satisfacción. 


Por otra parte, en setiembre inauguramos las mejoras de las piscinas y de los vestuarios municipales de las 
Termas del Arapey, donde invertimos unos US$ 300.000. Además de esas mejoras, se restauraron dos obras 
de Nóvoa y de Echave, joyas artísticas que estaban en un estado de real abandono. La inauguración fue muy 
emocionante. 


También inauguramos el Centro Terapéutico de Almirón 


Todo esto se cumplió en base al préstamo del BID que el Ministerio, por primera vez en la historia, logró en 
2006. 


En 2012 iniciamos la restauración del viejo Hotel Olivera en Villa Santo Domingo de Soriano donde, como 
se sabe, hace pocos días inauguramos la primera estación fluvial que tendremos en el proyecto de turismo 
náutico 


En el kilómetro 134 de la Ruta Nacional N* 8 inauguramos un centro de información, junto con la 
Intendencia Departamental de Lavalleja, donde ofreceremos información turística con elementos 
interpretativos de esa bellísima región del país. Allí hay cafetería, además de un lugar para que los artesanos 
puedan comercializar su trabajo. Recomiendo que si andan por ahí, paren y pasen, porque el lugar realmente 
quedó estupendo. 


El año pasado administramos el Centro de Bienvenida, Interpretación y Turismo de Colonia del Sacramento, 
que habíamos inaugurado el año anterior y por donde pasaron más de 40.000 personas. 


A su vez, trabajamos en Rincón del Bonete, donde tenemos un conjunto de viviendas, un área de camping, 
que ahora está en posesión del Ministerio de Turismo a través de un comodato que hicimos con UTE. Allí se 
hicieron varias labores de mantenimiento; algunas casas se han ido concesionando y comienzan a destinarse a 
alojamiento turístico. 


Asimismo, luego de múltiples esfuerzos, en 2012 empezamos a trabajar con el Ministerio de Educación y 
Cultura con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y hoy trajimos de regalo a la Comisión esta Guía de 


Fiestas Tradicionales, que realmente nos parece un aporte bien interesante. 


En la regional Salto y Paysandú estamos trabajando en Guichón, en Queguay, en la Meseta de Artigas, en 
Chapicuy, es decir, venimos trabajando con la concepción de que no solo hay turismo en el Este o en algunos 
lugares; hay una concepción realmente descentralizadora, que ha sido de gran impacto en los lugares que 
pudimos aterrizar con este mensaje. 


En la sede regional de Rivera y Artigas se ha ido avanzando para definir en qué lugar estará un centro de 
visitantes en Rivera, pero también trabajamos en el Valle del Lunarejo, en Artigas y en Bella Unión. 


Cuando pasamos raya a los proyectos turísticos, más allá de la actual coyuntura y sus dificultades, realmente 
se han ido sentando bases para un trabajo más descentralizado, más desestacionalizado, para una actividad 
que hoy tiene 57.000 aportantes al Banco de Previsión Social, que trabajan directamente con el turismo, más 
de 100.000 que se benefician en forma indirecta y más de US$ 2.000:000.000 de ingreso, es decir, más del 
6% del PBI. Nos alegra porque es una actividad que se ha ido consolidando en la conciencia de la gente 
como una gran actividad productiva. Más allá de la industria sin chimenea de la que se habló durante tanto 
tiempo, es una actividad productiva que tiene que ver con el desarrollo económico del Uruguay. 


Con respecto a la Dirección Nacional del Deportes, Unidad Ejecutora 02, como se sabe, el año pasado 
culminamos el trabajo para presentar el Plan Nacional Integrado de Deporte. El componente de este Plan 
consiste en la elaboración del Plan Integrado de Deporte que contó con la participación de más de doscientas 
cincuenta personas vinculadas al deporte, en sus distintas expresiones, e implicó la construcción de 
numerosos aportes como documentos sobre lineamientos estratégicos para el deporte en la infancia, en la 
adolescencia, en la juventud; hoy se está implementando en un proyecto piloto en La Paz y en estos días 
podremos presentar la primera experiencia en el territorio. 


También el año pasado se aprobó la Ley de Promoción del Deporte y el decreto reglamentario respectivo. Ya 
está integrada la Comprode que, como se sabe, tenía un representante del Congreso de Intendentes, otro del 
deporte, otro del Ministerio de Economía y Finanzas; ya está instalada, trabajando. Hasta el 31 de este mes se 
pueden presentar proyectos y estamos contestando infinidad de consultas. Sabemos que la Ley de Promoción 
del Deporte es un esfuerzo de renunciamiento fiscal del gobierno, pero era una herramienta muy necesaria 
para promover inversiones vinculadas al deporte. 


En cuanto a infraestructura, el año pasado hicimos obras en la Plaza N* 4; hicimos el gimnasio nuevo y 
adecuamos vestuarios. Hicimos nueva la Plaza N* 12, también gimnasio, parquet y cancha. Hoy, es la única 
cancha reglamentaria para hándbol, futsal, básquetbol y voleibol. Hace poco terminamos las obras de la Plaza 
N? 6, en La Teja. Allí, hicimos un gimnasio nuevo para cientos de muchachos de la zona que lo utilizan. 


Como ustedes saben, el año pasado iniciamos el proyecto de la Plaza N* 11 en el Cerro. Suponemos que en 
agosto o setiembre vamos a estar inaugurando la primera plaza del siglo XXI. Cuando ustedes la vean se van 
a impactar, porque realmente va a transformar la zona por todos los servicios que va a brindar. Nosotros lo 
llamamos proyecto "Plaza del siglo XXI". 


También comenzamos las obras de la Plaza N* 7, que está debajo del viaducto, que va a tener una piscina 
cerrada. Es una plaza con una historia muy importante y que tiene una Comisión que trabaja muy bien. 


Hicimos arreglos menores y de pintura en plazas de Montevideo y Canelones. El año pasado iniciamos el 
proceso de importación de cien kits de equipos de gimnasia autónoma, que ya están instalados en muchos 
lados. Tomamos la decisión de que hubiera uno para cada Alcaldía del país; por lo tanto en pocos días se van 
a instalar ochenta y nueve en cada una de ellas. 


Intervinimos en varias plazas del interior, primero en el recapado de canchas exteriores y en algunos 
proyectos financiados por la Dinade. Se están terminando los trabajos en la plaza de Artigas, en Salto y en 
Paysandú. Hoy ya estamos trabajando en Río Negro, Durazno, Tacuarembó, Lavalleja. Estamos ampliando 
vestuarios y pabellones, todos con accesibilidad para la discapacidad, en las plazas de Paysandú, de Bella 
Unión, de Baltasar Brum, de Lorenzo Geyres, de Guichón, la Plaza N* 1 de Salto, la Plaza N* 4 y la N* 12, 
que ya les mencioné. 


Hicimos una reparación íntegra de la sede del Centro de Rehabilitación Casa de Carlos Gardel. Como ustedes 
saben, en esto de mirar el Estado de una manera diferente, acordamos con ASSE y con el Ministerio de Salud 
Pública que esa era una infraestructura que nunca entendimos muy bien por qué estaba en el área del 
Ministerio de Turismo y Deporte, pero naturalmente tenía que ir a ASSE. Ese proceso se está haciendo. Pero, 
no nos pareció ético no atender ese centro cuando tuvo algunos problemas debido a varios temporales que 
ocurrieron en la zona. Por esa razón, hicimos una reparación integral de esa casa y la vamos a entregar en 
buena forma cuando culmine el pasaje al organismo correspondiente. 


También, hicimos una reparación integral en el campamento Parque del Plata, la instalación sanitaria y 
eléctrica completa y la cocina nueva. Intervinimos en el Complejo Deportivo Ituzaingó; en un gimnasio que 
habíamos inaugurado en 2012, realizamos la instalación sanitaria y eléctrica. 


Asimismo, llevamos a cabo la instalación de acondicionamiento térmico en las piscinas de las Plazas N” 5, 
N? 8 y en la de Santa Lucía. 


Trabajamos mucho en el sistema de control de dopaje. A los efectos de salvar las dificultades legales que 
impedían a Uruguay estar en línea con el Código mundial antidopaje, se tomaron dos medidas que nos ponen 
nuevamente en una buena posición en esta materia. Se aprobó la Ley_N* 18.969, que transfirió las potestades 
en materia de control desde el Ministerio de Turismo y Deporte a la Fundación Deporte Uruguay, que 
creamos hace unos años, que son el Ministerio de Turismo y Deporte y el Comité Olímpico. Al mismo 
tiempo, el Ministerio de Educación y Cultura aprobó la reforma de los estatutos que solicitaba la Fundación 
Deporte Uruguaya y le incorporó en su objeto el control del dopaje en el deporte. De esta manera, la Agencia 
Mundial Antidopaje ha declarado a nuestro país en cumplimiento con el Código Mundial Antidopaje y con 
los estándares internacionales. Esto requiere de mucha tarea burocrática. 


Obviamente, los parlamentarios realizaron un trabajo muy bueno al aprobar la ley. El hecho de que hoy 
Uruguay esté nuevamente considerado por los organismos internacionales como un país que cumple con el 
Código Mundial de Antidopaje y con los estándares internacionales es muy importante. Por lo tanto, se creó 
la Organización Nacional Antidopaje de Uruguay, ONAU, que nombró a sus integrantes responsables. Hay 
un Comité de gestión, de resultados, de autorización de usos terapéuticos, disciplinario, de apelaciones y 
educación. Nos sentimos muy felices. 


Algunos de los análisis que hacíamos en nuestro laboratorio, hoy lo estamos haciendo en laboratorios 
españoles, que están acreditados. Eso tiene un costo importante para nosotros, pero pensamos que nos puso 
en la senda de cumplir con esos estándares internacionales. 


Hemos apoyado a las federaciones deportivas a través de la Fundación Deporte Uruguay y de la propia 
Dinade. Quiero resaltar que todos los deportistas que fueron a las olimpíadas a través del Comité Olímpico 
Uruguayo, que clasificaron con chances y que no tuvieron becas otorgadas por Solidaridad Olímpica, las 
recibieron de la Fundación Deporte Uruguay, desde enero hasta que finalizaron los Juegos Olímpicos. 
Muchas veces se escucha que hay falta de apoyo, pero la verdad es que se ha hecho un esfuerzo cada vez más 
grande en ese sentido. No nos cabe duda de que es insuficiente, pero sí muy grande. 


La Dirección Nacional de Deportes transfirió casi $ 40:000.000 en 2012 a las distintas federaciones 
deportivas. Es una suma importante si tenemos en cuenta el presupuesto con el que contamos. El traspaso se 
destina a preparación de deportistas, para participar en competencias, etcétera. 


Creo que este es uno de los avances más grandes que se han hecho a partir de una mirada un poco crítica que 
trajimos a la vuelta de las Olimpíadas. La Fundación Deporte Uruguay y el Director Nacional de Deporte, 
que siempre había acompañado la propuesta, hizo un llamado y logramos un equipo técnico. Es la primera 
vez que tenemos un metodólogo, un evaluador y un psicólogo deportivo que están trabajando al lado de las 
cincuenta y cuatro federaciones, con los deportistas, los entrenadores. Todavía hay mucho amateurismo y los 
deportistas necesitan el apoyo hasta para planificar cómo será su año, para evaluar, saber cuáles son las cosas 
más importantes en la planificación de los ciclos olímpicos. 


Se conformó una Comisión de trabajo entre la Dirección de Deportes y el Ministerio de Salud Pública para 
elaborar el proyecto de decreto que va a permitir pasar la certificación de la aptitud física al Sistema Nacional 
Integrado de Salud. Por lo tanto, en la medida en que tenemos este sistema, nos parecía que no tenía sentido 


duplicar a través de nuestro centro médico el carné de salud que se puede hacer a través de ASSE o de la 
mutualista. 


Como Dirección Nacional de Deportes estamos trabajando en el programa "Jóvenes en Red", que fue 
construido entre una Comisión interministerial, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Mides, la 
UTU, el Inau, el Ministerio de Defensa Nacional y la Dinade. Realmente, se ha trabajado muy bien. 


También, estamos integrados a la Comisión Asesora de Educación Física, Recreación y Deporte del Sistema 
Nacional de Educación Pública. Se llevó a cabo el estudio para diseñar los currículos de los cursos de 
técnicos deportivos ingresados a la Dinade para su reconocimiento, lo que llamamos la Unidad Reguladora 
de Cursos Técnicos Deportivos. Ahí hay mucho todavía para hacer, para tener un protocolo, para saber cómo 
evaluar los diversos lugares donde se hace deporte. 


A partir de que festejamos los cien años de la vieja Comisión Nacional de Educación Física, de casualidad 
encontramos en unos cajones de la Dinade un archivo fotográfico de un valor realmente impresionante que 
hoy estamos rescatando junto con la Intendencia de Montevideo y su centro de fotografía; lo estamos 
digitalizando. Realmente hay fotografías maravillosas de la historia de algunos deportes y también de lo que 
fue la historia de la Comisión Nacional de Educación Física. 


En el Ministerio existe una comisión de género. Mirando la transversalidad de género en cada una de las 
unidades ejecutoras culminó el proyecto Valores en Juego. Los contenidos hacen referencia a cuestiones de 
género y deporte. Hicimos, además, el libro de los cien años de la Comisión Nacional de Educación Física 
como un homenaje a la historia de ese organismo. 


A lo largo del año 2012, la Organización Nacional del Fútbol Infantil, ONFI, contó con cinco torneos. Hoy 
tenemos sesenta mil chiquilines jugando al fútbol infantil. Hemos ido avanzando en el tema de la equidad; 
son niños y niñas de entre seis y trece años. La verdad es que se trabajó muy bien, se creó un programa de 
salud, un equipo multidisciplinario, se están otorgando certificados de aptitud deportiva. Inclusive, hemos 
encontrado muchos niños con diferentes patologías, las que hemos descubierto nosotros. Realmente ahí se ha 
trabajado muy bien. 


En cuanto a las diferentes ligas, hay acciones concretas de apoyo de Ancap, de Antel, de Danone, de Red 
Pagos, casi trescientas mil personas por fin de semana se mueven alrededor de fútbol infantil. Es una red 
social impresionante que hay que seguir acompañando. 


Seguimos fuertemente presentes en el programa "Gol al Futuro". Se trata de un programa silencioso pero de 
una gran potencia. En él participan tres mil quinientos jóvenes deportistas de las formativas. Los estamos 
atendiendo directamente con este programa; son jóvenes entre trece y diecinueve años. Incorporamos el 
fútbol femenino al programa "Gol al Futuro". Para nosotros era un compromiso. Hemos recibido apoyo de 
diversas organizaciones. Por ejemplo, la Embajada Británica ha regalado cursos de inglés para los equipos 
que tienen que salir a competir al exterior. Fundamentalmente, hemos trabajado con esos tres mil quinientos 
jóvenes, aportándoles médicos, asistencia social, merienda, equipos deportivos. Digo que es muy silencioso 
pero de un impacto impresionante, pero se conoce muy poco de lo que se está haciendo en este programa que 
preside el doctor Arzuaga. En él participan periodistas deportivos, personas vinculadas a la educación; es un 
ámbito plural con el objetivo de que los jóvenes de la formativa salgan con alguna herramienta más vinculada 
a la educación de la que tenían cuando llegaron. Nos parece mentira seguir encontrando alguna institución 
que no tiene médico, que no puede atender algunas cuestiones centrales para los deportistas. 


Tenemos también el programa "Knock out a las drogas". Aquí se ha seguido la línea de potenciar algunas 
academias, inaugurar algunas otras, y en muchos lugares es un programa muy bienvenido. 


El año pasado hicimos la carrera de mujeres "5 K Uruguay Natural" que vamos a volver a repetir en 
setiembre de este año. Allí participaron más de mil quinientas mujeres. También la llevamos a algunos 
departamentos del interior como, por ejemplo, a Paysandú donde tuvo mucho éxito. Estamos trabajando en la 
segunda edición. 


Se conformó la Comisión Nacional pro Mundial 2030 que preside el señor Arturo del Campo. Como saben, 
hemos ido dando pasos con Argentina, encontrando buena receptividad. Ha habido alguna transmisión un 
poco confusa en este último tiempo en cuanto a que la FIFA no aceptaba que dos países organizaran un 


mundial; eso no es así. Lo que la FIFA dice es que no quiere adelantar la decisión de cuáles van a ser las 
sedes con mucho tiempo de anticipación. Pero la FIFA está decidida a festejar los cien años del primer 
mundial con un evento deportivo aquí en Uruguay. Por lo tanto, mantenemos todas nuestras expectativas de 
poder festejar ese primer mundial en Uruguay. 


Asimismo, participamos en los juegos Sudamericanos escolares. Se llevó a cabo la 18” edición de los juegos 
Sudamericanos en Natal, entre el 29 de noviembre y el 6 de diciembre de 2012. Uruguay participó con una 
numerosa delegación en las ocho disciplinas en las que se competían. 


Además, trabajamos fuertemente en el programa de verano. Es un programa de la división docente de la 
Dinade que atendió a más de treinta y cinco mil chiquilines en verano que van a nuestras piscinas, 
fundamentalmente niñas, niños y jóvenes, en cuarenta piscinas, en diez espejos de agua. 


El campamento de Parque de Plata, llamado Salvador Mauad, trabaja con plena ocupación en esas fechas de 
verano, con tandas de niños y niñas que vienen de diversas escuelas públicas. Es un servicio muy valorado. 
Es casi la única experiencia campamentil a nivel público en Uruguay. 


Trabajamos fuertemente en "El Uruguay a toda Costa". Se trata de un programa que combina deportes de 
playa, fútbol, voley, handball, rugby, en diversos lugares de la costa como, por ejemplo, en el estadio Arenas 
del Plata en Pocitos, en las Bocas de Cufré en San José, en la Playa Mansa de Atlántida, en la Playa Mansa de 
Punta del Este. Incluye actividades deportivas y actividades culturales y artísticas. 


Sentimos que todavía tenemos mucho para hacer. Estamos trabajando fuertemente con el sueño de tener un 
lugar donde las federaciones y los deportistas puedan tener certeza de que pueden entrenar. Hemos avanzado, 
aunque todavía no es seguro, para ser usuarios de una parte del Club Neptuno que nos permita instalar un 
lugar que pueda recibir a los deportistas de nuestro país. Un lugar que tenga cierta comodidad, con profesores 
de educación física, con este equipo técnico ayudándolos. Por lo tanto, los resultados irán unidos a los apoyos 
y a la infraestructura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado la hora -no es su culpa-, se realizarán por escrito las preguntas que iba 
a formular un señor Diputado, sobre todo, relativas al deporte y al proyecto de Rendición de Cuentas. 


SEÑORA MINISTRA DE TURISMO Y DEPORTE.- Quiero comunicar que el año pasado recibimos 
cuarenta y siete pedidos de informes, de los cuales respondimos cuarenta y uno; han quedado sin 
responder seis pedidos de informes, porque son extremadamente largos -se pide información desde el 
año 2005 al 2013-, pero quiero asegurar que tenemos a un funcionario destinado exclusivamente a 
responder los pedidos de informes, porque para nosotros es un derecho al que hay que dar respuesta. 


Por otra parte, quiero decir que en el período comprendido desde enero hasta mayo de este año hemos 
recibido 1:346.000 turistas en el país. Menciono este dato porque, en estos días, se ha manifestado alguna 
inquietud por cómo han sido las vacaciones de julio y por cómo será diciembre, lo que es imposible de 
prever. Hemos recibido cien mil visitantes menos que el año pasado, pero casi trescientos mil más que el año 
2010. Por lo tanto, veamos con qué comparamos y no dramaticemos una situación que, todavía, tiene muchos 
grises; no es blanca ni negra. Quería compartir esta información con la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho a la señora Ministra, especialmente estas últimas 
reflexiones, porque a veces se dramatiza cuando, en realidad, se debería ver el medio vaso lleno. 


Agradecemos su concurrencia. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 54) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


